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RESUMEN EJECUTIVO 
 
“EL ACUERDO DE REPARACIÓN O CONCILIACIÓN EN EL DELITO DE ROBO 
SIMPLE Y SUS EFECTOS JURÍDICOS RESPECTO DE LA VÍCTIMA” 
 
Los mecanismos alternativos de solución de conflictos pretenden agilizar los trámites 
procesales, de esta manera se cumple con el principio constitucional de celeridad sin desatender 
el derecho al debido proceso y el derecho de reparación para la víctima, pese a ello estos 
mecanismos jurídicos no son aplicados, prefiriéndose muchas veces la saturada vía judicial, esto 
implica no sólo un alargamiento temporal innecesario sino también un mayor costo para el 
Estado, sin que en muchas ocasiones se obtenga una sentencia en estos procesos. En el caso del 
delito de robo existe el denominado “acuerdo de reparación”, que en el Código Orgánico 
Integral Penal se mantiene con el nombre de “conciliación”, su falta de aplicación en la 
actualidad representa una verdadera violación al principio de celeridad y de los derechos de la 
víctima, ya que siendo un mecanismo procesal establecido mediante ley es ignorado tanto por 
las autoridades de justicia (fiscales y jueces) como por los profesionales del derecho (abogados 
en libre ejercicio y defensores públicos) tal vez por razones de desconocimiento o económicas.  
 
Palabras Claves: Acuerdo de reparación, Conciliación, Robo, Víctima, Celeridad, Reparación. 
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ABSTRACT 
 
THE REPAIR OR SETTLEMENT AGREEMENT IN THE CRIME OF THEFT AND 
SIMPLE REGARDING LEGAL EFFECTS OF VICTIM" 
 
 
Alternative mechanisms to solve conflicts are intended to speed-up procedures, intended to 
comply with constitutional principle, quickness, without disregarding the right to due process 
and the victim{s repair right. In spite of the foregoing, such juridical mechanisms are not 
applied, and the crowded judicial path is preferred sometimes. It entails not only a unnecessary 
longer process term but also a higher cost the State, without getting a judgment in many cases in 
such processes. It the case of the robbery offense, there is the so called “repair agreement”, that 
pursuant the penal Integral Organic Code the name as “conciliation” is maintained. Nowadays, 
luck of application entails a violation to the celerity principle and the victim´s rights, because 
considering it a process mechanism established in the Law is disregarded by justice authorities 
(government attorneys and judges) and professional attorney (in freelance occupancy and public 
defenders), maybe for lack of information of for economic grounds. 
 
 
Keywords: Rapair agreement, Conciliation, Robbery, Victim, Celerity, repair.  
 
 
I certify that I am fluent in both English and Spanish languages and that I have translated the attached 
abstract from the original in the Spanish language to the best of my knowledge and belief. 
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INTRODUCCIÓN 
El esquema penal ecuatoriano ha previsto la aplicación del Derecho Penal en las conductas 
típicas ejecutadas por personas que han adecuado su accionar contrariando las expresas 
disposiciones contenidas en el Código Orgánico Integral Penal vigente; al adecuar esta conducta 
se alcanza el componente fáctico idóneo que permite iniciar la utilización del Derecho Penal 
como procedimiento específico para ese accionar. 
El Código Orgánico Integral Penal – COIP-, vigente desde el 10 de agosto de 2014, mantiene el 
sistema penal acusatorio, recoge el procedimiento ordinario que se desarrollaba previo a su 
vigencia, es así que existe la fase de investigación previa y las etapas del procedimiento 
ordinario que son: instrucción, evaluación y preparatoria de juicio; y, juicio. Se establece 
también cuatro procedimientos especiales: abreviado, directo, expedito para contravenciones y 
la acción privada. Con respecto a los mecanismos alternativos de solución de conflictos se 
mantiene el acuerdo de reparación con la denominación actual de conciliación. 
El acuerdo de reparación, hoy denominado conciliación puede ser aplicado bajo ciertos 
requisitos “SINE QUA NON”; cuando se trate de delitos que no afecten a los intereses del 
Estado, no se aplicará en delitos contra los derechos a la inviolabilidad de la vida, a la libertad e 
integridad personal, a la integridad sexual, ni delitos de violencia contra la mujer o el núcleo 
familiar, cabe su aplicación en delitos de tránsito que no tengan resultado de muerte, delitos 
cuya pena máxima no sea superior a cinco años de prisión y en determinados delitos contra la 
propiedad. 
Es importante destacar  el beneficio que implica para todos los participantes en el proceso penal 
y para el Estado que en el actual COIP se mantenga el acuerdo de reparación o conciliación, que 
puede ser aplicado cuando se trate de delitos contra la propiedad, entre otros, por ello es 
pertinente realizar un estudio de su conocimiento y aplicación por parte de los sujetos procesales 
en los conflictos penales originados por una afectación al bien jurídico protegido del 
patrimonio, como es el delito de robo simple.    
El Estado ecuatoriano, adecuándose a los estándares internacionales y obediente del espíritu 
constitucional que le impone ser un Estado constitucional de derechos y justicia, ha desarrollado 
un sistema penal que contempla múltiples, aunque necesarios, mecanismos y garantías de 
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protección de los derechos del procesado; sin embargo, los mecanismos de protección para la 
víctima en el proceso penal son escasos.  
En el desarrollo del proceso penal la persona afectada, en cierto modo, es excluida y se ve sola 
en el proceso que ha iniciado, incluso el agente fiscal tiene tanta carga procesal que es necesario 
que el interesado vaya constantemente a solicitar se continúe con la investigación de su caso, 
viéndose obligado a contratar los servicios de un profesional del derecho, lo que representa una 
inversión económica y de tiempo a lo largo del proceso, manteniéndose en un constante estado 
de preocupación e incertidumbre en un proceso que puede extenderse incluso durante varios 
años. 
Esta realidad refleja que el sistema penal ecuatoriano está dejando al margen de sus políticas y 
objetivos a las víctimas de delitos, el aparataje jurídico penal gira en torno al respeto de los 
derechos del procesado (debido proceso) lo cual es totalmente razonable, sin embargo, es igual 
de importante la atención integral y la respuesta ágil y oportuna a la problemática y necesidades 
de las personas afectadas por el cometimiento de un delito (igualdad de derechos procesales 
víctima - procesado).  
Otro aspecto importante constituye la no revictimización de una persona a quien se le ha 
lesionado su bien jurídico protegido y que no se limite únicamente a evitar la revictimización en 
delitos sexuales; pues, todas las víctimas sufren daño psicológico y secuelas de diversa índole, 
ya en que en todos los casos en distintos grados se les ha lesionado sus derechos.  
De igual manera, es derecho de toda persona el acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, 
imparcial y expedita de sus derechos e intereses, lo cual debe ser cumplido obligatoriamente por 
el Estado con sujeción a los principios constitucionales incluyendo el de celeridad. El principio 
de celeridad está estrechamente ligado con la materialización de la justicia, cabe citar a Marcel 
Schwob, quien dijo: “Sé justo en el momento preciso. Toda justicia que tarda es injusticia”. 
Efectivamente, la percepción de inseguridad e injusticia en la ciudadanía se alimenta, entre otros 
aspectos, de los largos y engorrosos trámites que debe seguir cuando ha sido víctima de un 
delito, llegando al punto de considerar que es mejor resignarse a guardar silencio, perder sus 
bienes y tener mayor prevención en su vida cotidiana, antes que acudir al saturado sistema 
judicial. En este contexto jurídico y social la presente investigación analizará la aplicación del  
mecanismo alternativo de solución de conflictos establecido en la legislación penal como un 
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medio para garantizar los derechos de las víctimas de delitos contra la propiedad y el principio 
constitucional de celeridad.    
El Capítulo I, EL PROBLEMA, plantea el problema de investigación, estableciendo los 
lineamientos y parámetros desde los cuales será investigado, así como los límites investigativos, 
los objetivos  y la justificación del tema a desarrollarse.  
El Capítulo II, MARCO TEÓRICO, es el desarrollo de la investigación tomado en 
consideración los aspectos teóricos, doctrinarios, filosóficos, sociales y legales, previamente se 
analiza  los antecedentes de investigación y la formulación de la hipótesis, las variables y los 
términos básicos a ser utilizados en el trabajo. Se desarrolla los temas que abarca el problema de 
investigación: El Título Primero enfoca el principio de celeridad como parte del debido proceso, 
el Título Segundo los derechos fundamentales de la víctima en la legislación penal, el Título 
Tercero el delito de robo simple en el Derecho Penal, finalmente el Título Cuarto el acuerdo de 
reparación o conciliación en el Derecho Procesal Penal. 
El Capítulo III, METODOLOGÍA, se determina los métodos a ser aplicados en la investigación, 
el diseño de la misma, la determinación de la población y la muestra, las técnicas e instrumentos 
a ser utilizados, así como su validez y confiabilidad. 
El Capítulo IV, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS, se analiza los datos 
obtenidos en la investigación mediante los instrumentos señalados en la metodología tales como 
formularios de encuestas. Se presenta cuadros y gráficos de los datos recopilados para comparar 
y analizar los resultados de la investigación de campo. Este capítulo también contiene las 
conclusiones y recomendaciones a las que se ha llegado mediante la investigación.  
El Capítulo V, PROPUESTA, contiene la descripción de la propuesta jurídica con la cual se 
pretende contribuir a la solución del problema de investigación, esto es un proyecto de ley 
reformatoria al Código Orgánico Integral Penal sobre la aplicación de la conciliación en los 
delitos que faculte la ley, desde la investigación previa hasta la audiencia de juicio y la 
obligatoriedad del cumplimiento del acuerdo de conciliación, para garantizar el principio de 
celeridad en beneficio de las partes. La propuesta está debidamente justificada, contiene los 
objetivos, ubicación sectorial y física de su aplicación, factibilidad, impactos y evaluación de la 
misma. También se incluyen en este capítulo las referencias bibliográficas y los anexos. 
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CAPÍTULO I 
1. EL PROBLEMA 
1.1 Planteamiento del problema 
 
1.1.1 Ubicación del problema en un contexto socio – cultural  
 
El sistema judicial ecuatoriano en las diversas áreas enfrenta toda una serie de problemas, 
dentro de este contexto se promulgó la actual Constitución de la República del Ecuador en el 
año 2008, misma que establece varios principios constitucionales que incluyen el de celeridad. 
Entre los problemas que la justicia penal ha venido enfrentando se encuentra el excesivo 
acumulamiento de procesos, provocado por diversos motivos, en especial por el sistema penal 
inquisitivo que se aplicaba en nuestro país hasta inicios de este siglo y en el cual no se tenía una 
fase pre procesal que permitiera investigar exhaustivamente las causas, sino que por el 
contrario, todas las denuncias llegaban a los juzgados y muchos de los casos se trataban de actos 
mal intencionados por parte de profesionales del derecho. Este contexto generó un retraso 
evidente en el despacho de las causas por lo que la justicia se tornó excesivamente lenta, 
provocando efectos como la prescripción de ciertas causas y una desconfianza general de la 
ciudadanía en el sistema de justicia. 
El Estado tomó medidas para enmendar los errores y agilizar la justicia, de esta manera se 
reestructuró la Función Judicial, pasando de un sistema inquisitivo a un sistema acusatorio, 
otorgando un papel protagónico a la Fiscalía General del Estado para que realice la fase pre 
procesal e investigue las causas que deben llegar necesariamente a juicio. También se enfatizó 
en el equipamiento de las unidades judiciales especializadas y de la Defensoría Pública con el 
objetivo de que no se retrasen más las causas y que se especialicen en función de la materia, así 
como para respetar el debido proceso, tratando por igual a las partes procesales y posesionando 
a los juzgados como protectores de los derechos de estas partes.  
Otra medida desarrollada al respecto constituyó el establecimiento de medidas alternativas para 
la solución de conflictos, es decir de procedimientos que solucionen y reparen los conflictos, sin 
necesidad de llegar a la vía judicial y todo lo que ésta representa. Así, por ejemplo, en materia 
5 
 
civil se establecía la mediación del “amigable componedor”, a la vez que se facultó a los centros 
de mediación y arbitraje para la resolución de conflictos en determinadas materias.  
1.1.2 Delimitación del problema  
 
Con la misma intención de ofrecer una solución al colapso en los juzgados en el país, en materia 
penal, en los delitos de acción pública se establecieron alternativas como: el acuerdo 
reparatorio, la conversión, el procedimiento abreviado, el procedimiento simplificado y el 
principio de oportunidad. De éstos únicamente se conserva en el actual COIP el principio de 
oportunidad, el procedimiento abreviado y finalmente el acuerdo de reparación con la 
denominación de conciliación tomando la categoría de mecanismo alternativo de solución de 
conflictos. Pese a la importancia de este mecanismo, en el Ecuador no se ha promovido su 
aplicación, prefiriendo por lo general la saturada vía judicial. 
Con los problemas mencionados en la administración de justicia resulta algo contradictorio que 
no se prefieran los mecanismos alternativos, los cuales terminan siendo poco utilizados por las 
autoridades judiciales así como por los profesionales del derecho, quienes siguen las causas 
como defensores particulares o públicos, olvidando que es su obligación actuar bajo los 
principios constitucionales, como el principio de celeridad, además de velar por los derechos de 
la víctima. En virtud de lo expuesto es fundamental analizar si la falta de aplicación del acuerdo 
de reparación o conciliación en el delito de robo constituye una violación a tales principios y 
derechos en el Ecuador. 
1.1.3 Formulación del problema 
 
¿La falta de aplicación del acuerdo de reparación o conciliación en el delito de robo genera la 
violación del principio de celeridad y los derechos de la víctima?   
1.1.4 Evaluación del problema 
 
 ¿La falta de aplicación del acuerdo de reparación o conciliación en el delito de robo 
genera la violación del principio constitucional de celeridad? 
6 
 
 ¿La falta de aplicación del acuerdo de reparación o conciliación en el delito de robo 
genera la violación de los derechos de la víctima de este delito? 
 ¿La aplicación del acuerdo de reparación o conciliación en el delito de robo facilita el 
respeto al principio de celeridad y a los derechos de la víctima?   
 ¿Es una obligación de las autoridades de justicia y profesionales del derecho la 
aplicación del acuerdo de reparación o conciliación en el delito de robo en base al 
principio de celeridad establecido en la Constitución? 
1.2 Objetivos 
 
1.2.1 Objetivo general 
 
• Analizar jurídicamente el acuerdo de reparación o conciliación en el delito de 
robo simple para garantizar el cumplimiento del principio de celeridad y los 
derechos de la víctima. 
1.2.2 Objetivos específicos 
 
 Analizar desde el punto de vista jurídico el acuerdo de reparación o conciliación en el 
delito de robo simple en el sistema procesal penal ecuatoriano, sobre la base de la 
doctrina, la jurisprudencia, la ley, la Constitución de la República y los instrumentos, 
tratados y acuerdos internacionales. 
 Establecer si la aplicación del acuerdo de reparación o conciliación resulta obligatorio 
para las autoridades judiciales y para los profesionales del derecho en base al principio 
constitucional de celeridad. 
 Determinar el grado de aplicación del acuerdo de reparación o conciliación en el 
conflicto penal por el delito de robo simple.  
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1.3 Justificación  
 
El auge de la aplicación de métodos alternativos que ponen fin al proceso penal surge 
precisamente de la necesidad de conceder celeridad al usuario, ya que la realidad procesal 
ecuatoriana ha permitido palpar problemas como un retardo constante de los juicios penales, al 
punto que los sujetos procesales llegaban a alcanzar un nivel tal de apatía que ya no les 
interesaba cuál llegue a ser el desenlace de su juicio; audiencias fallidas por la falta de 
comparecencia de los sujetos procesales, falta de auxiliares para el despacho de las causas, 
necesidad de influencia personal y económica para que la causa sea atendida, entre otros. En fin, 
el proceso penal que ilusoriamente presentó la víctima, en muchas ocasiones culminaba con la 
prescripción de la causa, lo que conlleva inevitablemente al archivo del juicio sin haberse 
sancionado al infractor y tampoco haber reparado el daño causado. 
El Plan Nacional del Buen Vivir establece entre sus objetivos: “Consolidar la transformación de la 
justicia y fortalecer la seguridad integral, en estricto respeto a los derechos humanos” (Plan Nacional 
del Buen Vivir 2013 - 2017) en concordancia con lo anotado, el actual Consejo Nacional de la 
Judicatura tiene como misión “Proporcionar un servicio de administración de Justicia eficaz, 
eficiente, efectivo, íntegro, oportuno, intercultural y accesible, que contribuya a la paz social y a la 
seguridad jurídica, afianzando la vigencia del Estado constitucional de derechos y justicia.”  (Consejo 
Nacional de la Judicatura, 2013). En el mismo sentido, el Plan Estratégico de la Función 
Judicial para el periodo 2013–2019 establece como sus objetivos: “2. Promover el óptimo acceso a 
la justicia” y “5. Combatir la impunidad contribuyendo a mejorar la seguridad ciudadana”; para el 
cumplimiento de estos objetivos define las siguientes estrategias: “Potenciar el uso de la conciliación 
judicial”. De lo anotado se colige que en la actualidad el fortalecimiento de los métodos 
alternativos de solución al conflicto penal constituye una de las prioridades para la Función 
Judicial, buscando a través de estos mecanismos una justicia oportuna que garantice los 
derechos de todos los ciudadanos.  
La realización de esta investigación pretende contribuir a los objetivos del Estado y de la 
Función Judicial para lograr el Buen Vivir, a través de un eje primordial para la sociedad, esto 
es la administración de justicia ágil, oportuna y respetuosa de los derechos de todos los 
participantes del proceso penal, prestando especial atención a las víctimas y perjudicados de los 
delitos, ya que desde la perspectiva constitucional toda persona tiene derecho al acceso gratuito 
a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, además en el 
caso de las víctimas tienen derecho a una protección especial, a que se garantice su no 
revictimización, a la protección de cualquier amenaza u otras formas de intimidación, a una 
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reparación integral que incluya, sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos y la 
restitución, indemnización, rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del derecho 
violado, todo esto enmarcado en un sistema procesal que actúe bajo el principio de celeridad.   
La investigación propuesta tiene plena vigencia, puesto que, desde el ámbito de la utilidad 
social, es preciso recalcar que de todos los tipos penales los que mayor incidencia tienen en la 
ciudadanía son los delitos contra la propiedad, dentro de los cuales el robo constituye uno de los 
más recurrentes en el entorno urbano, razón por la cual, la investigación servirá de manera 
efectiva principalmente a los habitantes de las ciudades del país.  
Desde el ámbito normativo, el acuerdo de reparación es una de las figuras que se mantiene en el 
Código Orgánico Integral Penal, tomando el nombre de conciliación, por lo tanto esta forma 
alternativa de solución al conflicto penal continuará vigente y por ende la investigación pretende 
ser un aporte para su consolidación en el sistema procesal penal.  
Los derechos de las víctimas de infracciones penales se encuentran consagrados en la 
Constitución de la República, pese a lo cual no se ha dado la importancia ni el impulso estatal 
para su efectivo cumplimiento, la presente investigación será un aporte importante para mejorar 
el estado actual de la ejecución de estos derechos, ya que la situación de las víctimas y 
perjudicados de delitos continúa de cierto modo sin atención necesaria, violando los mandatos 
constitucionales, manteniendo un estado de impunidad y alimentando la desconfianza de la 
ciudadanía en la justicia ecuatoriana.   
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CAPITULO II  
2. MARCO TEÓRICO 
2.1 Fundamentación teórica 
 
El presente trabajo de investigación se fundamenta en el Derecho Procesal Penal, en lo referente 
a las distintas fases del procedimiento en los delitos de acción pública, tanto procesales como 
pre procesales, autoridades competentes, medidas alternativas para solución de conflictos y la 
discordancia existente en la aplicación del procedimiento con el principio de celeridad y 
derechos de la víctima contenidos en  la Constitución de la República del Ecuador vigente desde 
el año 2008. 
Para lograr la armonización entre el procedimiento y la norma constitucional es necesario 
realizar un estudio sobre el acuerdo de reparación o conciliación en el delito de robo simple para 
garantizar el cumplimiento del principio de celeridad y los derechos de la víctima, además de 
analizar el actual procedimiento establecido en el nuevo Código Orgánico Integral Penal a fin de 
que no se vulnere este principio constitucional. 
La figura del acuerdo de reparación o conciliación está inmersa en la teoría de la justicia 
reparadora o restaurativa, la misma que es definida como:  
“Es una teoría de la justicia que enfatiza la reparación del daño causado por el comportamiento 
delictivo a través de procesos cooperativos en los que toman parte las personas involucradas en 
el mismo. La concepción del delito como ruptura de las relaciones humanas y sociales antes que 
como violación de la ley se encuentra en el fundamento del referido paradigma, que sirve a un 
ideal de humanización de la justicia” (Alonso Rimo, Baca Baldomero, & Barberet, 2006, pág. 
439) 
El delito elegido para la investigación es el robo simple, dada su gran incidencia en el entorno 
urbano y sus características que son descritas por el autor Edgardo Alberto Donna en su obra 
Derecho Penal, donde señala: 
10 
 
“El fundamento de la mayor gravedad del robo con relación al hurto se encuentra en el mayor 
desvalor que implica el uso de fuerza o violencia, en tanto son significantes de una mayor 
habilidad, pericia o esfuerzo por parte del autor; en definitiva, una mayor energía criminal que 
la que se acredita con el simple hurto”. (Donna, 2007, pág. 152)  
La investigación analiza principios y derechos constitucionales,  los principios constituyen una 
figura novedosa de la Constitución de la República vigente desde el año 2008, que van más allá 
de simples enunciados, el autor Ramiro Ávila Santamaría cita y explica la definición de Robert 
Alexy, quien señala que los principios son mandatos de optimización: 
“Al decir que son mandatos refuerza la idea de que los principios son normas jurídicas; y, 
como tales, deben ser aplicadas. Al manifestar que son de optimización quiere decir que su 
finalidad es alterar el sistema jurídico y también la realidad.” (Ávila Santamaría, 2012, pág. 
63)  
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TÍTULO PRIMERO 
2.4.1. EL PRINCIPIO DE CELERIDAD COMO PARTE DEL DEBIDO 
PROCESO 
 
2.4.1.1. Debido proceso 
Nuestra Constitución señala en su artículo primero que “el Ecuador es un Estado constitucional de 
derechos y justicia”, con este antecedente es lógico pensar que dentro de nuestro ordenamiento 
jurídico el debido proceso sea considerado como un “derecho“ constitucional y también se lo 
reconozca en esta misma categoría dentro de los tratados internacionales. Este derecho a su vez, 
está conformado por varías garantías de orden jurídico y es deber del Estado que estas se 
cumplan en su totalidad. 
Nuestro sistema jurídico contempla varias disposiciones a fin de garantizar los derechos de las 
partes procesales, así como la actuación conforme a derecho de las autoridades judiciales. El 
artículo 76 de la Constitución de la República del Ecuador señala: 
“En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 
 1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las 
normas y los derechos de las partes.” (Constitución de la República) 
En este primer principio podemos encontrar reflejado la definición misma del debido proceso, 
mientras que el autor español Leonardo Pérez señala: “Es aquel juzgamiento que debe efectuarse 
conforme a las reglas y derechos establecidos por el constituyente en un Estado democrático, las cuales, 
acto seguido, deben ser recogidas y garantizadas eficazmente por el legislador procesal” (Pérez, 2012, 
pág. 2) 
El objeto mismo del debido proceso es garantizar el real ejercicio del derecho a la defensa, la 
igualdad ante la ley y la aplicación de las normas jurídicas a fin de garantizar justicia. En este 
sentido es importante que las autoridades administrativas y judiciales tomen real conciencia del 
rol que tienen al aplicar las normas constitucionales y legales en los procesos que estén a su 
cargo. 
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“2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare 
su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada” (Constitución de la 
República) 
De manera general se entiende por presunción a las consecuencias que se deducen de ciertos 
antecedentes o circunstancias conocidas, estas pueden ser de dos clases: legales y judiciales. Las 
primeras son como su nombre lo indica aquellas que nacen de la ley y son: de hecho aquellas en 
que se puede demostrar la no existencia del hecho que se presume; o de derecho, aquellas que 
no admiten prueba en contrario, esto mientras que la presunción judicial es aquella realizada por 
el juez en el ejercicio de la sana crítica. 
La presunción de inocencia es una presunción legal y más que ello un derecho humano 
consagrado a nivel constitucional, según el cual toda persona no debe ser tratada como culpable 
en cualquier instancia del proceso judicial mientras no se lo declare así en una sentencia emitida 
después de un juicio justo y ante un juzgador imparcial. Como presunción admite que se 
presenten pruebas que desvirtúen la inocencia de una persona en el juicio penal y se destruye 
únicamente mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada que declare la culpabilidad del 
acusado. 
“3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de 
cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra 
naturaleza; ni se le aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se podrá 
juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con observancia del trámite propio 
de cada procedimiento” (Constitución de la República) 
Conocido como el principio de tipicidad del delito, esta garantía fundamental garantiza que 
nadie podrá ser juzgado por un tipo penal que al momento de cometerse no existe con 
anterioridad al acto. De allí la frase de “Nullum crimen, nulla poena sine praevia lege”, es decir, 
“No hay delito, ni pena sin previa ley.” Igualmente en la parte final se señala que toda persona 
tiene derecho a ser juzgada ante el juez o autoridad que tenga competencia y mediante el 
procedimiento establecido en la ley. 
“4. Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán 
validez alguna y carecerán de eficacia probatoria” (Constitución de la República) 
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En doctrina se lo conoce como principio de legalidad de la prueba, la eficacia probatoria 
contiene tres requisitos: que la prueba sea bien pedida, bien practicada y bien incorporada al 
proceso, esto aportará no solo eficacia probatoria sino validez jurídica dentro del proceso penal. 
Karl Hosha en el año de 1939 desarrolló la teoría de “los frutos del árbol envenenado” que 
sostiene que los efectos de la prueba ilícita son extensivos o expansivos, es decir, no únicamente 
afectan a la prueba obtenida con violación de la ley, sino que se expanden a todos los actos 
derivados de la obtención de estas pruebas, de tal manera que se produce algo parecido al 
“efecto domino”. 
“5. En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen sanciones 
diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando su promulgación 
sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre una norma que contenga sanciones, se la 
aplicará en el sentido más favorable a la persona infractora”. (Constitución de la República) 
Denominado mediante la expresión latina “in dubio pro reo”, este artículo tiene la finalidad de 
que en caso de existir duda o conflicto entre leyes en materia penal, deberá aplicarse siempre la 
más favorable al infractor con el objeto de no perjudicar sus derechos ante un error o 
incongruencia de la ley. 
6. “La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones 
penales, administrativas o de otra naturaleza”. (Constitución de la República) 
En general, la proporcionalidad se predica como el adecuado equilibrio entre la acción y la 
reacción, en cuanto a la proporcionalidad en materia penal, es el equilibrio que debe existir entre 
el delito cometido y la sanción establecida. Por otra parte, otros autores lo definen también 
como la proporcionalidad entre el tipo penal (individualización de cada delito) con la aplicación 
judicial del mismo. 
Este concepto resulta bastante abstracto, puesto que influyen un sinnúmero de factores al 
momento de determinar la gravedad de un delito por ejemplo el autor Silva Sánchez señala al 
respecto: 
“La determinación de la pena se explica como un ámbito en el que no inciden sólo argumentos 
relativos al hecho delictivo realizado, vinculado a las reglas dogmáticas de imputación, sino 
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también (y sobre todo) una argumentación asentada directamente en la teoría de los fines de la 
pena (esto es, en principios político criminales)”. (Silva, 2007, pág. 3) 
En esta determinación concurren tanto causas jurídicas como extrajurídicas, que son factores de 
orden social y pese a la dificultad de establecer esta proporcionalidad el legislador deberá 
considerar como base la valoración de la antijuricidad material del comportamiento. 
Finalmente, el numeral 7 establece el derecho a la defensa que incluye una cantidad de  
garantías que debido a su complejidad y extensión serán analizados conjuntamente, puesto que 
no constituyen parte esencial del universo de estudio. 
El derecho a la defensa es para muchos autores el derecho fundamental sobre el cual se basa el 
debido proceso porque garantiza la oportunidad de demostrar su inocencia al procesado 
contradiciendo las pruebas y alegatos presentados por la parte contraria. Así, el tratadista Julio 
Maier señala: 
“La base esencial del derecho a defenderse reposa en la posibilidad de expresarse libremente 
sobre cada uno de los extremos de la imputación; incluye también, la posibilidad de agregar 
además, todas las circunstancias de interés para evitar o aminorar la consecuencia jurídica 
posible o para inhibir la persecución penal. Tanto es así que algunas constituciones incluyen 
directamente en su texto, el derecho a ser oído como base de desarrollo de lo que nosotros 
conocemos como el derecho a defenderse”". (Maier, 2004, pág. 252) 
El derecho de defensa está íntimamente vinculado con otros principios como el de igualdad, 
puesto que no se puede tener una justa defensa si no hay igualdad de condiciones entre las 
partes procesales, también se vincula con la obligación de las autoridades judiciales de valorar 
los elementos presentados por ambas partes. Este derecho se consagra también en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos que en su artículo 10 establece: 
“Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con 
justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y 
obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.” 
(Declaración Universal de los Derechos Humanos) 
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La importancia de este derecho a nivel jurídico, social y humanitario hace que sea el pilar 
fundamental del debido proceso, puesto que la finalidad es brindar igualdad procesal y la 
búsqueda de justica en el proceso penal.  
2.4.1.2. Criterios doctrinarios 
Doctrinariamente han existido a lo largo del tiempo muchas definiciones acerca de lo que 
significa el debido proceso y existen un sin número de debates acerca de la naturaleza misma de 
éste. Los diferentes criterios han ido cambiando, considerándolo como un principio general del 
mismo derecho hasta la actualidad, ya que tomando en cuenta el modelo constitucional actual 
este es eminentemente “garantista” en lo que se podría definir como un “derecho” constitucional 
y un derecho humano. 
John Rawls en su obra “El Debido Proceso” expresa que es aquel ¨razonablemente estructurado 
para averiguar la verdad, de formas consistentes con otras finalidades del ordenamiento jurídico, en 
cuanto a determinar si se ha dado alguna violación legal y en qué circunstancias¨ (Rawls, 1996, pág. 4), 
razón por la cual este tratadista sostiene la tesis de que el debido proceso es un principio general 
del derecho, un enunciado normativo de carácter general cuya integración formal dentro del 
marco jurídico no es estrictamente necesaria ya que por principio general debe entenderse 
obligatorio para las autoridades de justicia. 
Si se analiza la evolución misma del derecho esta afirmación resulta bastante lógica y acertada, 
sobre todo si se considera el fin mismo del derecho proveniente de la voz latina “directum” que 
significa recto, de acuerdo a la regla, a la ley o a la norma en derecho positivo. De esta manera, 
el Derecho se rige bajo principios de razón, transparencia, equidad y busca como fin la justicia 
social. Por ello resulta bastante lógico que el debido proceso forme parte de estos principios, 
puesto que es una obligación de carácter moral actuar con rectitud conforme a lo que dispone la 
ley, sin ser necesaria una norma expresa que lo diga. 
Otros tratadistas señalan que el debido proceso es una institución del derecho, por ejemplo 
Arturo Hoyos en su libro “El debido proceso penal” lo define como: 
“una institución instrumental en virtud de la cual debe asegurarse a las partes en todo proceso - 
legalmente establecido y que se desarrolle sin dilaciones justificadas - oportunidad razonable de 
ser oídas por un tribunal competente, predeterminado por la ley, independiente e imparcial, de 
pronunciarse respecto de las pretensiones y manifestaciones de la parte contraria, de aportar 
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pruebas lícitas relacionadas con el objeto del proceso y de contradecir las aportadas por la 
contraparte, de hacer uso de los medios de impugnación consagrados por la ley contra 
resoluciones judiciales motivadas y conformes a derecho, de tal manera que las personas 
puedan defender efectivamente sus derechos” (Hoyos, 1996, pág. 54) 
Por ello si se define a una “institución“, desde el punto de vista jurídico, como el conjunto de 
normas sistemáticas referentes a una clase determinada de relaciones jurídicas en una misma 
materia y asunto particular del derecho, hay que entender el punto de vista del autor al señalar 
que el debido proceso es una institución, puesto que consiste en una serie de normas o conjunto 
de éstas, sistemáticas, ya que contempla una serie de normas tales como derecho a la defensa, a 
ser juzgado por un juez imparcial, entre otras; que deben seguir el orden lógico del proceso 
penal, además de que se regula las relaciones jurídicas específicas del “procesado” con el 
sistema de justicia, en un principio exclusivamente en el Derecho Penal, luego en otros ámbitos 
del Derecho. 
Para Hoyos, la institución del debido proceso está conformada por una serie de mecanismos 
jurídicos, definidos como derechos que buscan “que las personas puedan defender efectivamente sus 
derechos”. Cabe señalar que desde su perspectiva el debido proceso no podría ser un principio 
general del derecho, ya que varios de estos mecanismos jurídicos que tienen como fin asegurar 
los derechos de ambas partes constan de manera expresa en varios cuerpos jurídicos, por lo que 
no se trata únicamente de un principio sino de una institución. Respecto a la tesis de que el 
debido proceso es un derecho fundamental, puede encontrarse una discordancia ya que para el 
autor no se trata de uno sino de varios derechos (presunción de inocencia, derecho a la defensa, 
información, etc.). 
Pese a ello hay tratadistas que afirman que efectivamente se trata de un derecho fundamental, el 
cual es justificado históricamente ya que se cree tradicionalmente que la expresión “debido 
proceso” nace en los países anglosajones (expresión original: “due process of law¨). De la 
misma manera, en el derecho Ateniense se tenía algunos preceptos de este derecho, 
entendiéndose como una forma de protección contra los abusos del Estado y de las pasiones de 
quienes gobiernan. 
Estos preceptos fueron evolucionando lentamente hasta que en 1215 en la “Magna Carta 
Libertatum” de Inglaterra se señala:  
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“Ningún hombre libre será detenido, apresado o puesto fuera de la ley, exiliado o lesionado en 
manera alguna, ni iremos ni mandaremos a nadie contra él, sin el juicio legal de sus pares, 
conforme a la ley del país (…) Nosotros, no venderemos, ni rehusaremos, ni retardaremos a 
nadie el derecho o la justicia”. (Magna Carta Libertatum, 1215) 
Este instrumento jurídico surge como un mecanismo de protección para los ciudadanos de los 
abusos de poder de parte de los gobernantes, lo que resultaba bastante contradictorio en aquella 
época considerando el poder absolutista de los Monarcas, quienes representaban a la misma ley 
por lo que no se podía establecer los verdaderos límites de ésta.   
La Declaración de Derechos de Virginia fue establecida el 12 de junio de 1776, es decir, el 
antecedente de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de la Revolución 
Francesa y de los Derechos Humanos, mostraba una panorámica del debido proceso aunque se 
limitaba estrictamente al área penal. Así encontramos dos preceptos claros, el primero se halla 
contemplado en la sección VIII que señala:  
“En todo proceso criminal, inclusive aquellos en que se pide la pena capital, el acusado tiene 
derecho a saber de la causa y naturaleza de la acusación, a ser careado con sus acusadores y 
testigos, a pedir pruebas a su favor y ser juzgado rápidamente por un jurado imparcial de doce 
hombres de su vecindad, sin cuyo consentimiento unánime no podrá considerársele culpable; 
tampoco puede obligársele a testificar contra sí mismo; que nadie sea privado de su libertad, 
salvo por mandato de la ley del país o por juicio de sus iguales”. (Declaración de Virginia, 
1776) 
En esta primera disposición se establecen varios derechos a favor del procesado y gran parte de 
los que contemporáneamente se encuentran en las legislaciones del mundo incluyendo la 
necuatoriana, como el derecho a la información del acusado, a un juzgamiento imparcial, a no 
testificar en contra de sí mismo y a no ser detenido arbitrariamente sin orden judicial. 
En la sección X se establecía: 
“Que los autos judiciales generales en lo que se mande a un funcionario o alguacil al registro 
de hogares sospechosos, sin pruebas de un hecho cometido o la detención de una persona o 
personas sin identificarlas por su nombre, o cuyo delito no se especifique claramente y no se 
demuestre con pruebas son crueles y opresoras y no deben ser concedidos”. (Declaración de 
Virginia, 1776) 
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Esta era otra garantía adicional que empezó a dar lentamente forma a lo que hoy conocemos por 
debido proceso, que fue complementándose con la Declaración de los Derechos del Hombre y 
del Ciudadano de 1789 que agrega la presunción de inocencia de todo hombre que no haya sido 
declarado culpable después de un justo proceso. 
En 1948, la Declaración Universal de los Derechos Humanos es el primero de una serie de 
instrumentos internacionales que tutelan el debido proceso y lo reconocen como un derecho 
fundamental al igual que otros instrumentos como la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre del mismo año, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos expedida por el Consejo de Europa reunido en Roma en 1950, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969. 
Finalmente y pese a estar consagrado dentro de los tratados internacionales como un derecho, 
hay tratadistas que sostienen que el debido proceso es un concepto jurídico indeterminado y que 
no se lo puede incluir dentro de categoría alguna del derecho, esto ya que posee elementos tanto 
de un principio general como de una institución y considerando que también lo encontramos 
como varios derechos dentro de uno en los distintos ordenamientos jurídicos nacionales e 
internacionales. Dentro de esta corriente el tratadista Fernando Velásquez señala: 
“El debido proceso es todo ese conjunto de garantías que protegen al ciudadano sometido al 
proceso penal, que se aseguran a lo largo del mismo una recta, pronta y cumplida 
administración de justicia; que le aseguran la libertad y la seguridad jurídica, la racionalidad y 
la fundamentación de las resoluciones judiciales conforme a derecho”. (Velásquez, 2004, pág. 
22) 
Ya sea como un derecho, institución o garantía y pese a las discusiones doctrinarias, debe 
puntualizarse que el debido proceso responde al ordenamiento jurídico interno, si bien es cierto 
que en la legislación internacional es un derecho, o un conjunto de ellos, En Argentina por 
ejemplo, en el artículo 18 de La Constitución Nacional se establece los principios 
fundamentales del derecho al debido proceso, por lo que podría entenderse que se considera más 
una institución que un derecho.  
En nuestro país, desde el modelo constitucional del 2008, se señala expresamente que el debido 
proceso es estrictamente un derecho que está conformado por varias garantías. Se encuentra 
contemplado dentro de los derechos de protección, los mismos que constituyen un mecanismo 
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de acción cuando otros derechos no están siendo respetados, son también derechos de 
protección: la tutela efectiva y la seguridad jurídica.   
2.4.1.3. Importancia y trascendencia jurídica 
Ya sea como institución jurídica, principio general o como un derecho fundamental es innegable 
la importancia que tiene el debido proceso en nuestra y en todas las legislaciones, esto mediante 
los tratados internacionales de orden humanitario.  
Se puede señalar un sinnúmero de factores de orden social, humanitario y jurídico que explican 
la importancia en la actualidad de lo que se conoce por debido proceso y cada una de sus 
garantías, sin embargo es preciso hacer una  cronología y nuevamente recurrir a la historia para 
puntualizar tanto su importancia como su trascendencia jurídica. 
El debido proceso nace como una necesidad de la sociedad de protegerse contra los abusos del 
Estado, si bien se suele decir que éste es la institución perfecta, existieron un sin número de 
problemas en su evolución desde los Estados monárquicos absolutistas hasta el Estado tal y 
como lo conocemos hoy. 
Es importante señalar que la expresión “abuso del Estado” es subjetiva, ya que esta figura se 
trata de un ente abstracto y por lo tanto la protección estaba dada en relación a quienes 
gobernaban y que por ejemplo, en nombre de la seguridad pública tomaban decisiones 
injustificadas e injustas en contra de cualquier persona que no coincidiera con su manera de 
pensar. Ante estos atropellos la sociedad empezó a revelarse, puesto que era inconcebible que 
un sistema u orden social creado para la protección comunitaria terminara por agredir su propia 
vida e integridad de manera injusta. 
Visto desde esta perspectiva y una vez que triunfó la Revolución Francesa y previamente se 
produjera el célebre tratado de la Declaración de Virginia, el debido proceso constituye un logro 
social de justicia por parte del ser humano, este alcance se traslada inmediatamente al marco 
jurídico en donde es reafirmado y sistematizado, constituyéndose como un principio general, 
una institución y actualmente un derecho irrenunciable. 
El aspecto jurídico no puede estar deslindado del precepto social y humano, es así que la 
importancia inicial y actual del debido proceso se halla en la protección que brinda al ser 
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humano de los abusos cometidos de otros seres humanos que actuando en representación del 
interés colectivo abusan de su posición para desequilibrar la balanza de la justicia. El debido 
proceso no solamente es importante en el sentido humanitario, también lo es en el sentido de 
que devuelve a la justicia su finalidad: “dar a cada quien lo que le corresponde”. 
La importancia del debido proceso ha provocado que se consagre dentro del más célebre de los 
tratados internacionales y mayor triunfo de la humanidad en materia de protección de derechos: 
“La Declaración Universal de los Derechos Humanos”. Además, ha sido elevado no únicamente 
en nuestro país, sino en la mayoría de Estados a jerarquía constitucional. De estos dos 
antecedentes se puede deducir la enorme trascendencia a nivel jurídico que tiene la aplicación 
del debido proceso. 
Otro valor significativo al respecto se encuentra en el carácter protector que tiene el debido 
proceso sobre otros derechos igual o  más importantes, ya que si se analiza jerárquicamente los 
derechos fundamentales consagrados en la Declaración de los Derechos Humanos se puede 
observar que sin la existencia y aplicación del debido proceso no se podría tutelar derechos tales 
como la vida, la libertad y la seguridad de la persona.  
De allí que es necesario para el Estado y las autoridades administrativas y judiciales respetar el 
ordenamiento jurídico constitucional, legal e internacional y aplicar en cualquier acción jurídica 
las garantías consagradas dentro del debido proceso, con ello se protege los derechos de las 
partes y de todos los seres humanos. 
2.4.1.4.  El principio de celeridad como garantía constitucional 
Nuestra Carta Magna pese a elevar el principio de celeridad al marco constitucional no ha 
establecido una definición de este principio, lo cual es necesario puesto que hay que distinguir 
entre el principio de celeridad en la administración pública en general y el mismo principio en el 
marco procesal. 
El principio de celeridad procesal es abordado por diversos tratadistas como un principio 
procesal, entendiéndolo como “una regla de valoración que se deduce del ordenamiento jurídico y 
que sirve de fundamento para la interpretación y la aplicación de las normas procesales en atención a un 
criterio axiológico primario: la realización de la justicia” (Ortiz, 2004, pág. 446). 
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El principio de celeridad procesal es por su naturaleza de obligatoria aplicación, restringe la 
discrecionalidad de los administradores de justicia en la aplicación de las normas procesales, 
este principio impone de manera general la búsqueda de la justicia sin especificar los medios, lo 
que significa que los administradores de justicia pueden valerse de una amplia gama de 
posibilidades, de acuerdo a cada caso, con el fin primordial de asegurar el derecho de los 
ciudadanos al acceso a la justicia.    
Es así mismo, como principio de celeridad procesal, que se lo trata en nuestro ordenamiento 
jurídico, en el Código Orgánico de la Función Judicial en el Capítulo II, “Principios Rectores y 
Disposiciones Fundamentales” se define a este principio en el artículo 20 en los siguientes 
términos: 
“La administración de justicia será rápida y oportuna, tanto en la tramitación y resolución de la 
causa, como en la ejecución de lo decidido. Por lo tanto, en todas las materias, una vez iniciado 
un proceso, las juezas y jueces están obligados a proseguir el trámite dentro de los términos 
legales, sin esperar petición de parte, salvo los casos en que la ley disponga lo contrario”. 
(Código Orgánico de la Función Judicial) 
Según esta definición, este principio es aplicable únicamente en materia procesal dentro de la 
administración de justicia “una vez iniciado el proceso” inclusive se establece sanción legal en 
caso de incumplimiento de esta norma. Es así que el inciso final de este mismo artículo señala: 
“El retardo injustificado en la administración de justicia, imputable a las juezas, jueces y demás 
servidoras y servidores de la Función Judicial y auxiliares de la justicia, será sancionado de 
conformidad con la ley” (Código Orgánico de la Función Judicial) 
Igualmente se señala que la falta de aplicación del principio de celeridad es exclusivamente 
imputable a los servidores de la Función Judicial, lo que denota una vez más que nos 
encontramos ante un principio procesal, este precepto lo encontramos igualmente en la 
Constitución que en su artículo 169 señala: 
EI sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales 
consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y 
economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la 
justicia por la sola omisión de formalidades. (Constitución de la República) 
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En la parte final del artículo se hace una breve descripción del principio de celeridad y 
economía procesal al señalar que la omisión de formalidades no podrá retrasar el proceso 
judicial, pese a este señalamiento del principio procesal de celeridad, a partir del modelo 
constitucional garantista del 2008 este principio es elevado a la Carta Magna donde por su 
ubicación dentro del Capítulo Octavo: “Derechos de protección” se puede deducir que es un 
principio de aplicación de derechos. Así, el artículo 75 señala: “Toda persona tiene derecho al 
acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con 
sujeción a los principios de inmediación y celeridad”. (Constitución de la República) 
Pese a que la Constitución de la República señala que la celeridad es un principio, debe 
analizarse según algunos factores para comprender el verdadero alcance de este concepto, hay 
que entender el principio de celeridad procesal no como un derecho individual de la persona 
sino como un instrumento que tutela y garantiza a todas las personas que se encuentran 
inmersos dentro de un proceso judicial una justicia expedita, ágil, que no tenga ninguna traba, ni 
dilataciones innecesarias, sin que esto signifique la inobservancia del debido proceso. A esto 
cabe añadir el hecho de que la norma posee un rango constitucional, lo que significa que es de 
inmediato cumplimiento. 
Otro aspecto que es motivo de un análisis acerca de la naturaleza del principio de celeridad es el 
hecho de que no sea exclusivo del sistema judicial, ya que podemos encontrarlo como un 
principio rector de la Función Electoral e inclusive en el Régimen del Buen Vivir, en lo 
referente a la Seguridad Social, en donde evidentemente no podemos hablar de la celeridad 
como un principio procesal, sino como una garantía aplicable a los diferentes actos del poder 
público para la satisfacción de los derechos de los ciudadanos. 
No cabe duda que en nuestro ordenamiento la celeridad como un principio es más que un mero 
enunciado, es una norma de jerarquía constitucional, es decir, toda autoridad judicial debe 
aplicar el principio de celeridad de manera inmediata en función del principio de estricta 
legalidad que consiste en la sujeción a la Constitución y no solo a la ley. Por lo tanto, todos los 
ciudadanos  pueden exigir la agilidad en los procesos judiciales ya que es un deber primordial 
del Estado garantizar todos los derechos que se hallan contemplados en la Constitución y la ley. 
2.4.1.5. El principio de celeridad como organizador del proceso 
La norma rectora del principio de celeridad procesal es administrar la justicia dentro de la 
brevedad posible, evidentemente nunca se podrá omitir ciertos actos puesto que esto iría en 
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contra de las normas del debido proceso, pese a esto la Constitución de la República señala que 
no se puede dilatar la justicia por la omisión de formalidades, entonces nos encontramos ante el 
dilema jurídico de establecer qué actos se constituyen como fundamentales y qué otros son 
meras formalidades. 
Para obtener esta respuesta no es necesario recurrir a un análisis exhaustivo puesto que por 
lógica jurídica y procesal ha de entenderse que los actos que se pueden omitir son los que no 
van en contra de las normas del debido proceso. Por ejemplo, es inconcebible que no se dé 
oportunidad de defenderse a una persona con el objeto de acelerar el proceso judicial y dictar 
sentencia condenatoria, ya que esto va claramente en contra de una de las garantías del debido 
proceso. Consecuentemente, todo acto que vaya en contra de este derecho constituye una 
violación constitucional, por lo que no podría ser considerado como una “mera formalidad”. 
El principio de celeridad cumple adicionalmente un rol como organizador del proceso judicial, 
esta afirmación se sustenta en la influencia que tiene dentro del procedimiento. El tratadista 
Silva afirma: 
“Este principio influye en una administración de justicia penal rápida para resolver la 
conflictividad existente entre los derechos del ofendido y del procesado y la correcta recolección 
de los medios de prueba para evitar que se afecten los derechos de las personas y que estos 
medios de prueba no desaparezcan o se contaminen”. (Silva A. , 2011, pág. 3) 
De esta afirmación podemos puntualizar un hecho muy significativo e importante: la finalidad 
del principio de celeridad es la brevedad del proceso, es decir, se pretende que la administración 
de justicia sea rápida y oportuna, sin que esto signifique que sea inequitativa. La brevedad que 
se requiere en el proceso judicial está dada en vista de los derechos que se encuentran inmersos 
dentro del proceso judicial para ambas partes y la enorme trascendencia de los bienes jurídicos 
tutelados tales como la libertad, la salud, los bienes materiales e inmateriales, el futuro, la 
expectativa de una condena y de la justicia en sí, la familia, en conjunto un cambio en la propia 
vida. Son los valores sociales quienes requieren de una inmediata atención y respuesta por parte 
del sistema judicial protector de los derechos. 
La función tan importante que tiene el principio de celeridad procesal, hace que directamente 
organice de manera sistemática y temporal el proceso judicial limitando a los plazos 
establecidos en la ley, lo que significa que si una ley especial no señala un plazo para librar 
determinada providencia la autoridad judicial deberá realizarlo a la brevedad posible. 
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Asimismo, organiza el proceso en el sentido de que obliga a las autoridades de justicia a realizar 
todo acto legal necesario para el cumplimiento de este principio, entendiéndose por legal todo 
aquello que faculta la ley. Es por ello que existe una obligación tácita por parte de las 
autoridades de justicia en incentivar los mecanismos que la ley faculta para solucionar el 
conflicto, puesto que el fin mismo del proceso judicial es la remediación del desequilibrio 
producido por el cometimiento de un ilícito y no en sentido estricto de la pena. 
Es la misma ley la que busca la reparación de los daños producidos, considerando que no todas 
las faltas (delitos) afectan al mismo bien jurídico tutelado y en el mismo grado, concede 
mecanismos alternativos al proceso judicial para que las partes puedan obtener dicha reparación 
en un tiempo menor que se daría si se sigue la vía judicial ordinaria.  
Consecuentemente, aplicar el principio de celeridad no solo significa actuar dentro de los plazos 
establecidos sino un conjunto de obligaciones por parte de las autoridades por realizar cualquier 
acto que agilice la reparación del bien jurídico afectado, tratando con igualdad procesal a las 
partes y cumpliendo el rol garantista de los derechos en todo momento. 
2.4.1.6. Efectos jurídicos 
Josefina Gutiérrez en su ensayo: “El principio de celeridad procesal y su eficaz aplicación para 
garantizar el derecho a una tutela judicial efectiva”, respecto al principio de celeridad señala lo 
siguiente: 
“Es el derecho de todo ciudadano a un proceso sin dilataciones indebidas y que su causa sea 
oída dentro de un plazo razonable, sin retrasos, es un derecho fundamental dirigido a los 
órganos judiciales, creando en ellos la obligación de actuar en un plazo razonable, de aplicar el 
ius puniendi, de resolver la controversia entre particulares, entre estos y el Estado o de 
reestablecer inmediatamente la situación jurídica infringida dentro de los lapsos establecidos en 
la norma”. (Gutiérrez, 2009, pág. 59) 
Esto refleja que el principio de celeridad no trata únicamente el respeto de los plazos 
establecidos en la ley por parte de las autoridades de justicia, sino un concepto jurídico 
indeterminado, puesto que también debe considerarse el actuar de las mismas autoridades, esta 
conducta tiene estricta relación con todos los actos necesarios realizados con el fin de que se 
remedie el daño ocasionado en el menor tiempo posible, sin dejar a un lado las normas del 
debido proceso. 
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Consecuentemente el primer efecto jurídico es que se atenta en contra del principio de celeridad 
exclusivamente por omisión, ya que su vulneración se da por “dejar de hacer actos necesarios” 
que constan en el ordenamiento jurídico del Estado, además esta norma es infringida 
exclusivamente por las autoridades judiciales de los órganos jurisdiccionales quienes deben 
cumplir con esta obligación inclusive bajo amenaza de sanción, según lo señala el artículo 20 
del Código Orgánico de la Función Judicial. 
La primera condición para que exista esta omisión es que se deje de cumplir con los plazos 
previstos en la ley, ya que corresponde imperiosamente a las autoridades de justicia cumplir y 
hacer cumplir la ley, por lo que deberán actuar imperiosamente dentro de esta temporalidad. 
La segunda condición es que se dilate o se retrase el proceso indebidamente, ya que dentro de 
esta afirmación se podría incluir el precepto constitucional de retrasar el otorgamiento de 
justicia por las formalidades. Adicionalmente, se deben considerar al menos tres factores para 
que exista esta segunda condición, dado que por su naturaleza resulta un tanto indeterminada: la 
complejidad del asunto o causa, el comportamiento del agente (actuación de buena o mala fe) y 
de la actitud del órgano judicial (determinar si es el causante de la dilatación por inactividad). 
Estos dos últimos factores se producen por un anormal funcionamiento del órgano de justicia o 
por la individualización de la culpa que recae estrictamente en una sola autoridad que haya 
provocado el retraso, el primer factor es la medida dentro de la cual se juzgará los dos últimos, 
puesto que ningún caso resulta idéntico al otro, y en cualquier caso puede existir un elemento 
que aporte complejidad al caso. 
La tercera condición y la más importante para el objeto de estudio de esta investigación es la 
falta de realización de actos necesarios que puedan agilizar el proceso, ya que se trata de 
mecanismos jurídicos que la ley ha creado para lograr una rápida reparación de los daños en el 
caso de infracciones menores, con ello se logra cumplir con el principio de celeridad, se respeta 
los derechos de las partes procesales y el Estado obtiene el beneficio de la economía procesal y 
de evitar que se sature el sistema judicial por causas menores. Es dentro de esta categoría que se 
ubica el acuerdo reparatorio, hoy denominado conciliación, como un medio ágil para la 
reparación del daño infringido en el delito de robo simple. 
Puesto que en nuestra Constitución garantista de derechos, el principio de celeridad forma parte 
del derecho de debido proceso, es obligación del Estado hacer cumplir tales derechos y 
garantías consagradas en el marco constitucional y en los tratados internacionales de los que el 
Ecuador forma parte. La violación de estas garantías, el incumplimiento en el que hayan 
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incurrido las autoridades de justicia o los funcionarios del Estado, que están en la obligación de 
aplicar sus procedimientos bajo el principio de celeridad procesal trae inmerso varios efectos 
jurídicos. Por una parte los afectados podrían ejercer una reclamación y no existiendo otra vía  
una acción jurisdiccional de protección, que sirve para la reclamación directa de derechos 
consagrados en la Constitución, es la misma Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional la que dentro de los principios de justicia constitucional incluye al de 
celeridad en el literal b del numeral 11 del artículo 4 de la ley señalada. 
La otra posibilidad es el proceso judicial, mediante la figura de prevaricato de los jueces, que 
tutela el adecuado proceder de la administración de justicia. Las conductas que encajan dentro 
de la figura de prevaricato son: fallar contra ley expresa en perjuicio de una de las partes; 
proceder contra ley expresa, haciendo lo que prohíbe o dejando de hacer lo que manda; y, 
conocer causas en las que patrocinaron a una de las partes como abogados o procuradores. 
Estas conductas se encuentran tipificadas en el Código Orgánico Integral Penal en el Capítulo 
Quinto: de los “Delitos Contra la Responsabilidad Ciudadana” en la Sección Primera: Delitos 
contra la tutela judicial efectiva, en el artículo 268 señala: 
“Prevaricato de las o los jueces o árbitros.- Las o los miembros de la carrera judicial 
jurisdiccional; las o los árbitros en derecho que fallen contra ley expresa, en perjuicio de una de 
las partes; procedan contra ley expresa, haciendo lo que prohíbe o dejando de hacer lo que 
manda, en la sustanciación de las causas o conozcan causas en las que patrocinaron a una de 
las partes como abogadas o abogados, procuradoras o procuradores, serán sancionados con 
pena privativa de libertad de tres a cinco años. 
Se impondrá además la inhabilitación para el ejercicio de la profesión u oficio por seis meses.” 
(Código Orgánico Integral Penal) 
De la norma citada se colige que la omisión de las autoridades judiciales de hacer lo que la 
Constitución y la ley les obliga puede acarrearles sanciones incluso penales, por lo tanto, el 
cumplimiento de los principios, derechos y garantías establecidas en la Constitución de la 
República no son facultativos sino de obligatorio cumplimiento. 
Los efectos a nivel jurídico para los incumplidores van mucho más allá de sanciones 
administrativas, en realidad hay que considerar en la actualidad la verdadera dimensión de hacer 
caso omiso de las disposiciones legales y más aún de vulnerar garantías y derechos 
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constitucionales, aparte del daño que causa a nivel social. Las autoridades de justicia deben 
concientizarse y reflexionar en todas estas razones y en las de orden moral, ético y de 
responsabilidad social que tienen al momento de presidir una causa, a fin de conseguir un 
sistema de justicia idóneo, justo, eficaz y sobre todo ágil. 
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TÍTULO SEGUNDO 
2.4.2. DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA VÍCTIMA EN LA 
LEGISLACIÓN PENAL 
 
2.4.2.1. La víctima como sujeto procesal 
El concepto de “víctima” ha ido evolucionando con el desarrollo del Derecho Penal, sin 
embargo aunque en la actualidad se ha mencionado que la víctima ha perdido su intervención en 
el proceso no se puede negar que es el centro de atención y principal protagonista dentro del 
derecho penal, la criminología, la política criminal y social. 
Para señalar el papel de la víctima dentro del Derecho Penal como sujeto procesal es necesario 
remontarse a los albores de la historia, donde prácticamente no existía diferencia entre ilícito 
civil y penal, la víctima era el sujeto principal y tal vez único del delito y la auto tutela el 
mecanismo existente de respuesta ante los delitos. Dentro de los primeros sistemas de 
organización comunitaria como las tribus y los clanes se decidían cuáles eran los hechos 
merecedores de castigo y así mismo los encargados de ejecutarlo a manera de venganza; esta se 
convertiría en la primera forma de Derecho Penal y la primera reacción contra el delito. 
Sin embargo, esta respuesta no pudo mantenerse por mucho tiempo puesto que más que una 
compensación constituía una reacción instintiva ante el delito, por lo tanto también 
desproporcional, ya que muchas veces, la venganza solía ser más severa que la misma falta 
cometida, en vista de ello se dio un gran avance con la “Ley del Talión” (ojo por ojo, diente por 
diente) que instituyó una proporcionalidad entre delito y sanción y estableció el precepto 
universal de que la venganza no podía ir más allá del daño sufrido por la víctima. Otro 
mecanismo de limitación de la venganza fue la legitimación del poder político, que fue 
adquiriendo fuerza con el paso de los años, de esta manera la víctima junto con su familia 
acudía ante las autoridades políticas, jefes de los clanes y tribus a consultar si la pena impuesta 
era la correcta para poderla ejecutar. 
Ante la legitimación del poder surgió posteriormente algunos delitos considerados como “de 
traición” a la comunidad, en este sentido se realizaban juzgamientos públicos a fin de consultar 
a la comunidad quiénes eran los afectados con este delito, si era necesaria la aplicación de un 
castigo o la expulsión y la declaración como enemigos, surge de eta manera, otra forma de 
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limitar la venganza y de involucrar a los afectados (víctimas) en la decisión a manera de un 
primer juzgamiento público. 
Los intentos de apaciguar la venganza fueron reemplazados por otros medios de sustitución de 
la misma, ya que la sensación de la víctima de venganza no disminuye la ira contenida, sino que 
la perpetua, pese a que lo deseado es mitigarla, ante este problema surge la compensación 
monetaria entre la víctima y el ofensor, algo que el tratadista Herrera Moreno denominó como 
una “mercantilización de la venganza”. 
Al reemplazar la venganza con cantidades monetarias se logra de cierta manera restar 
emotividad al conflicto, al mismo tiempo que se logra una cuantificación del delito, ya que entre 
más grave era la ofensa mayor era la compensación que se debía generar. De igual manera la 
víctima sigue teniendo una participación dentro del proceso, aunque hay que destacar que se da 
lugar a una “objetivación del delito”, al tratar por primera vez de lograr una compensación, es 
decir, buscar la forma de que se reequilibre el daño cometido en vez de provocar otro daño a 
través de la venganza. 
Con el paso del tiempo, las sociedades se van complejizando, dando lugar al modelo 
monárquico y la idea de la protección comunitaria, el interés colectivo por la armonía y la paz 
social, también se busca una resolución más efectiva y pacífica de solución de los conflictos, los 
mecanismos de compensación económica se extienden no únicamente a la víctima sino al 
monarca que representaba el orden político de la comunidad. Aparece además el castigo público 
como un mecanismo para aleccionar a todos los integrantes de la comunidad mostrando las 
consecuencias de violentar la paz social y los castigos que esperan a los infractores. 
Pese a que este mecanismo surge para la protección comunitaria, a nivel doctrinario debe 
entenderse como el paso del Derecho Penal Privado a un Derecho Penal Público y con ello la 
aparición del “ius puniendi” del Estado, paulatinamente el delito es entendido como un mal que 
afecta a la sociedad como tal y no exclusivamente a la víctima, es por ello que el Estado se 
siente vulnerado ya que se quebrantan las normas o reglas básicas de convivencia, es decir, el 
Derecho en sí. 
Como parte de esta evolución la víctima va perdiendo protagonismo en el proceso ya que el 
Estado asume la calidad de ofendido y por ende la calidad de víctima, Hassemer en su obra 
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Fundamentos del Derecho Penal señala que la víctima se convierte “en un mero receptor de la 
compensación determinada por la autoridad”. 
La sustitución progresiva de la venganza por compensación se acentúa debido a la búsqueda de 
paz social, ya que la venganza lejos de extinguir el daño lo reproducía de tal forma que se 
perpetraba a lo largo del tiempo, paralelamente la compensación monetaria permitió que se 
pudiera renunciar a la venganza a cambio de un valor monetario, a veces realizado por la 
autoridad y posteriormente como una negociación libre entre la víctima y el ofendido. 
Finalmente, el Estado como protector de la paz y armonía social es quien persigue y castiga al 
delito, ante el crecimiento de las actividades delictivas se empieza a catalogarlas según el grado 
de daño que causaban así aquellas que se imputaban como más graves, además de tener una 
mayor sanción, eran de mayor interés por parte del Estado, puesto que significaban mayor 
riesgo para toda la comunidad; de distinta manera las que significaban menor daño no eran tan 
prioritarias, por lo que posteriormente se generaron vías extrajudiciales que permitieran a las 
partes una mayor intervención del proceso y una búsqueda de compensación o solución del 
conflicto mediante un acuerdo directo entre la víctima y el ofendido.  
No cabe duda de que la víctima representa la parte central del  proceso, puesto que de ella se 
deslinda la persecución misma del hecho delictivo, sin su participación sería imposible iniciar la 
causa. El sistema acusatorio en el cual el Ecuador se halla inmerso, trata a la víctima como una 
parte procesal por la razón antes mencionada, al mismo tiempo el proceso lo desarrolla a través 
de las instituciones estatales específicas, puesto que se considera que el delito no daña 
exclusivamente a la víctima sino al orden social. 
Como antecedente, cabe señalar que el Código de Procedimiento Penal actualmente derogado 
consideraba a la víctima como un sujeto procesal, aunque con la denominación de ofendido, es 
mucho más específico el Código Orgánico Integral Penal que señala expresamente a la víctima 
como sujeto procesal igualmente en el Título III: “Sujetos procesales”, en el artículo 439 que 
señala: “Serán sujetos del proceso penal: 1. La persona procesada. 2. La víctima. 3. La Fiscalía. 4. La 
defensa.” (Código Orgánico Integral Penal) 
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2.4.2.2. Concepto de víctima 
Antes de revisar los derechos fundamentales que tiene la víctima en el proceso penal, así como 
la intervención actual que tiene dentro del proceso, es necesario definir un concepto de víctima, 
para ello es necesario recurrir a la doctrina, puesto que en nuestra legislación existen dos 
definiciones que serán tratadas posteriormente. Al acudir a la doctrina internacional será preciso 
tomar en cuenta varios criterios, puesto que existe contraposición en cuanto a su definición, así 
como en el verdadero objeto de la Victimología como ciencia. 
El término de víctima no es exclusivo dentro de la legislación penal ecuatoriana, a menudo 
suelen utilizarse otras expresiones como: ofendido, agraviado o perjudicado, todos ellos definen 
igualmente al sujeto pasivo del delito, que en términos generales es quien ha sufrido daño como 
consecuencia de una acción punible.  
La doctrina clasifica al sujeto pasivo en sujeto pasivo del delito y sujeto pasivo de la acción 
típica, la diferencia entre estos dos conceptos está en que mientras el primero refiere a quien se 
ha lesionado directamente el bien jurídico, al segundo puede recaer la acción punible de manera 
eventual. De igual manera hay que diferenciar qué significa ofendido y perjudicado, para 
entender mejor estos conceptos. El ofendido, que es expresión sinónima de agraviado es el que 
coincide con la definición de sujeto pasivo del delito, de igual manera es a quien se ha lesionado 
el bien jurídico y quien ha sido el objeto mismo de la acción; mientras que el perjudicado es 
quien de manera un tanto aislada ha recibido los efectos de la misma acción penal. De esta 
manera, un mismo delito puede perjudicar a más de una víctima, pudiendo ser varios los 
ofendidos y perjudicados. 
Pese a estas consideraciones doctrinarias, nuestra legislación no hace ninguna distinción entre 
estos términos y considera al concepto de víctima como uno solo; que se define en términos 
generales como el “perjudicado por un delito”, todo esto debido a que en la práctica la 
distinción entre víctimas no afecta directamente en el proceso penal, ya que jurídicamente la 
distinción entre los tipos de víctimas recae sobre la forma en la cual se percibió el delito, ya sea 
de manera directa o indirecta. En nuestra legislación penal constituiría un agravante si es que el 
delito es premeditado, pero esto afecta únicamente en la sanción de la falta. 
A nivel doctrinario existe también una discusión en cuanto a la ubicación de la ciencia de la 
Victimología; para un criterio mayoritario y tradicional esta no es una ciencia como tal sino una 
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parte de la Criminología que lógicamente estudia a la víctima dentro del proceso criminológico, 
de allí se desprende también el criterio de que el concepto de víctima se vincula exclusivamente 
a quienes sufren la lesión de un bien jurídico tutelado en las legislaciones penales de los 
distintos Estados. 
Otra corriente fundamentada en la obra del tratadista Medelsohn considera a la Victimología 
como una ciencia propia, aunque limita al estudio de la víctima penal a un área llamada 
“Victimología criminológica”, donde según esta lógica el concepto de víctima no se restringiría 
exclusivamente al delito sino al área penal, esto debido al carácter evolutivo del delito, puesto 
que no siempre las conductas delictivas pueden ser encajadas dentro de un tipo penal concreto, 
como un ejemplo se puede mencionar la etapa tecnológica, que creó una serie de nuevos delitos 
muchos de ellos no fueron tipificados sino hasta tiempo después de que se cometieran en gran 
escala. 
Pese a que esta reflexión parece bien fundamentada hay que analizar más a fondo el criterio del 
autor, puesto que desde su lógica se podría considerar como víctima a cualquier persona que 
haya sido perjudicado por un problema social, que no necesariamente sea un delito; esto 
tampoco constituye una falsedad, pero eminentemente esto no recae sobre la ciencia jurídica, 
sino sobre la ciencia sociológica.  
Algunos tratadistas como Xulio Ferreiro, únicamente amplían el concepto de víctima, sin 
profundizar demasiado en el origen de la Victimología, el autor citando a  Sole Riera lo define 
como “el sujeto que padece directa o indirectamente las consecuencias perjudiciales de la comisión de 
un delito” (Ferreiro, 2005, pág. 119). Para el autor Van Dijk, el sujeto debe al menos haber sufrido 
“algún tipo de daño, económico o moral, la lesión o puesta en peligro de un bien jurídico perteneciente 
al sujeto o cuando menos al menoscabo de su sentimiento de justicia” (Van Dijk, 1989, pág. 356). 
Dentro de esta misma línea LaFave define a la víctima como: “El individuo que sufre directa o 
potencialmente daños físicos, emocionales o financieros como resultado del delito” (LaFave, Israel, & 
King, 2000, pág. 1238). 
Finalmente se puede citar una de las definiciones, a nivel internacional, del concepto de víctima 
realizada por las Naciones Unidas contemplada en la “Declaración sobre los principios 
fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder”, adoptada por la 
Asamblea General en su Resolución 40/34 de 29 de noviembre de 1985, que en la sección A, 
referente a las víctimas de los delitos, en el artículo 1 señala: 
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“Se entenderá por "víctimas" las personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido 
daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o 
menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u 
omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados Miembros, incluida la que 
proscribe el abuso de poder”. (Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para 
las víctimas de delitos y del abuso de poder) 
Además la declaración extiende el concepto de víctima en el artículo segundo: 
“En la expresión "víctima" se incluye además, en su caso, a los familiares o personas a cargo 
que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las personas que hayan sufrido daños 
al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización.” (Declaración 
sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder) 
Este artículo extiende el concepto de víctima al precepto de la escuela de la Víctimología como 
ciencia, puesto que considera como tales, no únicamente a la víctima del tipo penal, sino a quien 
recibe las consecuencias del delito, aunque sea de una manera indirecta. Debido a que el acceso 
a la justicia es un derecho universal, es lógico que la declaración complemente en el artículo 3 
que las disposiciones de la declaración “serán aplicables a todas las personas sin distinción alguna, 
ya sea de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacionalidad, opinión política o de otra índole, 
creencias o prácticas culturales, situación económica, nacimiento o situación familiar, origen étnico o 
social, o impedimento físico.” 
Como un antecedente de la definición jurídica en primer lugar es preciso señalar la contenida en  
artículo 68 del Código de Procedimiento Penal derogado que señalaba que eran ofendidos: los 
directamente afectados por el delito; los socios, respecto de los delitos que afecten a una 
sociedad; las personas jurídicas, en aquellos delitos que afecten a sus intereses; cualquier 
persona que tenga interés directo en caso de aquellos delitos que afecten intereses colectivos o 
difusos; y, a los pueblos y a las comunidades indígenas en los delitos que afecten 
colectivamente a los miembros del grupo. 
El Código de Procedimiento Penal hacía una distinción entre víctima como sujeto individual y 
como plural, puesto que inicia señalando de manera general que es el directamente afectado por 
un delito, pero luego se extiende a los miembros de una colectividad afectados por delitos. 
Dentro de esta categoría también se puede incluir a las personas jurídicas, ya que de igual 
manera los delitos en contra de estas personas afectan de manera colectiva a todos quienes la 
integran. 
34 
 
Esta distinción se da, al igual que en doctrina, entre los directamente afectados por el delito, es 
decir a quienes se les lesionó integrantemente el bien jurídico y las personas que pudieron salir 
eventualmente afectadas por el mismo.  
El Código Orgánico Integral Penal amplía la definición de víctima y establece ocho formas de 
considerar a este sujeto procesal. La definición más amplia está contemplada en el numeral 1 del 
artículo 441 del referido cuerpo legal: “Las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de 
derechos que individual o colectivamente han sufrido algún daño a un bien jurídico de manera directa o 
indirecta como consecuencia de la infracción” (Código orgánico Integral Penal). Esta disposición es 
bastante clara, puesto que señala dentro de la categoría de víctimas tanto a las personas naturales 
como a las personas jurídicas e inclusive a los demás sujetos de derecho entre los cuales 
podríamos incluir tanto al Estado a través de cada una de sus instituciones; así como a la 
naturaleza. 
El artículo 441 del Código Orgánico Integral Penal establece ocho numerales que señalan de 
manera específica a quienes también puede considerarse como víctimas en las diferentes clases 
de delitos contemplados en la norma penal. Así por ejemplo: quien ha sufrido agresiones de 
diversos tipos o perjuicio de sus derechos por el cometimiento de una infracción penal y su 
cónyuge o pareja en unión libre y familiares en determinados grados de afinidad y 
consanguinidad, quienes comparten el hogar de la persona agresora en  delitos de violencia 
contra la mujer y miembros del núcleo familiar. De la misma manera, se considera víctimas a 
los socios de una compañía que haya sido afectada por infracciones cometidas por sus 
administradores, el Estado, las personas jurídicas del sector público o privado afectadas por una 
infracción, cualquier persona que tenga interés directo en infracciones que afecten intereses 
colectivos; y, finalmente las comunidades indígenas en aquellas infracciones que afecten 
colectivamente a los miembros del grupo.        
En el artículo analizado se distingue, como en doctrina, que existe una víctima de la acción 
punible o delito de manera directa, así como otras víctimas que pudieron haber sido afectadas 
indirectamente por la infracción, pero que de igual manera se pudieron ver perjudicadas aunque 
de distinta manera o en un grado menor. Por ello José Zamora Grant citando al autor Henry 
Pratt señala que la víctima sería no solo “la persona sobre quien recae la acción criminal, o sufre en 
sí o en sus derechos las consecuencias nocivas de la acción” (Zamora, 2009, pág. 36).  
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2.4.2.3. Derecho a la tutela judicial 
El derecho a la tutela judicial efectiva es quizá el derecho más importante que tiene la víctima 
del proceso penal y que suele ubicárselo como el primero jerárquicamente, esto ya que en la 
actualidad constituye un derecho fundamental en todas las legislaciones de los diferentes países, 
así como en la legislación internacional. Pese a que existen doctrinas que ubican a este derecho 
dentro del debido proceso, otras corrientes afirman su independencia ya que surge de una de las 
obligaciones del Estado diferente a la del debido proceso, de allí que sea un derecho 
independiente. Sin embargo antes de realizar cualquier afirmación, conviene realizar un estudio 
de su naturaleza dentro de nuestro marco jurídico y a nivel histórico a fin de determinar su 
naturaleza. 
Históricamente la obligación es asumida por el Estado a través del “ius puniendi”, es decir la 
facultad sancionadora que tiene el Estado en ejercicio de su soberanía al asumir el control social 
y la obligación de  tutelar y proteger los derechos de sus ciudadanos en el proceso penal. Cabe 
señalar que la facultad de resolver los conflictos jurídicos es exclusiva del Estado, de allí que 
también la obligación de brindar los mecanismos jurídicos para la solución de estos conflictos a 
las víctimas recaiga de manera exclusiva sobre el Estado. 
La organización del régimen jurídico para la protección de los derechos y garantías de los 
ciudadanos es una obligación fundamental para el propio Estado, puesto que de ésta dependen 
factores tan importantes como el orden y la estabilidad social. Ninguna sociedad podría 
funcionar sin la existencia de los mecanismos jurídicos eficientes de protección. 
Algunos tratadistas como Llobregat o Figueruelo afirman que el derecho a la tutela efectiva 
también puede ser considerado como el derecho a la acción o el derecho a la jurisdicción, o el 
propio derecho de acceso a la justicia. Este derecho debe ser garantizado por el Estado y 
ejercido por el ciudadano que cumpla con los requisitos establecidos. 
Respecto a su naturaleza jurídica puede mencionarse que es controvertida en el sentido de que 
no puede decirse que se trate exclusivamente de un derecho, puesto que en la práctica 
materializa y garantiza la ejecución de otros derechos, por lo que también se podría mencionar 
que se trata de una institución jurídica o inclusive de un principio general del derecho; así 
mismo, si bien es cierto se trata de un derecho, no puede negarse que constituye una obligación 
estatal. 
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Respecto a esto, la doctrina europea ha afirmado que se trata de un principio general del 
derecho, puesto que si bien no constaba expresamente en ninguna ley antes de 1978, a partir de 
que el Estado asume el control social consecuentemente asume la obligación de tutelar los 
derechos ciudadanos a través de un sistema de justicia. El tratadista Hurtado Reyes afirma que 
el concepto de tutela judicial efectiva aparece por primera vez en la Constitución española de 
1978, artículo 24, numeral primero que señala: “Todas las personas tienen derecho a obtener la 
tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en 
ningún caso, pueda producirse indefensión” 
Una vez que las legislaciones lo incluyen dentro de sus ordenamientos jurídicos se considera 
como un derecho, de este mismo modo lo considera la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de 1948 que si bien no menciona en estos términos de “tutela efectiva”, en el artículo 
8 menciona como un derecho de los ciudadanos, el acceso a la justicia en los siguientes 
términos: “Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
constitución o por la ley” 
En nuestro ordenamiento jurídico y considerando el mismo antecedente del artículo 1 de nuestra 
Constitución que señala que el Ecuador es “un Estado Constitucional de Derechos y Justicia”, la 
obligación de respetar la tutela efectiva se encuentra en el numeral 9 del artículo 11 que trata 
sobre el ejercicio de los derechos, que señala: 
“El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados 
en la Constitución 
(…) El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o 
inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por 
las violaciones de los principios y reglas del debido proceso.” (Constitución de la República) 
De igual manera, la misma Constitución señala a la tutela efectiva como un derecho en su 
artículo 75: 
“Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y 
expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; 
en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las resoluciones judiciales será 
sancionado por la ley.” (Constitución de la República) 
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En nuestra legislación la tutela efectiva es tratada como un derecho fundamental, puesto que 
garantiza otros derechos igualmente importantes; también es un derecho humano por lo que 
adquiere una relevancia mayor. La obligación del Estado no solo va ligada al sentido estricto de 
garantizarlo sino que se extiende a las condiciones del proceso, a un correcto funcionamiento de 
las normas jurídicas y a los mecanismos de coerción social. 
De allí que el concepto de tutela efectiva haya ido evolucionando hacia criterios más complejos 
que abarcan una mayor longitud de su comprensión. La tratadista Vanesa Aguirre afirma: 
“Se considera al derecho tutela judicial efectiva como el de acudir al Órgano Jurisdiccional del 
Estado, para que este otorgue una respuesta fundada en derecho a una pretensión determinada, 
que se rige a través de una demanda, sin que esta respuesta deba ser necesariamente positiva a 
la pretensión.” (Aguirre, 2013, pág. 2) 
De este criterio se desprende que la tutela judicial efectiva es un derecho independiente que 
tienen los ciudadanos de acudir en la búsqueda de justicia, al referirse a una “pretensión 
determinada” debe entenderse que se han producido ciertos requisitos o condiciones por las 
cuales el ciudadano se ve en la necesidad de acudir ante la justicia y es una obligación del 
Estado no solo garantizar el acceso a esta tutela (Justicia) sino garantizar una serie de 
condiciones para que ésta sea objetiva e imparcial, ya que inclusive podrá realizar la negativa de 
esta pretensión si no cumpliera con los requisitos en favor de la protección de la armonía social 
y de los derechos de los demás ciudadanos. 
2.4.2.4. Derecho a la intervención en el proceso 
Si bien es cierto que en la actualidad se ha limitado la intervención en el proceso a la víctima en 
razón de la búsqueda de una mayor objetividad en la justicia y de una verdadera reparación del 
equilibrio social y de los daños, no se puede dejar a un lado la enorme importancia que tiene la 
víctima en el proceso, puesto que sin su participación no existiría el procedimiento penal 
propiamente dicho. 
La víctima tiene la facultad de interponer acciones judiciales si se han visto vulnerados sus 
derechos (tutela judicial efectiva), para ello, el Estado le concede una serie de mecanismos 
jurídicos consagrados en los distintos cuerpos legales normativos. El anterior Código de 
Procedimiento Penal disponía que el ofendido tenía derecho a intervenir en el proceso penal 
como acusador particular. El Código Orgánico Integral Penal, por su parte, hace facultativa la 
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intervención en el proceso de la víctima, más bien se limita a señalar que no se podrá en ningún 
caso obligar a comparecer a la víctima, el artículo 11 que de igual manera se refiere a los 
derechos de la víctima señala:  
“En todo proceso penal, la víctima de las infracciones gozará de los siguientes derechos: 1. A 
proponer acusación particular, a no participar en el proceso o a dejar de hacerlo en cualquier 
momento, de conformidad con las normas de este Código. En ningún caso se obligará a la 
víctima a comparecer”. (Código Orgánico Integral Penal) 
Nuestra legislación se encuentra en la actualidad dentro del sistema acusatorio, esto no siempre 
fue así puesto que décadas antes el sistema inquisitivo era aplicado en nuestro país. Este sistema 
tenía una mayor participación de la víctima en el proceso penal, dejaba al criterio del juez varios 
ámbitos del proceso y le daba facultad de una mayor interpretación de los hechos; este sistema 
cambió debido a que la evolución de la doctrina del Derecho Penal resaltó que la finalidad 
misma del procedimiento penal no era la obtención de una “venganza” sino la reparación del 
bien jurídico tutelado o por ende del equilibrio social que el delito había irrumpido. 
Desde esta perspectiva la justicia también evolucionó para alcanzar una mayor objetividad 
dentro del proceso, evitando pasiones y sentimientos de venganza, es por ello que en el nuevo 
sistema suele decirse que el Estado “expropia la calidad de víctima”, a la vez el mismo Estado 
es quien asume esta calidad, ya que el delito no solo ha perjudicado a la víctima (persona 
afectada por el delito) sino que ha vulnerado la armonía social que debe garantizar. 
Al considerarse el Estado perjudicado por el delito concede la acción pública para que cualquier 
persona pueda denunciar un ilícito (excluyendo los delitos de acción privada, cuya denuncia es 
facultad exclusiva del directamente perjudicado), e incluso de oficio, razón por la cual la 
autoridad podrá seguir con el procedimiento penal. Es en este punto donde es fundamental la 
participación de la víctima a través de la denuncia. 
Pese a que se concede la acción pública para la mayoría de delitos, no existe procedimiento si 
no hay conocimiento de causa y esto se logra a través de la denuncia que realiza la víctima con 
el objetivo de obtener una reparación y de que se respeten sus derechos. El Estado actúa 
secundariamente en este punto, puesto que conoce que la armonía social ha sido vulnerada a 
través de la denuncia. El Código Orgánico Integral Penal señala en su artículo 421 que cualquier 
persona que llegue a conocer del cometimiento de un delito puede denunciarlo ante la Fiscalía o 
ante al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal o ciencias 
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forenses; por lo que la misma víctima tiene la facultad de interponer la denuncia con el fin de 
obtener una reparación. 
La gran importancia es que sin esta primera intervención de la víctima no existiría el proceso 
penal, ya que es ésta quién genera que el aparataje de justicia se ponga en movimiento en busca 
de la reparación. Después de esta primera intervención y por los motivos antes mencionados, el 
Estado va menguado la participación dentro del procedimiento puesto que en la investigación 
previa compete exclusivamente al fiscal y más aún debe realizarse de manera reservada, a fin de 
recolectar los indicios que servirán para determinar la existencia del delito y el nexo causal con 
la persona a quien se atribuye el cometimiento de tal ilícito. 
En esta parte del proceso se puede decir que existe un monopolio por parte la Fiscalía General 
del Estado, todo con el objeto de garantizar el sistema de justicia, ya que depende 
exclusivamente del fiscal determinar si da inicio o no a la causa y por lo tanto al procedimiento 
penal ante el juez competente, por lo que la víctima no puede intervenir de manera alguna en 
esta parte del proceso. 
Si el fiscal da inicio a la causa ante el juez competente, la intervención de la víctima se limita a 
obtener información del procedimiento que se está llevando a cabo así como a ejercer ciertos 
derechos que la legislación concede como el de proponer acusación particular. La víctima podrá 
designar un profesional del derecho que intervenga como un acusador particular dentro del 
proceso, la acusación particular deberá ser propuesta dentro de los términos establecidos 
legalmente, así en las infracciones cometidas durante la vigencia del Código de Procedimiento 
Penal se aplica su artículo 57 el cual señala que el momento oportuno para proponer la 
acusación particular es una vez que el fiscal haya emitido su dictamen al término de la 
instrucción fiscal, mientras que el Código Orgánico Integral Penal señala en el numeral primero 
del artículo 433 que la acusación particular deberá presentarse “desde el inicio de la instrucción 
hasta antes de su conclusión.”  
La interposición de acusación posee algunos efectos jurídicos significativos para la víctima, 
además de estar representada particularmente dentro del proceso, de no existir dictamen 
acusatorio por parte del fiscal y si se ha presentado acusación particular el juez de garantías 
penales obligatoriamente deberá elevar en consulta al fiscal superior para que ratifique o 
revoque el dictamen, de allí la importancia de este tipo de acusación y la participación que tiene 
la víctima. 
40 
 
El Código Orgánico Integral Penal en el primer numeral del artículo 432 señala que la acusación 
particular podrá presentarla la víctima por sí misma o a través de un representante legal. Otro 
hecho significativo que se señala en este mismo artículo es que no es necesario la interposición 
de esta acusación para que la víctima intervenga en todas las audiencias para reclamar sus 
derechos, puesto que esta es su facultad, por tanto la víctima tiene el derecho a la intervención 
en todas las audiencias en razón de defender sus derechos y de obtener una reparación según lo 
señala el mismo Código Orgánico Integral Penal. La víctima además tiene el derecho de 
renunciar o desistir de la acusación particular. 
El artículo 442 del Código Orgánico Integral Penal dispone como una obligación del fiscal 
hacer conocer sus derechos a la víctima así como la intervención a la que tiene derecho dentro 
del proceso. El artículo 468 del mismo cuerpo legal señala que la víctima podrá voluntariamente 
concurrir a la reconstrucción de los hechos si lo considerara necesario el fiscal. También la 
víctima puede rendir testimonio de manera voluntaria según lo señala el artículo 502 del 
referido Código.  
El Código Integral Penal ordena que la víctima por sí misma o a través de su abogado tendrá el 
derecho a tener acceso inmediato, efectivo y suficiente a las investigaciones, cuando lo soliciten 
en la fase de investigación previa según lo manifiesta el artículo 584, así mismo tendrá derecho 
a conocer el archivo de la causa si así lo decidiera el fiscal. 
En la etapa de instrucción, la víctima podrá solicitar al fiscal que realice los actos procesales que 
considere necesarios para comprobar la existencia del delito, respetando las normas del debido 
proceso según lo manifiesta el artículo 597 del mismo Código. 
En la etapa de juicio la víctima podrá participar en la audiencia de juzgamiento de acuerdo a las 
normas del Código Orgánico Integral Penal, el artículo 615 señala que la misma víctima podrá 
realizar la solicitud de práctica de pruebas ante el presidente del tribunal, dentro de la audiencia 
además la víctima podrá exponer los alegatos según señala el artículo 618. 
Además la víctima podrá intervenir dentro de los procedimientos especiales contemplados en el 
artículo 634 del mismo Código Orgánico Integral Penal. De la misma manera, el Código de 
Procedimiento Penal que es aplicable en las infracciones cometidas durante su vigencia, señala 
que las partes incluida la víctima también podrán proponer dentro de las audiencias: 
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“Cualquier tema que crean procedente, con excepción de los que entran en contradicción con el 
debido proceso, aquellos en los que exista una prohibición legal o afecten de manera ilegítima a 
uno de los derechos de las partes” tales como “procedimientos alternativos al juicio como 
acuerdos reparatorios, conversiones, suspensión condicional del procedimiento, procedimientos 
abreviados o simplificados.” (Código de Procedimiento Penal). 
Este tipo de intervención debe ser de acuerdo a las condiciones que establece la ley, puesto que 
no siempre son aplicables los procedimientos alternativos al juicio. Las partes de común 
acuerdo podrán aplicar estas medidas así intervienen directamente en el proceso y terminan con 
el mismo.  
Finalmente, la víctima puede intervenir dentro del proceso judicial después de que exista una 
sentencia condenatoria o absolutoria, ya que además de tener conocimiento de la sentencia 
podrá presentar los recursos que considere pertinentes, tanto ante el mismo juez como ante 
instancias superiores mediante los recursos que faculta la ley. 
2.4.2.5. Obtención de una reparación 
Antes de definir a la reparación integral hay que señalar su naturaleza y finalidad, puesto que de 
esto depende en gran parte el entendimiento de su existencia, Zaffaroni señala que: “implementar 
mecanismos que permitan a la víctima lograr la reparación del daño en los procesos penales es una 
medida de pacificación social” (Zaffaroni, 1986, pág. 392).  
El daño es una fuente de obligaciones según lo manifiesta el Código Civil en su artículo 1453 al 
referirse a las obligaciones señalando: “Las obligaciones nacen (…) ya a consecuencia de un hecho que 
ha inferido injuria o daño a otra persona, como en los delitos y cuasidelitos” (Código Civil); así mismo 
el artículo 2229 manifiesta que “Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o 
negligencia de otra persona debe ser reparado por ésta” (Código Civil) 
El artículo 2214 del mismo Código Civil señala claramente la obligación de la indemnización al 
señalar: “El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro, está obligado a la 
indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o cuasidelito”. (Código 
Civil) 
Después del cometimiento de un hecho delictivo la víctima puede sufrir dos tipos de daños: 
material e inmaterial. Se considera daño material al daño patrimonial, es decir  a la pérdida o 
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menoscabo sufrido en el patrimonio propio o de un tercero; mientras que el daño inmaterial va 
mucho más allá puesto lesiona a la víctima moral y psicológicamente; ve afectados sus 
sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada y aspectos físicos. 
Para que exista una reparación integral del daño debe considerarse ambos tipos de daños; a su 
vez  debe considerarse que el daño material o patrimonial comprende dos conceptos básicos: el 
de daño emergente y el de lucro cesante; el primero se refiere al valor de la reparación del bien 
afectado junto con el valor que ha ocasionado el perjuicio de este bien. El lucro cesante en 
cambio tiene que ver exclusivamente con la ganancia que se hubiera podido percibir de no 
producirse el daño.  
Puesto que no todos los delitos lesionan un bien físico hay que tomar en consideración al daño 
moral, incluido en nuestra legislación en el artículo 2232 del Código Civil que manifiesta: 
“En cualquier caso no previsto en las disposiciones precedentes, podrá también demandar 
indemnización pecuniaria, a título de reparación, quien hubiera sufrido daños meramente 
morales, cuando tal indemnización se halle justificada por la gravedad particular del perjuicio 
sufrido y de la falta. (…)La reparación por daños morales puede ser demandada si tales daños 
son el resultado próximo de la acción u omisión ilícita del demandado, quedando a la prudencia 
del juez la determinación del valor de la indemnización atentas las circunstancias, previstas en 
el inciso primero de este artículo.” (Código Civil) 
En cuanto al daño moral deben tomarse en consideración que puede ser de dos o tres tipos según 
varios doctrinarios: daño físico, psicológico y moral. El primero se refiere a los daños 
anatómicos que sufre una persona y que en algunos no son punibles, como en los casos de 
legítima defensa, esto daños casi siempre son visibles externamente, salvo los daños internos, 
que se reflejarán en la salud misma de la persona, así como en su estado físico en general. 
En cambio, por su naturaleza el daño psicológico no puede ser percibido exteriormente, ya que 
afecta la psiquis del agraviado, esto se refleja en su personalidad y en su estado de ánimo y 
aunque también es notoria para otras personas requiere necesariamente ser diagnosticada por un 
profesional en esta área. Este daño surge principalmente del temor o miedo que tiene la víctima 
por amenazas hacia su persona o por las consecuencias del delito. Hay quienes incluyen el daño 
psicológico dentro del daño moral, puesto que ambos lesionan un bien inmaterial. 
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El daño moral afecta la dignidad, buen nombre y buena fama del individuo, lógicamente que 
también puede producirse un menoscabo en la psiquis interna de la víctima, pero principalmente 
lo que se lesiona es la imagen que tiene una persona ante la sociedad a la que pertenece, este 
menoscabo en la reputación e imagen también es susceptible de indemnización.  
Después del hecho delictivo y cualquiera que sea el tipo de daño sufrido por la víctima existen 
consecuencias tanto a nivel personal como a nivel social. A nivel personal la víctima sufre un 
proceso psicológico adverso, puesto que se ha vulnerado su derecho y se siente impotente; surge 
entonces en primer lugar un sentimiento de venganza ante el agresor de tales derechos, este 
sentimiento evolucionará ante la búsqueda de una reparación, es decir ante la búsqueda de 
justicia.  
Socialmente, también se ven vulnerados los principios de orden y armonía social así como el 
quebrantamiento de la propia ley por el cometimiento del ilícito, esto produce un desequilibrio 
en la balanza social que debe ser reestablecido a través de la reparación del daño después de que 
haya actuado el procedimiento judicial, es decir los mecanismos jurídicos para la protección de 
derechos (tutela judicial efectiva). 
La reparación del daño no es otra cosa que la compensación que debe realizar quien delinque a 
la víctima, después del  cometimiento de un hecho delictivo punible. Consiste en restablecer el 
equilibrio social y moral de la víctima afectada por el delito. Este resarcimiento debe ser de 
acuerdo al ordenamiento jurídico del Estado, ya que de lo contrario se corre el riesgo de agravar 
el desequilibrio social y de cometer otro ilícito. 
La obtención de una reparación debe respetar algunos principios, aunque suele mencionarse que 
es un derecho “pro homine” o más bien pro víctima; la reparación no puede exceder los límites 
de la racionalidad, a lo que también se conoce como principio de proporcionalidad; es lógico 
pensar que si el derecho penal moderno funciona en base a la obtención de una reparación que 
restablezca el desequilibrio producido por un delito, debe actuar de manera proporcional al daño 
cometido, puesto que si no se corre el riesgo de volver a desequilibrar la balanza, entonces no se 
actuaría en nombre de una reparación sino en el de la venganza. 
Para que no se abuse de este derecho, la obtención debe ser realizada con un límite: la ley. La 
autoridad judicial no puede determinar y cuantificar el daño producido en base a su 
consideración personal, puesto que asiste obligatoriamente a la ley, su figura revestida de 
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autoridad pública para juzgar y ejecutar lo juzgado debe actuar en estricto apego al 
ordenamiento jurídico del Estado, contemplando el daño producido y sancionándolo de acuerdo 
al tipo penal específico; estará dentro de su consideración si aplicar el máximo o el mínimo de 
la pena de acuerdo a las circunstancias propias de cada delito. 
La obligación judicial entonces recae sobre dos aspectos: fundamentar la determinación del 
daño y cuantificarla, con ello aplicando las normas penales podrá llegar a un veredicto y 
mediante sentencia resolverá la causa. La importancia de la proporcionalidad radica no 
solamente en el desequilibrio social, sino en que dentro del proceso penal se hallan involucrados 
principios y derechos fundamentales como la libertad. La Constitución de la República en su 
artículo 76 numeral 6 manifiesta “la ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones 
y las sanciones penales, administrativas o de otra naturaleza”. 
Otra finalidad de este principio es restringir la injerencia negativa que el Estado puede tener 
dentro de la justicia, es decir el abuso del derecho para reprimir derechos fundamentales en 
contra de quienes tengan ideas contrarias a las ideas políticas de quien ejerce la autoridad 
gubernamental del Estado; mediante la represión y restricción de derechos fundamentales de 
personas inocentes (persecución política). De esta manera no se puede sancionar de una manera 
proporcional al delito que se le imputa a una persona. 
El derecho de reparación integral se encuentra señalada en nuestra Constitución y en su artículo 
78 manifiesta: 
“Las víctimas de infracciones penales gozarán de protección especial, se les garantizará su no 
revictimización, particularmente en la obtención y valoración de las pruebas, y se las protegerá 
de cualquier amenaza u otras formas de intimidación. Se adoptarán mecanismos para una 
reparación integral que incluirá, sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos y la 
restitución, indemnización, rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del derecho 
violado”. (Constitución de la República) 
Es evidente que el mandato constitucional señala que además de la reparación se buscará en 
todo momento el establecimiento de la verdad de los hechos, así como la indemnización y 
rehabilitación del infractor con el objeto de evitar la repetición del cometimiento del ilícito, lo 
que demuestra nuevamente que la finalidad del proceso penal es restablecer la armonía social, 
finalmente se menciona que se garantiza la satisfacción del derecho violado, algo que si bien en 
45 
 
la práctica no se logra del todo, al menos en teoría el sentimiento de que se ha realizado justicia 
logra, sino desvanecer, al menos apaciguar en la víctima su afectación por el ilícito penal. 
Por su naturaleza el daño material es cuantificable, pues se puede determinar  con exactitud el 
valor material del patrimonio lesionado; de esta manera la autoridad judicial podrá disponer el 
valor de esta reparación; mientras que el daño inmaterial es mucho más subjetivo de cuantificar; 
el Código Civil señala que igualmente corresponderá a la misma autoridad judicial determinar el 
valor de tal daño según lo señala el artículo 2232 en su inciso final. 
2.4.2.6. Derecho a ejercer acciones civiles 
El derecho al reconocimiento de daños y perjuicios en doctrina deriva de la responsabilidad civil 
por el perjuicio de una acción penal, por lo que aunque estas acciones se realizan dentro del 
campo civil no dejan de ser uno de los derechos que tiene la víctima del proceso penal. 
En la antigüedad, el castigo o pena era una simple venganza por parte de la víctima por lo que 
no se puede decir que en este punto de la historia exista una compensación de daños en materia 
civil, para que esto ocurra debió primero presentarse la cuantificación del delito, es decir el 
reconocimiento económico que reemplazaba a la venganza. Sin embargo esta responsabilidad es 
algo más compleja, algunos autores como los hermanos Mazeaud señalan que en Derecho 
Romano nunca existió diferencia entre la responsabilidad civil y penal. De esta forma, la 
responsabilidad en términos de Hernán Corral se define como: 
“La necesidad efectiva, o eventual, en que se encuentra una persona de hacerse cargo de las 
consecuencias gravosas de un acto que se le atribuye como propio. La necesidad puede ser 
efectiva, si la responsabilidad ya ha surgido por la realización del hecho, o eventual si el hecho 
no se ha realizado aún, pero de realizarse el sujeto debería responder” (Corral, 2004, pág. 13) 
La responsabilidad surge de un evento que trae consecuencias gravosas y que son atribuibles a 
un sujeto, consecuentemente  la responsabilidad surge del delito cuyo hecho es punible. La 
diferencia entre responsabilidad penal y civil es que la primera es eminentemente sancionadora 
mientras que la segunda es reparadora, puesto que intenta reparar un daño producido. 
Los mismos hermanos Mazeaud señalan que la primera distinción entre responsabilidad civil y 
penal se genera en el derecho francés en el siglo XIII. Después de que se separan estos criterios 
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las legislaciones consideran a las dos responsabilidades como independientes, por lo que la 
compensación de los daños y perjuicios no puede extinguir la acción penal y viceversa.  
La Constitución refiriéndose a las víctimas penales señala en su artículo 78 que “se adoptarán 
mecanismos para una reparación integral que incluirá, sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de 
los hechos y la restitución, indemnización, rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del 
derecho violado”. (Constitución de la República) 
El cometimiento de un delito cuyo infractor haya sido sancionado como culpable determina la 
responsabilidad penal, con ello además todas las consecuencias en la misma materia penal 
(pena) y adicionalmente la misma trasgresión ocasiona consecuencias en materia civil, además 
esta obligación se extiende solidariamente a todos los responsables del delito conforme se 
contempla en el artículo 2217 del Código Civil. 
Este hecho surge debido a que pese a que el acto delictivo en la actualidad es tomado como una 
vulneración de los derechos colectivos de la sociedad, puesto que destruye la armonía y paz 
necesarias para la convivencia, no deja de producir efectos adversos en la víctima.  
En este sentido se puede distinguir que el delito produce un daño público (lesión social) y un 
daño privado (intereses individuales de la víctima), algunos de estos son susceptibles de ser 
reparados o indemnizados, o de alguna manera compensada, puesto que algunas afectaciones 
son irrecuperables hablando en sentido estricto. De todos modos, la ley prevé que se hagan los 
esfuerzos necesarios por obtener una reparación a nivel pecuniario,  lo que sin duda es el motivo 
del derecho que tiene todas las víctimas a exigir una compensación en materia civil.  
Cabe señalar que en la actualidad a ley penal ecuatoriana establece que la sentencia 
condenatoria debe contemplar entre sus requisitos obligatorios la condena a reparar 
integralmente los daños ocasionados a la víctima, con la determinación del monto económico 
que debe pagar la persona sentenciada, obligación judicial que evita que el sujeto pasivo del 
delito después de obtener una sentencia en materia penal deba recurrir al juzgador en materia 
civil para demandar el pago de daños y perjuicios. 
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TÍTULO TERCERO 
2.4.3. EL DELITO DE ROBO SIMPLE EN EL DERECHO PENAL 
2.4.3.1. Definición doctrinaria y legal  
Existen varias definiciones del delito de robo, sin embargo para la presente investigación será 
preciso analizar algunas definiciones doctrinarias y la evolución del delito antes de llegar a la 
definición legal de nuestro ordenamiento jurídico, a fin de distinguir de otras acciones típicas 
que guardan relación con este tipo penal como el hurto y el robo calificado o agravado. 
Esta acción típica antijurídica es considerada como uno de los delitos más antiguos, su origen 
histórico depende de dos factores trascendentales: el deseo del ser humano por obtener las cosas 
que no tiene y el surgimiento como tal de la propiedad privada; en realidad este segundo factor 
es el que genera un origen de carácter jurídico, puesto que al proclamarse una cosa como propia 
surge una restricción, primero de carácter moral y posteriormente de carácter legal, es decir de 
apropiarse de este bien sin el consentimiento de quien se proclamaba como su dueño. 
Antes del surgimiento de la propiedad privada, en la comunidad primitiva existía un sentido de 
propiedad comunitaria en base a la utilidad o al aporte que el bien pudiera generar a todo el 
colectivo, por lo que no podía existir el robo como una acción que lesionara individualmente el 
patrimonio de una persona; en este punto de la historia, esta acción es comparable tan solo con 
las conquistas entre tribus, en donde el vencedor se apropiaba de todos los bienes del vencido, 
sin que este pudiera oponer ninguna clase de resistencia puesto que no existía autoridad 
soberana y por lo tanto cada grupo social se gobernaba a sí mismo, pero no tenía ningún control 
sobre los demás grupos sociales. 
Es en este punto que se puede analizar al factor humano que genera el delito de robo moderno, 
es decir, el deseo del ser humano por obtener las cosas que no tiene.  
En los albores de la historia, este deseo respondía exclusivamente a un factor: la necesidad. El 
ser humano buscaba únicamente satisfacer sus necesidades, por lo que debía buscar cualquier 
medio para conseguir aquellos medios que garantizasen su supervivencia y la de sus allegados. 
Tal vez por las difíciles condiciones de supervivencia, en las cuales la humanidad no poseía el 
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suficiente conocimiento para trasformar su entorno (naturaleza), por la dificultad que a veces 
suponía encontrar estos medios, o inclusive porque resultaba más fácil, se produjo un cambio 
significativo en las ideas humanas; arrebatar los recursos de otros en vez de buscar los propios. 
Al enfocarse exclusivamente a este delito con motivos de supervivencia no existía propiamente 
la figura de robo, puesto que no existía tampoco una “conciencia moral” que pusiera una 
restricción, ya que buscaba la supervivencia, que más allá de la razón se convertía en un instinto 
que en condiciones normales no se podía evitar. 
Con la evolución de las sociedades humanas aparece un nuevo método de producción y con él la 
propiedad privada. Sociológicamente, al ser humano ya no le complace únicamente obtener 
recursos con el fin de consumirlos y satisfacer necesidades, sino que surge la ambición y el 
egoísmo por acaparar dichos recursos y hacerlos propios. Esto se respalda con el principio de 
una autoridad regida por la norma de la prevalencia del más fuerte. Es a partir de este punto 
donde surge la primera restricción de carácter “punible”, a través de la cual se podía sancionar o 
ajusticiar a un esclavo que tomare sin permiso algo de su dueño esclavista. 
Surge con ello también una carga impositiva en la cual el ser humano cuestiona el derecho a la 
propiedad en el sentido de que “está mal tomar algo ajeno”, puesto que existe una sanción y por 
lo tanto es un acto prohibido. Aunque esta es propiamente la del hurto, con el surgimiento de la 
propiedad privada, por primera vez se considera conseguir algo por medios ilegítimos, tomando 
como referencia la falta de consentimiento del “legítimo propietario”. A esto se le adjuntaría dos 
elementos propios del delito: la fuerza y la violencia; es quizá por ello que la palabra robo 
proviene etimológicamente del latín “raubare” y éste del germánico raubôn (saquear, arrebatar) 
que hacen referencia a estos dos elementos  que serán objeto de estudio más adelante. 
Posteriormente se incorporaría esta prohibición al ordenamiento jurídico, no obstante el primer 
hecho en ser punible fue el hurto, que abarcaba también al robo. Por ejemplo, para los romanos 
el “furtum” era cualquier apropiación ilícita de un bien mueble ajeno en contra de la voluntad de 
su titular, en un principio no se distinguía en qué condiciones podía realizarse esta apropiación. 
La única distinción que existía era entre este delito de manera flagrante (furtum manifestum) y 
no flagrante (furtum nec manifestum). A partir del siglo I, con las invasiones bárbaras a Roma, 
fue necesario castigar un nuevo tipo de delito conocido como “rapiña”, cuya distinción con el 
“furtum” se hallaba en la violencia de la acción. 
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Con el surgimiento de los dogmas religiosos y el dominio de la Iglesia Católica durante el 
oscurantismo se adhirió una carga moral al robo, puesto que para el cristianismo “no robar” 
constituye un mandamiento entregado directamente por Dios a Moisés en la tabla de los 
mandamientos, esto no tendría más que una significación teológica y social sino fuera porque la 
Iglesia mediante la Inquisición, dominó políticamente durante varios siglos, instaurando una 
represión a quienes pecaban en contra de tales mandamientos, constituyendo así un principio de 
punibilidad y sanción de este delito. 
Ya en la época contemporánea la primera distinción del robo y el hurto se hace en el primer 
Código Penal Español de 1822 que señalaba en su artículo 723: “Comete robo el que quita o toma 
para sí con violencia o con fuerza lo ajeno” y su castigo era una pena de “de diez a veinte y cinco años 
de obras públicas”; mientras que el hurto se hallaba tipificado en el artículo 745 de este mismo 
cuerpo legal en los siguientes términos: “comete hurto el que quita o toma por sí lo ajeno 
fraudulentamente, sin fuerza ni violencia contra las personas o cosas”; su sanción era menor: de 
uno a cinco años de obras públicas. 
Existen un sin número de definiciones del delito de robo, para el autor Charles Dunlop el delito 
de robo se define como una “aprehensión material de una cosa ajena sin el consentimiento del 
propietario”. (Charles, 2008, pág. 62), de esta definición se pueden destacar varios elementos, el 
primero es que la aprehensión es de una cosa material, aunque cabe señalar que en la actualidad 
se pueden apropiar de objetos inmateriales como la propiedad intelectual o la identidad de una 
persona; pero para que exista la figura propia de robo, es decir que concurran los elementos de 
fuerza o violencia en las cosas, necesariamente el objeto debe ser material; aunque en esta 
definición no exponga estos dos elementos constitutivos del delito; tan solo se limita a señalar 
que este apoderamiento se hace sin la voluntad del propietario. 
Por su parte el autor español Miguel Colmenero define al delito de robo en los mismos términos 
que el artículo 236 del Código Penal Español señalando que “Son reos del delito de robo los que, 
con ánimo de lucro, se apoderaren de las cosas muebles ajenas empleando fuerza en las cosas para 
acceder al lugar donde éstas se encuentran o violencia o intimidación en las personas” (Colmenero, 
2007, pág. 583). Para el autor el elemento “fuerza en las cosas” debe ser utilizado exclusivamente 
para llegar a donde se encuentran las cosas que el delincuente pretende apropiarse; puesto de 
que de concurrir otras circunstancias el delito no sería el de robo simple sino el de robo con 
fuerza, otro tipo penal que contempla la legislación penal española; de igual manera no 
determina en que tiempo (antes , durante o después) ha de producirse la violencia o intimidación 
en las personas, basta que concurra este elemento para ser considerado como robo. Finalmente 
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un elemento que es bastante subjetivo es el del ánimo de lucrar, ya que esto podría dar lugar a 
interpretaciones, puesto que estará en la facultad judicial determinar cuál es el ánimo de la 
conducta del delincuente, pudiendo no ser siempre el lucro sino la necesidad, en cuyo caso el 
tipo penal no reuniría todos los elementos. José Basanta considera que el robo es:  
“Un delito consistente en apoderarse de un objeto ajeno con el ánimo de lucrarse, si bien para 
que este hecho sea calificado de robo deberán concurrir determinadas circunstancias. Existe 
delito de robo cuando para sustraer un objeto el autor emplea fuerza en las cosas o bien 
violencia o intimidación  en las personas, y ello con independencia del valor de los sustraído o 
robado” (Basanta, 2007, pág. 172) 
El autor hace la distinción de los dos elementos constitutivos del delito que son la fuerza y la 
violencia para distinguirlo del tipo penal del delito de hurto, añade un elemento adicional que es 
la valoración del medio sustraído, ya que para que exista robo no es necesario cuantificar el 
valor del bien en especie monetaria y que esta supere un monto determinado  para ser 
considerada como robo, sino basta que concurran cualquiera de las dos circunstancias, la fuerza 
en las cosas o la violencia en las personas para que incurra en este tipo penal y no en el hurto. 
En la actualidad las legislaciones mantienen la misma estructura jurídica que históricamente fue 
adquiriendo el concepto de delito, de igual manera en la doctrina, para reafirmar este postulado 
es preciso citar a Guillermo Cabanellas que en su diccionario Jurídico Elemental define al robo 
en los siguientes términos: “Estrictamente, el delito contra la propiedad consistente en el 
apoderamiento de una cosa mueble ajena, con ánimo de lucro, y empleando fuerza en las cosas o 
violencia en las personas”. 
Finalmente es preciso considerar la definición legal y para el efecto cabe citar como 
antecedente, al Código Penal cuyas disposiciones se aplican en los delitos cometidos durante su 
vigencia, este cuerpo legal señala: 
“El que, mediante violencias o amenazas contra las personas o fuerza en las cosas, sustrajere 
fraudulentamente una cosa ajena, con ánimo de apropiarse, es culpado de robo, sea que la 
violencia tenga lugar antes del acto para facilitarlo, en el momento de cometerlo, o después de 
cometido para procurar su impunidad” (Código Penal) 
En esta definición se señala cada uno de los elementos constitutivos del delito de robo, en 
primer lugar la amenaza o violencia sobre las personas y de manera general, la intimidación que 
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se pueda ejercer sobre una persona haciéndole obrar de un modo contrario al que procedería 
normalmente y en contra de su voluntad, existiendo entonces un vicio en el consentimiento en la 
persona; el otro elemento que puede concurrir es la fuerza sobre las cosas. 
El hecho se produce fraudulentamente, es decir la sustracción de la cosa ajena debe realizarse 
por medios contrarios a la ley y al consentimiento de la persona de modo engañoso, abusando 
de la confianza del legítimo dueño y contrario a la verdad. 
Esta definición hace referencia al tiempo en el cual se ha de cometer la violencia, pudiendo ser 
antes de cometer el delito, es decir se utiliza la violencia como un medio previo para facilitar el 
cometimiento del delito, o en el momento mismo de cometer el delito para asegurar el 
cometimiento del mismo o posteriormente para asegurarse de que el delito quede en la 
impunidad y no se logré capturar y procesar al delincuente. 
Por su parte, el Código Orgánico Integral Penal, vigente en la actualidad dispone: 
“La persona que mediante amenazas o violencias sustraiga o se apodere de cosa mueble ajena, 
sea que la violencia tenga lugar antes del acto para facilitarlo, en el momento de cometerlo o 
después de cometido para procurar impunidad, será sancionada con pena privativa de libertad 
de cinco a siete años. Cuando el robo se produce únicamente con fuerza en las cosas, será 
sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años”. (Código Orgánico Integral 
Penal) 
El Código Orgánico Integral Penal mantiene casi la totalidad de la redacción del antiguo código, 
con la excepción de que el elemento fuerza en las cosas se menciona al final para establecer una 
sanción distinta al robo que tenga violencia en las personas, el tiempo en el cual ha de 
producirse la violencia igualmente se mantiene como en el Código Penal y se señale de manera 
expresa que el objeto sustraído necesariamente debe ser un bien mueble. 
2.4.3.2. Características  
Tanto las definiciones doctrinarias como las dos legales que tiene nuestro ordenamiento jurídico 
penal permiten distinguir las características del delito de robo simple y además permiten 
distinguirla de otros tipos jurídicos próximos que pueden dar lugar a confusión. 
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En primer lugar hay que señalar que una de las características principales del delito de robo 
simple es que se trata sin duda de un delito en contra de la propiedad, puesto que el delito surge 
precisamente cuando se instaura la propiedad privada y consecuentemente lesiona el patrimonio 
de cualquier persona, por lo que éste sin duda es el bien jurídico lesionado. 
La propiedad se garantiza en nuestro ordenamiento jurídico en la Constitución de la República 
que en su artículo 66, numeral 26 señala: “Se reconoce y garantizará a las personas: (…) El derecho 
a la propiedad en todas sus formas”, además el artículo 321 de la misma Constitución señala: “El 
Estado reconoce y garantiza el derecho a la propiedad en sus formas pública, privada (…)”. De allí 
nace la obligación del Estado de establecer mecanismos que aseguren el libre ejercicio de este 
derecho de los ciudadanos y que protejan este bien jurídico.  
Ahora, hay que señalar los dos elementos que caracterizan a la acción típica antijurídica del 
robo y que permiten distinguirla del delito de hurto que fue el primero en ser tipificado y 
sancionado en el derecho Romano. Tanto en el delito de hurto como en el delito de robo 
concurren varias semejanzas ya que ambas se cometen dolosamente, es decir con la intención de 
perjudicar a otra persona (víctima), considerando la presunción que existe en materia penal de 
que todas las infracciones son cometidas con voluntad y conciencia. De igual manera, las dos 
infracciones atentan contra la propiedad de un tercero que es el legítimo dueño y finalmente en 
las dos existe un ánimo de adueñarse por medios ilícitos de un bien que no pertenece al 
infractor. 
La diferencia entre estas dos infracciones radica en el “modus operandi”, definido por 
Guillermo Cabanellas como la locución latina que define un “modo de proceder, obrar  o actuar”; 
en este caso el modo de proceder al momento de cometer un delito. Joaquín Pacheco afirma que 
para que exista el delito de hurto existe un elemento esencial que es “el apoderamiento sea por 
astucia y a escondidas” (Pachecho, 1981, pág. 284); mientras que en este tipo penal el elemento 
esencial es la pasividad y el actuar a escondidas, procurando el desconocimiento de la víctima 
de la infracción, en el delito de robo debe concurrir la violencia o la fuerza. 
El mismo autor asegura: “El robo (…) ha sido siempre entre nosotros el apoderamiento por fuerza de 
cosas muebles o semovientes” (Pachecho, 1981, pág. 285), de esta manera los elementos esenciales 
serán la fuerza y la violencia. 
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La fuerza puede ser comprendida desde muchas acepciones, sin embargo es preciso entender el 
contexto en el que lo utiliza la ley, para ello se debe acudir a dos definiciones. El diccionario de 
la Real Academia española define a la fuerza como la “aplicación del poder físico o moral” (Real 
Academia Española, 2014), siendo en este caso prudente el concepto de poder “físico”; a su vez el 
Diccionario Jurídico de Cabanellas complementa esta definición señalando por su parte que se 
trata de “todo atropello y acto opuesto a razón y derecho”. (Cabanellas, 2005, pág. 191) 
Con estas dos definiciones se puede generar un concepto aproximado de que en el delito del 
robo se emplea el uso de la fuerza, la cual se define como todo acto realizado mediante el poder 
físico que atropella los derechos patrimoniales de un tercero y cuya lógica va en contra de la 
razón y el derecho; además es necesario especificar que atropellar los derechos de un tercero va 
exclusivamente sobre el patrimonio, puesto que al tratarse de la integridad misma de la persona, 
la referencia sería hacia la violencia mas no a la fuerza. 
En consecuencia, todo acto mediante el cual se utilice el poder físico de la persona o inclusive 
de un objeto (como una maquinaria o instrumento) se considera realizado con “fuerza”, por lo 
tanto el tipo penal sería el delito de robo y no el de hurto. 
La violencia es definida igualmente por la Academia de la Lengua Española como la “Acción 
violenta o contra el natural modo de proceder” (Real Academia Española, 2014). Guillermo 
Cabanellas da una definición más completa y desde varias perspectivas señalando: “Empleo de la 
fuerza para arrancar el consentimiento; ejecución forzosa de algo, con independencia de su legalidad o 
ilicitud” (Cabanellas, 2005, pág. 440) 
De los elementos de esta definición hay que señalar que la violencia se ejerce exclusivamente 
contra las personas a diferencia de la fuerza que actúa únicamente sobre las cosas o bienes 
materiales. Igualmente el agresor utiliza el poder físico, la presión, amenaza o amedrentamiento 
para arrancar el consentimiento de una persona que no quiere realizar cierto acto y que siente la 
necesidad de hacerlo; estos actos pueden lesionar la integridad física y psicológica de la víctima, 
puesto que los actos cometidos por el agresor dejan secuelas que la afectan inmediatamente. 
Una vez señalados estos dos elementos esenciales se debe indicar que tanto la medida en que se 
aplique la fuerza o la violencia puede modificar sustancialmente a la infracción y transformarla 
en dos delitos o agravar el delito de robo, puesto que si se ven modificados los elementos 
constitutivos del mismo ya no solo se situaría la acción penal de robo simple, sino la de robo 
agravado, cuyas características constan en el mismo Código Orgánico Integral Penal. 
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2.4.3.3. Elementos constitutivos 
La doctrina considera al delito como un fenómeno unitario, pese a ello concurren en cada acción 
punible una serie de circunstancias que lo integran, se las conoce en Derecho como “elementos 
constitutivos del delito”, en todas existen las mismas denominaciones (tipicidad, antijurídica, 
imputabilidad, culpabilidad, etc.), igualmente en cada delito estas circunstancias son distintas, 
puesto que por su naturaleza no todos los delitos son iguales, ya que poseen una clasificación de 
acuerdo a diversos aspectos. 
Al ser el robo una acción punible es necesario identificar cada uno de los elementos 
constitutivos que lo integran, puesto que como quedó manifestado es necesario distinguirlo de 
otras infracciones de igual naturaleza que pueden dar lugar a confusión; además para aplicar el 
acuerdo reparatorio, que será motivo de estudio más adelante, es necesario que se mantenga la 
figura de robo simple y no la de robo agravado. 
Existen varias teorías acerca de los elementos que posee el delito, siendo la más conocida y por 
ello la utilizada en este estudio la teoría heptatómica del delito, que considera que son siete los 
elementos que constituyen al delito: conducta o hecho, tipicidad, antijurídica, imputabilidad, 
culpabilidad, condiciones objetivas de punibilidad y punibilidad. Ahora es necesario analizar 
cada uno de estos elementos en el delito de robo simple. 
El primer elemento es la conducta o hecho, para lo cual inicialmente se debe señalar que la 
conducta de los delitos puede ser de dos tipos: de acción, es decir realizar cualquier acto para el 
cometimiento de un delito; y de omisión que implica dejar de realizar actos necesarios con lo 
cual se produce el delito. En el caso específico del robo simple, la conducta es de “acción”, 
puesto que se requiere realizar una serie de actos para que se cometa el delito. En ningún caso la 
conducta de omisión podría llevar a que se cometa esta infracción. 
Existen diversas fases en la conducta conocida como acción, de las cuales no todas son punibles 
ya que por ejemplo, si existe una planificación que solamente el futuro infractor conoce y que 
aún no ha realizado, no hay manera de que exista punibilidad en vista de dos hechos: el 
desconocimiento de otra persona ajena a quien tiene la idea y que no se ha realizado ningún acto 
tipificado en la ley, esto ya que pensar negativamente no constituye un delito, todos los seres 
humanos poseen libertad de pensamiento por muy negativos que pudieren resultar. 
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Otra fase es la realización de actos de planificación tendientes al cometimiento del delito, donde 
los pensamientos de quien planea un delito se materializan, es decir, la planificación excede el 
plano psicológico y se hace objetiva, generalmente esta fase no suele ser punible, puesto que 
igualmente comprar un arma corto punzante o una ganzúa, no constituyen por si un delito, ya 
que nadie puede imaginar los fines para los cuales empleará estos instrumentos, igualmente no 
constituye ninguna conducta infractora, por lo que no puede ser sancionada.  
Suele mencionarse que “generalmente" no es punible puesto que existe una excepción, ya que si 
quien planifica un delito comparte la idea con otras personas con el objetivo de que lo ayuden 
en el cometimiento de tal acto a manera de cómplices está conducta reúne los requisitos de una 
figura que sí es punible: la “asociación ilícita”, que según nuestro ordenamiento está tipificada y 
sancionada en el Código Orgánico Integral Penal en el artículo 370 que señala:  
“Cuando dos o más personas se asocien con el fin de cometer delitos, sancionados con pena 
privativa de libertad de menos de cinco años, cada una de ellas será sancionada, por el solo 
hecho de la asociación, con pena privativa de libertad de tres a cinco años.” (Código Orgánico 
Integral Penal) 
La tercera fase es el cometimiento del delito como tal, ya que ha quedado constatado que en el 
delito de robo es necesario actuar, además, el comportamiento de esta conducta está señalado 
también en la doctrina, cabe señalar la tipificación del Código Orgánico, según el cual la 
conducta es: “sustraer o apoderarse de cosa mueble ajena” (Código Orgánico Integral Penal). 
Igualmente los requisitos esenciales para que esta conducta se convierta en robo y no en hurto 
son que las acciones se hayan realizado mediante violencia y que esta “tenga lugar antes del 
acto para facilitarlo, en el momento de cometerlo o después de cometido para procurar 
impunidad”. (Código Orgánico Integral Penal). 
Esta tercera fase es punible, puesto que el infractor ha realizado una conducta prohibida por la 
ley y tipificada como delito, por ende sancionable ya que su actuar es ilegal e ilegitimo, ya que 
ha cometido la acción sin el consentimiento del legítimo dueño. 
El siguiente de los elementos del delito es la tipicidad, elemento complejo ya que se encuentra a 
su vez integrado por varios elementos que deben cumplirse en su totalidad para la existencia del 
delito, dicho de otra manera, debe coincidir a la perfección los elementos del acto cometido con 
los del tipo penal establecido en la ley para que se configure el delito como tal y por lo tanto sea 
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punible. Además, debe existir cada uno de estos elementos o requisitos ya que de no existir 
alguno, ante un caso de atipicidad, se podrá exonerar del delito o a su vez cabría la posibilidad 
de que cambie el tipo penal, por ejemplo al no existir fuerza o violencia en la acción de 
sustracción no se trataría de robo sino de hurto. 
El primer elemento de la tipicidad es la “conducta típica” que en delito de robo se configuraría 
como el apoderamiento o sustracción mediante el uso de la fuerza o de la violencia”; así mismo 
el “objeto material de la infracción” es la cosa ajena, cualquiera que sea, aunque con lógica se 
señala que debe ser un objeto mueble; “el bien u objeto jurídico” que se lesiona mediante la 
infracción es el patrimonio, ya que la víctima sufre la pérdida de un objeto de valor que 
constituye su patrimonio; el “elemento normativo” es el que se realiza fraudulentamente, es 
decir, sin el consentimiento del legítimo propietario; el “elemento subjetivo” es cuando existe 
en la sustracción un ánimo de apropiarse del objeto material con ánimo de dominio.  
Finalmente se deben señalar que existen dos sujetos de la infracción: “sujeto pasivo” que puede 
ser cualquier persona (natural o jurídica) que sea la legítima propietaria del bien inmueble que 
se ha sustraído; y el “sujeto activo”, es decir, cualquier persona natural que teniendo la 
oportunidad y los medios realiza la infracción. 
El tercer elemento del delito es la antijuricidad, que aparece cuando se trasgrede o se atenta en 
contra del bien jurídico tutelado por la ley, que en este caso es el derecho a la propiedad o el 
patrimonio, puesto que como se señaló anteriormente no existe el consentimiento del legítimo 
propietario para disponer del bien material. 
La imputabilidad aparece como el cuarto elemento del delito, que requiere de que se configuren 
en el presunto del delito de robo y en general de toda acción delictiva al menos dos elementos 
según nuestro ordenamiento jurídico: voluntad y conciencia. El Código Orgánico Integral Penal 
en su artículo 34 establece: “Para que una persona sea considerada responsable penalmente deberá 
ser imputable y actuar con conocimiento de la antijuridicidad de su conducta.” 
Aunque era mucho más clara la disposición del anterior Código Penal que señalaba que debía 
existir la voluntad: el deseo de cometer la infracción, y conciencia: la lucidez mental para saber 
que se está trasgrediendo el derecho; no deja de ser interesante la expresión de que se debe 
actuar con conocimiento de la antijurídica de la conducta, expresión algo confusa que en futuro 
pudiera generar una interpretación de que el actuar sin conocimiento de que se delinque pudiera 
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ser un eximente y una contradicción al precepto universal de que “el desconocimiento de la ley no 
exime la culpa” y que es una presunción de derecho que “las leyes penales son de conocimiento de 
todos los ciudadanos”. De todas maneras, debe comprenderse que cuando se comete la infracción 
se lo hace con el deseo de cometerla y con la lucidez mental de entender que lo que se está 
realizando está fuera de la ley. 
La culpabilidad es el quinto elemento del delito, ya que en nuestra legislación existen dos clases 
de delito: dolosos y culposos; puesto que en el robo simple existe una mala intención de 
apropiarse de una cosa ajena por medios fraudulentos mediante la fuerza o violencia, razón por 
la cual no cabe duda que la infracción es dolosa. 
Las condiciones objetivas de punibilidad son el sexto elemento del delito, que resulta mucho 
más difícil de comprender y por ello es necesario señalar el criterio de Stratenwerch quien 
señala que “la tipicidad, la antijuricidad y la culpabilidad no son suficientes para una pena, ya que hay 
determinados comportamientos en que la imposición de una sanción resultan fundamentales por 
circunstancias externas a esos elementos”. (Stratenwerch, 1982, pág. 362). 
Según lo que señala Stratenwerch, los primeros elementos como la tipicidad, la antijuricidad y 
la culpabilidad del sujeto activo de la infracción no son elementos suficientes para el 
establecimiento de una pena, es por ello que deben considerarse ciertas circunstancias que 
tienen una interrelación con el delito. A éstas Jeschek por su parte las define como “las 
circunstancias que se encuentran en relación inmediata con el hecho, pero que no pertenecen ni al tipo 
de injusto ni a la culpabilidad” (Jeschek, 1982, pág. 732). El hecho delictivo como tal es un solo 
elemento doctrinariamente hablando, sin embargo como hecho fáctico contempla ciertas 
circunstancias adicionales que están ligadas al delito como tal; no obstante influyen 
directamente en los otros elementos constitutivos del mismo, pero estas circunstancias por si 
solas no constituyen otro delito adicional ni una tentativa. 
De esto puede señalarse que el “acto no es punible, ni siquiera en el grado de tentativa, ya que ello 
supone necesariamente la verificación de la condición”. (Maggiore, 1982 pág. 732). Si bien es cierto 
estas circunstancias por si solas no pueden ser objeto de punibilidad, modifican sustancialmente 
a la pena o sanción, de manera que la disminuyen o la atenúan, no como una las circunstancias 
atenuantes y agravantes contempladas en la ley penal, la diferencia radica es que éstas últimas 
son circunstancias externas no constitutivas del tipo penal aunque modificatorias, mientras que 
las primeras forman parte de los elementos constitutivos del delito. 
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Por otro lado, la doctrina alemana distingue dos clasificaciones: las condiciones de punibilidad 
propias y las impropias, siendo las primeras, causas de restricción de la pena, puesto que 
adicionan circunstancias que se adicionan al hecho otorgándole una mayor significación al 
hecho; y las segundas, los elementos que lo disminuyen, en cuyo caso se tendría tan solo una 
tentativa. 
Para el delito de robo las condiciones de punibilidad propias son las circunstancias que 
concurren según el artículo 189 del Código Orgánico Integral Penal en los incisos tercero al 
séptimo, que modifica sustancialmente la figura de robo simple a robo calificado, mientras que 
si el acto no fuere consumado por alguna circunstancia no puede hablarse de que exista 
propiamente tentativa en este delito, pero sin duda no configura del todo el tipo penal por lo que 
deberá tener tratamiento diferente por lo menos en cuanto a la sanción. 
En cuanto al último elemento del delito: la punibilidad, cabe señalar que rige el principio rector 
del Derecho Penal “nullum crimen nulla poena sine lege”, que pude considerarse es la 
consecuencia del delito, es decir la sanción penal establecida en el ordenamiento jurídico de 
cada Estado. 
Una acción para ser considerada como punible dentro de un Estado debe constar expresamente 
tipificada como delito dentro de la ley penal, solo así la conducta será  punible y podrá ser 
sancionada de acuerdo a lo que la misma ley señala al igual que la conducta, la sanción deberá 
constar por escrito. La ley señala además el requisito de temporalidad, ya que el delito debe 
estar tipificado con anterioridad a la acción cometida, de esta manera se entiende como una 
norma general del Derecho Penal que no existe retroactividad de la norma jurídica en materia 
penal.  
La disposición del artículo 5, numeral primero del Código Orgánico Integral Penal que 
manifiesta: “1. Legalidad: no hay infracción penal, pena, ni proceso penal sin ley anterior al hecho. 
Este principio rige incluso cuando la ley penal se remita a otras normas o disposiciones legales para 
integrarla.” (Código Orgánico Integral Penal) 
El Código Orgánico Integral Penal contempla la punibilidad consagrando en el principio de 
legalidad de la ley penal y manifiesta que no habrá infracción ni proceso penal si no existe una 
ley anterior al cometimiento de la acción que la señale como un delito punible con pena, de 
igual forma se deberá actuar cuando la ley penal se remita a otras disposiciones legales que 
complemente a la ley penal. 
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2.4.3.4. Atenuantes, agravantes y pena 
La legislación penal actual no contempla una definición de las circunstancias atenuantes, por lo 
que se toma como antecedente la definición del Código Penal  que en su artículo 29 señala que 
circunstancias atenuantes son todas las que, refiriéndose a las causas impulsivas de la 
infracción, al estado y capacidad física e intelectual del delincuente, a su conducta con respecto 
al acto y sus consecuencias, disminuyen la gravedad de la infracción, o la alarma ocasionada en 
la sociedad, o dan a conocer la poca o ninguna peligrosidad del autor. 
De manera general se entiende por circunstancias atenuantes a aquellas conductas que 
disminuyen la gravedad de la infracción ya sea por las acciones que pueda tomar el delincuente 
durante y después del cometimiento del delito, así como los antecedentes previos del infractor 
antes del cometimiento del mismo, estas circunstancias serán calificadas por el juez o tribunal 
para que sirvan de atenuante y disminuyan la pena.   
El Código Orgánico Integral Penal como se ha señalado no da una definición de las 
circunstancias atenuantes, tan solo se limita a mencionar cuales son dichas circunstancias, en 
relación al Código Penal se tiene una disminución a la mitad de las circunstancias aplicables 
para disminuir la pena.  
El Código Orgánico Integral Penal considera como primer atenuante que el cometimiento del 
delito haya sido sin violencia cuando se trate de delitos contra la propiedad y que estos hayan 
sido cometidos bajo condiciones de necesidad económica imperiosa del infractor; esta atenuante 
es aplicable a delitos patrimoniales como el robo simple. La segunda atenuante expresa que si el 
delito ha sido cometido por la persona infractora bajo una presión que le provocara temor 
intenso o bajo violencia será considerado como un atenuante, puesto que no actúa bajo su propia 
voluntad sino por el temor infundido por una tercera persona. 
Las dos siguientes atenuantes se refieren a las acciones cometidas por el infractor después de 
cometido la infracción o delito; en el numeral tercero se señala que si de manera voluntaria el 
infractor intentara disminuir los daños ocasionados brindando auxilio a la víctima será 
considerado como una atenuante, mientras que en el numeral cuarto señala que será una 
atenuante si el infractor repara de forma voluntaria el daño causado. 
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Los dos últimos numerales están relacionados con la actuación del infractor con las autoridades 
de justicia; el numeral quinto señala que será una atenuante que el infractor se presente 
voluntariamente antes las autoridades de justicia cuando hubiere podido huir u ocultar el delito; 
mientras que en el numeral sexto se considera como atenuante la colaboración eficaz del 
infractor con las autoridades de justicia. 
La Doctrina define a las circunstancias atenuantes como “aquellas que disminuyen la 
responsabilidad por el delito cometido”. (Cabanellas, 2005, pág. 43). Por otra parte, el mismo autor 
señala que las circunstancias agravantes “son aquellas que aumentan la responsabilidad criminal” 
(Cabanellas, 2005).  
De igual manera el Código Orgánico Integral Penal no define a las circunstancias agravantes, 
por lo que es preciso mencionar la definición del Código Penal que en su artículo 30 define a las 
circunstancias agravantes como: “todas las que aumentan la malicia del acto, o la alarma que la 
infracción produce en la sociedad, o establecen la peligrosidad de sus autores.” 
El Código Orgánico Integral Penal señala como circunstancias agravantes particulares 
aplicables exclusivamente al delito de robo las cometidas desde el inciso tercero hasta el final 
del artículo 189 que igualmente agravan la figura de robo simple. 
Si el robo fuere ejecutado utilizando cualquier sustancia que afecte la capacidad volitiva, 
cognitiva o motriz de la víctima con el fin de ponerla en indefensión y obligarla a ejecutar actos 
ajenos a su voluntad, el robo dejará de ser considerado como simple, igualmente  si como 
consecuencia del robo se ocasionaran lesiones extremadamente graves tales como la 
enajenación mental, pérdida de un sentido, inhabilidad para el trabajo, incapacidad permanente 
o alguna enfermedad incurable o si producto del robo se ha producido la muerte de la víctima. 
También se agrava el delito de robo cuando el delito se comete sobre los bienes públicos y si un 
miembro de las fuerzas armadas roba material bélico, municiones o cualquier otra clase de 
equipos pertenecientes al Estado, además el mismo Código Orgánico Integral Penal sanciona de 
manera general al infractor “con pena privativa de libertad de cinco a siete años”; con excepción 
de que cuando en el robo se produjese “únicamente con fuerza en las cosas, será sancionada con 
pena privativa de libertad de tres a cinco años”, las demás sanciones están establecidas para la 
figura de robo agravado.  
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TÍTULO IV 
2.4.4.   EL ACUERDO DE REPARACIÓN O CONCILIACIÓN EN EL 
DERECHO PROCESAL PENAL 
2.4.4.1. Definición legal y criterios doctrinarios 
Nuestro sistema procesal penal en los últimos tiempos (dos décadas aproximadamente) ha 
sufrido una serie de cambios significativos con el objeto de responder a los cambios sociales, 
además de modernizarse con respecto a los últimos cambios del Derecho Penal. Algunas de la 
razones de estos cambios responden a la realidad en Latinoamérica y específicamente en nuestro 
país, donde se nota un incremento alarmante de la delincuencia debido a varios factores 
sociales, económicos y culturales. Otro de los factores es el decadente sistema de justicia 
ecuatoriano que hace algunos años atrás contaba con un sistema de justicia inquisitivo, en el 
cual todas las denuncias no llegaban a fase judicial por lo que se incrementaron los procesos sin 
que la mayoría de ellos llegue a obtener sentencia. 
Las denuncias maliciosas por parte de personas que no pretendían el acceso a la justicia sino que 
pretendían otros fines distintos a estos hicieron que se acumulen las causas, provocando que el 
sistema judicial ecuatoriano colapse en cierto modo. Consecuentemente se produjo en la 
población un sentimiento de desconfianza y de intranquilidad ante la demora de las causas y la 
falta de una reparación por parte del Estado.  
Fue necesario entonces cambiar el modelo hacia un sistema acusatorio, donde el rol del fiscal se 
centraba en seleccionar las denuncias que reunían los indicios suficientes para llegar a la etapa 
judicial y así descongestionar los juzgados penales ecuatorianos. Adicionalmente era necesario 
distinguir entre delitos de acción pública y privada, estos últimos reformados en varias 
ocasiones a fin de que las faltas menores fueran resueltas separadamente y que ambas partes 
pudiesen llegar a una conciliación fuera del proceso judicial que permita poner fin a la disputa y 
al mismo proceso, obteniendo una reparación satisfactoria para ambas partes. 
Antes de llegar a los procesos de mediación fueron introduciendo gradualmente algunos 
métodos alternativos al procedimiento judicial como el procedimiento abreviado o simplificado, 
una institución propia del derecho anglosajón (plea bargaining), de igual forma se implementó 
el acuerdo probatorio y el acuerdo de reparación. 
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Esta acción no solamente explica el sentido de brindar métodos alternativos que permitan 
agilizar los procedimientos en materia penal, ya que este no es el fin exclusivo de estas medidas, 
el fin mismo del procedimiento judicial no es la obtención de una venganza sino la reparación 
integral del desequilibrio producido por el delincuente al cometer una acción punible, el fin 
principal es obtener una reparación para la víctima del delito. 
Sin embargo, para esto debe tomarse en cuenta otros elementos importantes, ya que estos 
acuerdos no son siempre aplicables pues se limitan a algunos casos y delitos, además es 
necesario recordar que el delito no perjudica exclusivamente a la víctima del mismo sino 
también a toda la sociedad, puesto que una persona que delinque genera todo un riesgo social. 
Por esta razón, un delincuente antes de ser incorporado a la sociedad debe pasar por un proceso 
de rehabilitación social que le permita ser incorporado sin riesgo de nuevo al medio social, o al 
menos esto es lo que se busca en teoría. De manera general estos métodos alternativos 
solamente son aplicables en delitos menores. 
Una vez establecido el contexto histórico por el cual son incorporados estos procesos es preciso 
definirlos de manera legal y doctrinaria: los acuerdos de reparación o acuerdos reparatorios son 
métodos alternativos de solución de conflictos, pero en el nuevo Código Orgánico Integral 
Penal su nombre cambia por el de conciliación, razón por la cual es preciso definir ambos 
términos. 
Para el autor Raúl Carranca y Rivas “la conciliación es un acuerdo celebrado entre quienes se 
encuentran en conflicto de intereses, con el objetivo de evitar un juicio o proceso, o de poner 
rápido fin a uno ya iniciado” (Laveaga & Lujambio, 2008). De esta manera la conciliación se 
establece como un método alternativo que se puede aplicar en materia penal cumpliendo con los 
requisitos establecidos por la misma ley; a diferencia de otros métodos como el arbitraje o la 
mediación, en donde interviene un tercero a manera de mediador o árbitro. La conciliación es 
realizada exclusivamente por las partes en conflicto, razón por la cual no se realiza en derecho 
sino en equidad, puesto que las partes pueden disponer de un acuerdo sin seguir las normas 
establecidas en la ley, sino que basta con que satisfaga sus intereses y se logre una reparación o 
acuerdo. Otra de las características de la conciliación es que se puede realizar previamente a la 
iniciación de un proceso judicial o inclusive una vez iniciado el mismo, generalmente previo a 
la audiencia de juzgamiento. 
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Para el autor Julio Galarreta, la conciliación en términos generales “significa ajustar los ánimos 
de los que se oponen entre sí, avenir sus voluntades y pacificarlos” (Galarreta, 2005). Sin 
embargo hablando en términos estrictamente jurídicos la conciliación es un:  
“Instituto que tiene como misión facilitar un proceso judicial o extrajudicial, mediante un 
acuerdo amigable a través de las diferencias de sus derechos, cuidando los intereses de libre 
disposición, y respetando el debido proceso en caso de encontrarse en el Órgano 
Jurisdiccional.” (Galarreta, 2005, pág. 1) 
Para este autor, quien toma la definición del “Décrete n.78-381 du 20 mars 1978” (Decreto n. 
78-381 del 20 de marzo de 1978 promulgado en Francia), la conciliación es una institución o 
instituto del Derecho debido a que no es aplicable exclusivamente en el proceso penal, sino de 
manera general en todos los procedimiento del derecho, siendo en el Derecho Civil el de mayor 
aplicación, pero exclusivamente en esta materia.  
Al igual que otros criterios, el autor coincide en que el objetivo principal de la conciliación es la 
de facilitar o auxiliar al proceso judicial ordinario mediante la búsqueda de un acuerdo 
voluntario, amigable y favorecedor para los intereses de las partes, estableciendo un final al 
conflicto. 
También es un elemento de análisis el señalamiento de que serán las mismas partes quienes 
cuiden sus intereses en este procedimiento, esto debido a que no se encuentra bajo la vigilancia 
de autoridad judicial, sin embargo existe el límite del respeto al debido proceso en caso de 
desarrollarse la conciliación de cualquier órgano jurisdiccional. Este postulado es aplicable en la 
conciliación del Código Orgánico Integral Penal, ya que si bien es cierto la conciliación es un 
acto voluntario entre las partes se halla inmerso y facultado por la Ley dentro del proceso penal 
señalado en el mismo cuerpo legal. 
Otros autores dividen a la conciliación en pre procesal y conciliación como actividad; siendo la 
primera la aplicable antes de una etapa judicial y la segunda, la instituida como mecanismo 
alternativo de solución de conflictos; mientras que en nuestro país se encuentra regulada por la 
Ley de Mediación y Arbitraje. En este sentido para Augusto Morello la conciliación pre 
procesal es: 
“Aquella que esta fuera de la noción jurisdiccional para meditarse como mecanismo alternativo 
de composición a través de personas o instituciones debidamente respaldadas (…) Suele 
64 
 
denominarse también conciliación extrajudicial por que tiende a resolver el conflicto antes de 
llegar al litigio” (Morello, 2005, pág. 63)  
Como lo señala el autor, la conciliación pude tomarse como un mecanismo a través del cual se 
evita el litigio, de allí que sea pre procesal, siendo a la vez un mecanismo alternativo que tiene 
como objetivo resolver el conflicto voluntariamente entre las partes, sin ser necesario continuar 
con el proceso judicial, por lo que de resultar positivo el acuerdo o conciliación entre las partes 
se da por terminado el proceso judicial ordinario. 
El Código Orgánico Integral Penal no da una definición legal de la conciliación, en el Titulo X: 
Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos, en el Capítulo segundo: conciliación, tan 
solo se limita a señalar el tiempo en el cual se puede realizar la conciliación así como los 
requisitos para su aplicabilidad.  
La Dra. Olga Mazzini señala respecto de los acuerdos reparatorios lo siguiente: 
“Consisten básicamente en la posibilidad que tiene la víctima de un delito que afecte bienes 
jurídicos disponibles de carácter patrimonial, de lesiones menos graves, (que son aquellas que 
producen una incapacidad menor a treinta días), y de delitos culposos, para llegar a un acuerdo 
con el imputado, y convenir en una forma de reparación satisfactoria de las consecuencias 
dañosas del delito.” (Mazzini, 2013, pág. 12) 
De esta manera los acuerdos reparatorios son medios alternativos de solución de conflictos, al 
igual que la conciliación, que buscan una solución entre las partes involucradas ya que, en 
común acuerdo, podrán proponer al juez el tiempo previsto por la ley en el cual han de llegar a 
un acuerdo satisfactorio que pondrá fin al litigio. Igualmente no interviene una tercera persona a 
manera de mediador o árbitro y el acuerdo se realiza en equidad, ya que las partes negocian los 
términos en los cuales se habrá de efectuar la reparación por su cuenta siempre y cuando esta 
decisión no vaya en contra de la ley.  
También hay que enfatizar que este tipo de acuerdos son aplicables únicamente en delitos 
menores, es decir en aquellos que se lesione bienes jurídicos de tipo patrimoniales, entre los 
cuales se encuentra el delito de robo simple, además de otros delitos menores, todo esto debido 
a que en delitos más graves, además del daño ocasionado a la víctima se juzga la peligrosidad 
del que el infractor tiene para la sociedad, mientras que en los delitos menores se busca 
prioritariamente la remediación del daño ocasionado. El Código de Procedimiento Penal no 
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define al acuerdo reparatorio y tan solo se limita a señalar que se trata de un medio de solución 
alternativo al juicio y en el mismo artículo se plantea los requisitos para interponer este acuerdo 
y el trámite que se realizará ante el mismo juez de garantías penales.  
2.4.4.2. Naturaleza jurídica y característica 
No todos los métodos alternativos de solución de conflictos son aplicables en al área penal ya 
que tan solo se utiliza los señalados expresamente por la ley en el Código de Procedimiento 
Penal y el Código Orgánico Integral Penal, debido a que por la naturaleza jurídica del Derecho 
penal y considerando los bienes jurídicos, derechos y garantías que están implícitos en el 
proceso penal no pueden ser objeto de mediación y arbitraje. Los métodos que señalan las leyes 
penales buscan dar cumplimiento con el principio judicial y constitucional de celeridad, así 
como de agilizar la reparación integral de la víctima; pese a ello deben cumplir con reglas de 
aplicación y procedimiento, siguiendo las normas del debido proceso y procurando que no se 
vulneren los derechos de ninguna de las partes, para lo cual es el mismo juez quien actúa a 
manera de garantista de las normas y derechos. 
Tanto el acuerdo de reparación como la conciliación son métodos alternativos de solución de 
conflictos; al respecto de esto se ha señalado que son agilizadores del proceso, pese a ello no 
dejan de ser instrumentos restauradores de la paz, armonía social, equidad y justicia. 
Considerando los problemas que en la actualidad han surgido a lo largo de la evolución de la 
sociedad y de los sistemas de justicia de todos los países, que en la actualidad se ven saturados 
de causas sin resolver y de las evidentes fallas a nivel normativo, estos métodos constituyen un 
mecanismo adecuado para llegar a una reparación integral de los daños producidos. 
Al igual que la humanidad el Derecho ha ido evolucionando para ajustarse a las necesidades de 
las sociedades, por ello estos métodos son considerados como un logro moderno para el alcance 
de la igualdad y paz social, ya que desde que el ser humano decide vivir en comunidad afronta 
los problemas que puedan surgir dentro de esta convivencia, además de que el Estado en su 
ejercicio de poder soberano busca mantener el equilibrio de todos los que en él habitan. 
Para la evolución armónica de la humanidad es necesario alcanzar la paz, surge la justicia como 
el medio para lograr esta paz y restablecer el equilibrio que pueda ser vulnerado por cualquier 
factor; además se debe puntualizar que en el proceso histórico se fue limitando la participación 
directa de las partes en la búsqueda de una solución y reparación integral en el área penal en casi 
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todos los delitos. Esta falta de participación sumada a los problemas judiciales antes 
mencionados dio como resultado, además de la demora en la resolución de las causas judiciales, 
una desconfianza en el sistema de justicia. 
Por esta razón las sociedades que evolucionan en la actualidad de una manera globalizada, ya 
que se nutre de todas las corrientes de pensamiento internacionales, provocaron que se busquen 
métodos en los cuales exista una mayor participación de la ciudadanía en los conflictos que los 
afectan. De esta manera, nuestra legislación que no estaba aislada de estos cambios buscó la 
inclusión de estos métodos, incluyendo figuras en materia penal e incorporando la mediación y 
el arbitraje en el año 1997. 
En base a todo este contexto es necesario analizar la naturaleza jurídica de estos métodos, a fin 
de determinar sus características y con posterioridad los beneficios que brindan a las partes, al 
sistema de justicia y a la sociedad misma, para lo cual primero debemos partir del hecho de que 
para que estos métodos sean aplicables debe existir un litigio que en las palabras de Francesco 
Carnelutti es “el conflicto de intereses calificado por la pretensión de uno de los interesados y por la 
resistencia del otro” (Ovalle, 1998, pág. 196). El litigio puede ser resuelto de diversas maneras, ya 
sea por autotutela o autodefensa, por autocomposición o por heterocomposición. También se 
encuentran los litigios que nunca han sido resueltos.  
Los litigios resueltos por autotutela o autodenfensa son aquellos resueltos por voluntad 
unilateral de una de las partes, por ejemplo, el desistimiento de una causa y los litigios que 
nunca han sido resueltos son formas de terminación de conflictos, es decir, son las dos 
excepciones dentro de las cuales no se incluyen los métodos alternativos de solución de 
conflictos; igualmente estos se encuentran dentro de la autocomposición, que es la resolución de 
un conflicto por voluntad de las dos partes que puede o no incluir la ayuda de un tercero. Dentro 
de esta categoría podemos incluir a la mediación y, por supuesto, a la conciliación y al acuerdo 
reparatorio. Finalmente la heterocomposición es aquella que se decide exclusivamente por la 
decisión de un tercero, en este caso podemos ubicar al arbitraje y al proceso judicial en sí, ya 
que lo resuelve exclusivamente el juez de no haber conciliación de las partes. 
También es necesario definir lo que se entiende por autocomposición, a fin de ubicar tanto a la 
conciliación como a los acuerdos reparatorios. Luis Octavio Vado define a la autocomposición 
como: “La renuncia de un derecho propio en beneficio del interés ajeno (…) es una solución que 
proviene de la voluntad de las partes” (Vado, 2009, pág. 5). Evidentemente la principal característica 
es que a través de estos métodos el litigio termina por acuerdo voluntario de las partes y no por 
67 
 
decisión de un juzgador, al mismo tiempo que se negocian los términos en los cuales se ha de 
producir el acuerdo, además de que se renuncia de cierta manera a ciertos derechos otorgados 
por la legislación o por el Estado como la defensa y la tutela efectiva, esto de manera voluntaria 
y considerando siempre las reglas del debido proceso y de no perjudicar a la sociedad, es decir, 
considerar la peligrosidad del delito y del delincuente, puesto que no siempre caben estas 
medidas alternativas. 
Los medios alternativos de solución de conflictos proceden al menos de dos formas de 
resolución de litigios, la autocomposición y la heterocomposición, pese a esto podemos 
definirlas por igual, así como lo señala Luís Vado:  
“Los medios alternativos consisten en diversos procedimientos mediante los cuales las personas 
pueden resolver sus controversias sin necesidad de una intervención jurisdiccional (…) en los 
que el poder de las partes puede ser mayor o menor en términos de la decisión.” (Vado, 2009, 
pág. 9) 
Estos métodos provenientes del derecho anglosajón, cuya finalidad es la de resolver 
controversias, se caracterizan principalmente porque permiten que sean las mismas partes 
intervinientes en el proceso las que tomen una decisión y lleguen a un acuerdo que ponga fin al 
conflicto, tal como lo señala el autor, además de que el grado de participación de las partes está 
dado por el tipo de medida alternativa, ya que mientras en la conciliación y el acuerdo 
reparatorio la decisión es exclusiva de las partes, en el arbitraje la decisión final está dada por un 
tercero, lo que disminuye notablemente el protagonismo de las partes. 
2.4.4.3. Importancia y beneficios 
Para establecer la importancia del acuerdo reparatorio y de la conciliación es preciso señalar la 
importancia que tienen los métodos alternativos de solución de conflictos en general. El 
tratadista uruguayo Enrique Véscovi afirma que “en general, se busca no sustituir la vía 
jurisdiccional, sino encontrar una forma alternativa que permita suprimir, o resolver pacíficamente, una 
gran cantidad de disputas, impidiendo que lleguen a la vía procesal” (Véscovi, 1994, pág. 366).  
Como afirma el tratadista, no se trata de reemplazar la vía jurisdiccional, sino de brindar otros 
métodos mediante los cuales se puede llegar a la reparación, prueba de ello es que no se los 
denomina exclusivamente como métodos alternativos de solución de conflictos sino que se los 
ha denominado como medios alternativos de justicia.  
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En definitiva no se trata de una renuncia a la justicia tradicional, ni un modo de privatización de 
la misma, sino que mediante la utilización de métodos legítimos, facultados por la ley y que 
respetan los normas del debido proceso, las garantías constitucionales y los derechos humanos, 
se busque una solución que ponga fin al litigio, para ello se ha retomado un principio casi 
olvidado que es la resolución del conflicto por voluntad de las partes, donde las partes son 
dueñas de su propio problema y por ello tienen la facultad para resolverlo por sí mismas, aunque 
no siempre esto sea posible, sin embargo se pueden utilizar cuantas posibilidades brinde la ley. 
Los beneficios que brinda tanto el acuerdo de reparación como la conciliación son numerosos, 
se debe señalar que en realidad no únicamente las partes obtienen un mayor beneficio sino 
también el sistema de justicia, el Estado y en general toda la sociedad. Por esta razón es 
necesario precisar cuáles son las ventajas de utilizar estos métodos y por lo tanto su 
importancia. 
Al permitir una intervención más directa de las partes involucradas en el conflicto se logra 
también una mejor comunicación entre las partes, algo que no se genera usualmente en el 
proceso judicial, pues al estar representada cada una de las partes mediante la Fiscalía y por el 
abogado defensor particular o la Defensoría Pública se expropia la calidad de víctima y 
ofendido. Con esto la víctima y el ofendido se sienten excluidos y por lo tanto ven disminuida 
su participación así como sus intereses, así muchas veces deben conformarse con las 
disposiciones y reparaciones que señala la ley, las que no siempre resultan satisfactorias.  
Una mayor participación de las partes en el proceso brinda una mejor oportunidad para el 
diálogo y la presentación de propuestas, mediante la negociación, que implica la cesión de 
ciertos derechos, puede concretar una posible solución. 
Hay quienes afirman que no se puede dejar de considerar el riesgo que implica que la 
negociación se haga fuera de la supervención de un experto, ya que el desconocimiento puede 
hacer que alguna de las partes abuse de la otra y termine por convencerle de una solución que es 
poco ajustable a la realidad del daño ocasionado. Sin embargo, no es una obligación que las 
partes negocien el acuerdo por sí solas, sino que en cualquier momento podrán contar con la 
ayuda de un profesional del derecho o con el asesoramiento de sus procuradores judiciales. 
Quizá el beneficio más importante de usar tanto el acuerdo de reparación como de conciliación 
es el menor tiempo que representan para conseguir una reparación y poner fin al litigio. No es 
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un hecho desconocido que la justicia, en ocasiones, toma más tiempo del que se debe en la 
resolución de conflictos en nuestro país, esto debido a factores históricos (sistema inquisitivo), 
económicos (falta de recursos económicos y de modernización del sistema de justicia), sociales 
(falta de ética de los profesionales del derecho y de los mismos jueces que retardan las causas 
injustificadamente), legislativos (leyes incongruentes con la realidad social) y gubernamentales 
(falta de políticas para lograr un mejor desempeño en el sistema judicial). 
Todos estos factores han generado un sistema de justicia ineficiente y excesivamente lento, esto 
pese a las reformas que se han realizado para lograr una mayor agilidad no han sido suficientes, 
sin embargo la inclusión de métodos alternativos de solución de conflictos ha provocado un 
notorio cambio en la agilidad para alcanzar la reparación del daño producido.  
De esta manera, la conciliación entre las partes consigue en menor tiempo resultados que la vía 
judicial no ha logrado, por ello las partes también consiguen de manera más efectiva beneficios 
en caso de llegar a un acuerdo, principalmente el ahorro de tiempo, que significa para una 
persona alejarse de su estilo de vida, su familia y trabajo inclusive no se puede descartar el 
desgaste de la salud  física y emocional. Considerando estos aspectos resulta imprescindible 
saber cuán importante es que el conflicto se solucione a una mayor brevedad. 
El menor tiempo representa también un menor gasto económico, esta es otra ventaja 
significativa ya que los gastos a los que debe someterse la víctima son cuantiosos, esto ya que 
muchas veces la inversión de tiempo puede significar un aumento de los gastos que implica un 
proceso judicial, así como una disminución de las actividades laborales, es por ello que muchas 
víctimas sufren graves problemas económicos antes de obtener una compensación del sistema 
judicial mediante la reparación del daño, además hay que considerar no solamente el largo 
proceso en materia penal, sino las acciones civiles por daños y perjuicios que deben seguirse 
con posterioridad a la sentencia condenatoria, así como las distintas apelaciones que puede 
interponer el sentenciado.  
Igualmente mediante un acuerdo reparatorio se evita alargar el proceso, con lo cual no solo 
representa un menor gasto económico para la víctima, sino que la reparación por el daño 
producido se efectúa de una manera más rápida y satisfactoria, ya que el monto es fijado de 
común acuerdo entre las partes. 
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Pese a que tanto la conciliación como el acuerdo de reparación son aplicables únicamente en 
ciertos delitos que no impliquen una peligrosidad del delincuente, es decir principalmente en 
delitos contra el patrimonio y algunas otras faltas menores, cualquier delito por menor que sea, 
siempre ha de producir un efecto traumático en la víctima ya que afecta su psicología y se 
extiende a lo largo del proceso judicial, además de que muchas veces la frustración va 
acompañada de un sentimiento de injusticia que no termina sino cuando de alguna manera se 
produce la reparación. 
Por otra parte, considerando el factor del tiempo, esta frustración se alarga y va desmejorando el 
ánimo de la víctima al ver que el proceso judicial lejos de aportar una solución rápida solo se 
extiende sin llegar a su final, motivo por el cual, el afectado no encuentra paz produciéndose un 
daño psicológico y emocional. Así, otra de las ventajas en utilizar los métodos alternativos es 
sin duda que se logra evitar un mayor daño emocional en la víctima, quien logrará una 
reparación en un plazo menor, además de que lo hará mediante su propia negociación. 
Todos estos beneficios son de gran ayuda para la víctima u ofendido por el delito, sin embargo 
es preciso analizar otras ventajas tanto para el bien social como para el propio Estado. 
Considerando el factor tiempo, este es primordial para el descongestionamiento de instancias en 
los juzgados ya que la gran cantidad de procesos que no llegan a una solución vuelven más lenta 
a la justicia y retardan causas mucho más graves que requieren mayor atención por parte del 
Estado. 
También es importante considerar que no todos los delitos son iguales, puesto que algunos 
afectan a bienes jurídicos mucho más importantes que otros, de allí que existan una clasificación 
penal y una diferenciación en las penas; ya que es mucho más eficaz que el Estado deje que 
algunos delitos menores, que no representen un riesgo para toda la sociedad, sean resueltos de 
común acuerdo por las víctimas evitando una mayor acumulación de los casos en los juzgados.  
Si estos procesos de menor importancia se resuelven entre las partes la justicia será mucho más 
ágil en otros procesos, estos medios alternativos de solución de conflictos son evidencia de que 
el Estado pretende que sean las partes quienes tengan un mayor protagonismo y busquen otros 
mecanismos más eficaces, como en los delitos de acción privada, los cuales pueden resolverse 
mediante un acuerdo entre las partes ya que la peligrosidad, para la sociedad, no es un elemento 
clave en estos delitos. 
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Otro beneficio para el Estado es la optimización de recursos, puesto que muchas de las causas 
que se siguen son delitos patrimoniales inferiores los cuales no justifican la inversión que se 
realiza en el proceso. Además, si se considera que algunos delitos representan un daño mínimo 
para las víctimas, tanto así que muchas veces prefieren no seguir las causas por el tedioso 
proceso judicial, el Estado tratándose de un delito de acción pública se ve obligado a seguir con 
la causa aun sin el interés de la víctima ya que le ha expropiado esta calidad y es el fiscal quien 
debe asumir este papel. Como consecuencia de ello, la causa llegará a su final no sin antes haber 
trascurrido un tiempo considerable, lo que representa un gasto innecesario para el Estado.  
Por esta razón, en caso de aplicarse la conciliación y el acuerdo de reparación se finiquita el 
litigio evitando un mayor gasto para el Estado y optimizando los recursos para causas realmente 
graves que justifiquen la inversión estatal, esto no en el sentido de cuantificar el bien jurídico 
lesionado en dinero sino en el sentido de juzgar los delitos realmente peligrosos para la sociedad 
y rehabilitando a los delincuentes que pueden resultar más agresivos y peligrosos para la misma. 
Finalmente, aunque no menos importante, cabe señalar un beneficio mutuo que tienen tanto las 
partes en conflicto como el propio Estado, y que en criterio de Luis Vado se define como una 
acción cívica, pero que en realidad podría definirse como un vínculo de participación y 
colaboración entre el Estado, ya que enseña a sus ciudadanos a mediar y negociar en sus propios 
problemas, no por ello restando la protección y tutela que les ampara; sino invitando a 
reflexionar acerca de los conflictos que les afectan y a buscar una solución de manera 
participativa y privada, defendiendo sus propios intereses y ayudando al Estado en la búsqueda 
de la restauración del equilibrio, la armonía y la paz social. 
2.4.4.4. Requisitos y aplicabilidad 
Puesto que el acuerdo de reparación constituye un antecedente jurídico de la conciliación, es 
preciso señalar los requisitos que eran necesarios para su aplicación, como un antecedente del 
actual procedimiento de la conciliación contemplada en el COIP. El Código de Procedimiento 
Penal en artículo innumerado después del 27 señala los requisitos para que sea aplicable el 
acuerdo de reparación: “Excepto en los delitos en los que no cabe conversión según el artículo 
anterior, el procesado y el ofendido podrán convenir acuerdos de reparación”. La redacción del 
artículo claramente da a comprender que los requisitos de aplicabilidad para el acuerdo de 
reparación son los mismos que la conversión, es por ello que cabe considerar las prohibiciones 
señaladas en el artículo 37: 
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 a) “Cuando se trate de delitos que comprometan de manera seria el interés social”. La redacción 
de este primer literal era algo interpretativa, puesto que no señala expresamente que delitos son 
los que comprometen el interés social de una manera seria, tal vez debemos acudir al literal final 
que expresa que los delitos cuya pena máxima excedan los cinco años no pueden ser 
susceptibles de conversión, en este caso hay una mejor redacción que no da lugar a 
interpretaciones erróneas. 
Con cierta lógica se puede decir que todo delito de acción pública afecta de manera directa al 
interés social, es por ello que están en la esfera pública, ya que los delitos de acción privada 
afectan exclusivamente al ofendido por lo que no representan mayor riesgo para la paz y 
armonía social, Por ello el Estado en su ejercicio soberano ejerce las acciones necesarias a fin de 
restablecer el desequilibrio producido por el delito. 
En este caso es necesario una reflexión acerca del espíritu de la ley, para lo cual hay que partir 
del hecho de que no todo delito lesiona el mismo bien jurídico, además algunos delitos lesionan 
un mismo bien pero en mayor o menor grado. Desde esta perspectiva los delitos que 
comprometen la armonía social serían aquellos que lesionen bienes jurídicos de enorme 
importancia o que lo hagan en el grado máximo. 
Por lo señalado es necesario recurrir a un ejemplo para reafirmar este postulado. En el primer 
caso, los delitos que lesionan bienes jurídicos tan importantes como el de la vida, la libertad o 
los derechos humanos no pueden ser objeto de conversión, puesto que lesionan bienes jurídicos 
de enorme importancia y cuya trasgresión se considera seriamente peligrosa para toda la 
sociedad y no solamente para el afectado, por lo que de no cumplir con el requisito del último 
literal, es decir que sean sancionados de manera máxima con cinco años, también podrán no ser 
objeto de conversión y de acuerdo reparatorio.  
Además, la facultad de aceptar o negar el acuerdo estará en manos del juez de garantías penales, 
quien deberá interpretar si la acción cometida por el procesado es o no una que comprometa de 
manera seria el interés social. 
En el segundo caso, se ha señalado con anterioridad que la acción reparatorio o de conciliación 
se aplica principalmente en delitos que afectan el patrimonio, esta clase de delitos afectan el 
mismo bien pero en diferente grado. Por ejemplo, no es lo mismo un delito de robo simple o 
hurto al de un robo calificado, igualmente hay acciones que dañan el patrimonio privado o los 
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bienes públicos causando alarma y pánico social, como los delitos de terrorismo e incendios que 
claramente son un ejemplo de acciones que comprometen seriamente la paz y armonía social. 
b) “Cuando se trate de delitos contra la administración pública o que afectan los intereses del 
Estado”. Estos delitos también pueden afectar gravemente la seguridad social ya que afectan al 
propio Estado, además un hecho lógico que siendo el perjudicado el Estado no sería posible 
realizar un acuerdo de reparación ya que no existe una víctima única sino que es la colectividad, 
toda la sociedad, la afectada por el delito, es por ello que no cabe acuerdo de reparación sino 
que debe seguirse de manera obligatoria la vía judicial. 
c) “Cuando se trate de delitos de violencia sexual, violencia intrafamiliar o delitos de odio”. Por 
la enorme lesión del bien jurídico, todas las agresiones sexuales, delitos por violencia 
intrafamiliar y aquellos que son realizados por motivos de odio y discriminación por cualquier 
motivo no pueden ser susceptibles de conversión, ya que de igual manera ponen en riesgo la 
seguridad de toda la colectividad y tienen la particularidad de ser realizados con agravantes. 
d) “Cuando se trate de crímenes de lesa humanidad”. Los delitos de lesa humanidad por su 
naturaleza afectan de manera global a todo el conjunto humano, por lo que no pueden ser objeto 
de acuerdo reparatorio. Dentro de esta categoría deben comprenderse a todos los delitos 
comprendidos en el artículo 7 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional del 17 de 
julio de 1998. 
e) “Cuando la pena máxima prevista para el delito sea superior a cinco años de prisión”. El 
literal final señala expresamente que ninguno de los delitos cuya pena máxima exceda los cinco 
años podrá ser susceptible de conversión e igualmente de acuerdo reparatorio. Además, el 
mismo artículo señalaba que si había pluralidad de ofendidos, era necesario el consentimiento 
de todos ellos, aunque solo uno haya presentado la acusación particular, por lo que esta 
circunstancia deberá ser considerada igualmente para aplicar el acuerdo de reparación. 
El Código Orgánico Integral Penal en el Titulo X referente al mecanismo alternativo de solución 
de conflictos, en el título II referente a la conciliación, en el artículo 663 señala tanto los casos 
en los que se puede aplicar la conciliación como los casos en los que queda prohibido. Así 
señala que “la conciliación podrá presentarse hasta antes de la conclusión de la etapa de instrucción 
fiscal en los siguientes casos:” (Código Orgánico Integral Penal) 
74 
 
1. “Delitos sancionados con pena máxima privativa de libertad de hasta cinco años”. Este 
requisito también estaba contemplado en el Código de Procedimiento Penal y es aplicable en 
delitos cuya pena máxima no exceda los cinco años. 
2. “Delitos de tránsito que no tengan resultado de muerte”. Este nuevo caso no estaba 
contemplado en el Código Anterior, en razón de que no abarcaba la normativa de tránsito que 
era abordada por una ley especial. Los delitos de tránsito por su naturaleza son “culposos”, ya 
que no existe una mala intención por parte del conductor en ocasionar el daño, pues que sería 
ilógico pensar que un conductor sale a transitar en la calle con la idea de ocasionar un daño a 
una persona; por ello su responsabilidad recae en una acción culposa pudiendo ser producto de 
la negligencia, imprudencia o impericia.  
Pese a lo cual, la ley señala que no se podrá aplicar el acuerdo de reparación cuando producto de 
la infracción haya fallecido una persona, en consideración a que existe una lesión de un bien 
jurídico muy importante como la vida. Por ello, pese a que no haya existido intención la ley no 
permite que se produzca conciliación, excepcionalmente, en este caso.  
3. “Delitos contra la propiedad cuyo monto no exceda de treinta salarios básicos unificados del 
trabajador en general”. El acuerdo de reparación y la conciliación fueron creados con la 
intención de que se apliquen en los delitos que lesionan principalmente el patrimonio. Por ello 
el Código Orgánico Integral Penal señala a los delitos contra la propiedad como susceptibles de 
conciliación y establece un límite señalando que el monto del perjuicio no sea superior a treinta 
salarios básicos. 
El inciso final de este mismo artículo señala las prohibiciones para la aplicación de la 
conciliación tomando en cuenta en los siguientes casos: 
a) “Se excluye de este procedimiento las infracciones contra la eficiente administración 
pública o que afecten a los intereses del Estado”. Al igual que en el Código de 
Procedimiento Penal anterior, la prohibición está dada por motivos de interés social y 
colectivo. 
b) “Delitos contra la inviolabilidad de la vida”, si bien antes se mencionaba que se 
prohibía aplicar el acuerdo de reparación en delitos que afecten de manera sería el 
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interés social, en el Código Orgánico Integral Penal se señala de manera expresa que en 
los delitos que atenten contra la vida de las personas no se podrá aplicar la conciliación. 
c) Delitos contra la “integridad y libertad personal con resultado de muerte”. Se mantiene 
el principio de que ningún delito que haya producido una muerte es susceptible de 
conciliación en razón del bien jurídico afectado. 
d) “Delitos contra la integridad sexual y reproductiva”. Debido a la grave lesión de este 
bien jurídico y manteniendo lo que señalaba el Código de Procedimiento Penal no se 
permite aplicar la conciliación en caso de agresiones sexuales. 
e) “Delitos de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar”. Siendo la familia 
el núcleo social, es necesario una protección especial, por ello en los delitos de 
violencia intrafamiliar o de violencia contra la mujer no se puede aplicar la conciliación. 
2.4.4.5.  Procedimiento de aplicación del acuerdo de reparación o conciliación 
El Código de Procedimiento Penal y el Código Orgánico Integral Penal establecen  
procedimientos diferentes para los acuerdos de reparación y para la conciliación, 
respectivamente, por ello es preciso realizar el estudio por separado.  
El Código de Procedimiento Penal que regía antes de la vigencia del Código Orgánico Integral 
Penal, señala que el acuerdo de reparación debía ser presentado por ambas partes, mediante 
petición escrita que debe contener el acuerdo de reparación conjuntamente ante la o el fiscal. 
Este documento, sin más trámite se deberá remitir al Juez de Garantías penales para que 
convoque a una audiencia pública, oral y contradictoria en la cual deberá verificar que el 
acuerdo sea aplicable, es decir, que el delito cometido no sea uno en los que prohíba la 
aplicación de este acuerdo; y que ambas partes debían ratificar que fue celebrado de forma libre, 
espontánea, voluntaria y que tiene pleno conocimiento de sus derechos. Para la realización de 
esta audiencia se deberá contar de manera obligatoria con el fiscal y el defensor. 
En la misma resolución de aceptación del acuerdo de reparación se disponía el archivo temporal 
de la causa y se procederá con el archivo definitivo de la misma, cuando llegue a conocimiento 
del juez el cumplimiento íntegro del acuerdo de reparación. La ley anterior señalaba que el 
acuerdo de reparación tiene fuerza ejecutoria y de no cumplirse con el mismo el afectado 
76 
 
dispondrá de dos opciones: pedir al juez que haga cumplir el mismo o solicitar a la misma 
autoridad que continúe con el procedimiento ordinario penal. 
El plazo para la presentación del acuerdo de reparación era hasta de cinco días después de que el 
tribunal penal avoque conocimiento de causa. En cuanto al plazo para el cumplimiento del 
mismo, la ley no señala ninguno. 
El Código Orgánico Integral Penal por su parte manifiesta en el artículo 665 las reglas a seguir 
para que se aplique la conciliación, mientras que previamente en el artículo 664 señala los 
principios bajo los cuales se regirá, siendo el primero y quizá el más importante el de 
voluntariedad de las partes. Puesto que es el primer elemento para dar inicio a la conciliación. 
Además, el artículo 665 del Código Orgánico Integral Penal señala como primera regla: “la 
víctima y la persona investigada o procesada presentarán ante la o el fiscal la petición escrita de 
conciliación que contendrán los acuerdos”.  
La primera norma del procedimiento señala que la presentación del acuerdo necesariamente 
deberá realizarse por escrito y deberá presentarse de manera conjunta por las dos partes, tanto el 
procesado como la víctima ante el fiscal, así debe constar en el documento también. 
Una vez recibido el acuerdo y si se ha realizado en fase de investigación, el fiscal deberá 
realizar un acta en el que deben constar las condiciones de la conciliación y el tiempo en el cual 
ha de realizarse. Una vez sentada el acta el fiscal suspenderá su actuación hasta que concluya el 
plazo del acuerdo, de haberse cumplido, se archivará la investigación de acuerdo al 
procedimiento establecido en el mismo Código Orgánico Integral Penal. En caso de no 
cumplirse con lo acordado y una vez fenecido el plazo o si se hubiere cometido parcialmente el 
acuerdo, sin cumplir con alguno de los puntos establecidos, el fiscal podrá revocar el acta de 
conciliación para continuar con su actuación de acuerdo a las reglas del mismo Código. 
Si el pedido de conciliación se produjera en la fase de instrucción, el fiscal deberá solicitar al 
juez inmediatamente que convoque a una audiencia en el cual se escuchará a las partes y de 
manera oral se presentará las condiciones y plazo de la conciliación. Una vez escuchadas las 
partes el juzgador deberá aprobar la conciliación mediante resolución; además en la misma debe 
constar la orden de suspensión del proceso hasta que se cumpla con lo acordado, así como el 
levantamiento de medidas cautelares y de protección que se hayan impuesto. 
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Después de esto pueden darse dos casos: el primero es que se cumpla con el acuerdo, en cuyo 
caso el juzgador deberá declarar extinguido el ejercicio de la acción penal; mientras que al 
contrario, en caso de no haberse cumplido con el acuerdo en el plazo establecido, mediante 
petición por parte del fiscal o de la misma víctima, el juez convocará a audiencia en la cual se 
discutirá acerca del incumplimiento de cualquiera de los puntos del acuerdo, así como de la 
revocatoria de la resolución de conciliación y la suspensión del procedimiento. Si el juzgador 
tuviere la convicción que en efecto se ha incumplido con el acuerdo, además de la revocación 
del mismo, ordenará que se continúe con el procedimiento penal ordinario. 
Respecto al plazo máximo para el cumplimiento del acuerdo de reparación, el mismo Código 
señala que será de 180 días que bajo ninguna circunstancia será prorrogable ya que según lo 
señala el numeral 9 del artículo 665 de Código Orgánico Integral Penal “durante el plazo para el 
cumplimiento de los acuerdos de conciliación se suspenderá el tiempo imputable a la 
prescripción del ejercicio de la acción penal y los plazos de duración de la etapa procesal 
correspondiente”. Hay que señalar, finalmente, que si la conciliación ha sido revocada una vez 
no podrá volver a concedérsela dentro del mismo proceso.  
2.1.1.1 Antecedentes investigativos 
 
De acuerdo al Informe 17 de seguridad ciudadana realizado por el Observatorio Metropolitano 
de Seguridad Ciudadana (OMSC),  la desconfianza en la justicia y la inseguridad son dos de las 
principales preocupaciones de la ciudadanía de los países de América Latina. El Ecuador no es 
ajeno a esta realidad, por ende estos temas deben tener prioridad en las agendas de trabajo de los 
gobiernos, tanto a nivel central como local. El Plan Nacional del Buen Vivir establece entre sus 
objetivos: “6. Consolidar la transformación de la justicia y fortalecer la seguridad integral, en estricto 
respeto a los derechos humanos”. (Plan Nacional del Buen Vivir 2013 - 2017). Para alcanzar este 
objetivo el Consejo Nacional de Planificación, considera que el Estado debe mejorar la 
confianza ciudadana en la justicia, mediante el respeto a los derechos humanos, de igual manera 
debe adoptar y fortalecer políticas públicas que permitan reducir progresiva y eficazmente los 
niveles de inseguridad ciudadana en el territorio ecuatoriano. 
La inseguridad es un problema social complejo, que debe ser abordado desde una visión 
multidisciplinaria por cuanto sus orígenes son multicausales, por lo tanto requiere una 
intervención integral desde diversas instituciones, con políticas preventivas, reactivas y 
disuasivas. Por su parte, la desconfianza de la ciudadanía en la justicia se refuerza con la imagen 
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de impunidad ante el incremento de los índices de inseguridad, por lo que podemos observar 
que estos problemas están interconectados. Durante los últimos años, específicamente después 
del Referéndum del 7 de mayo de 2011, hemos sido testigos de diferentes políticas, programas y 
acciones para combatir la inseguridad y mejorar la administración de justicia, es así que para 
renovar la capacidad de vigilancia y reacción ante la delincuencia se incrementó la dotación de 
equipos, armas e infraestructura a la institución policial, también se implementó el Proyecto 911 
para unificar las comunicaciones de emergencia; desde el Consejo de la Judicatura el principal 
objetivo en estos años ha sido la restructuración de la Función Judicial, mediante la creación de 
unidades judiciales, la implementación de modelos de gestión de juzgados y tribunales, el 
fortalecimiento de las flagrancias, así como el incremento de talento humano especialmente 
nuevas y nuevos juezas y jueces; desde el ámbito normativo se han ensayado diversos intentos 
para combatir la inseguridad y mejorar la administración de justicia, hemos visto planteamientos 
progresistas pero que no contaron con el apoyo suficiente, como el Anteproyecto de Código de 
Garantías Penales propuesto por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, también han 
existido otras propuestas que sí llegaron a implementarse mas no dieron el resultado esperado y 
tuvieron que ser revertidas, como fue el caso de transformar la estafa en delito de acción 
privada, lo cual fue rápidamente corregido puesto que se incrementó de manera drástica los 
índices de cometimiento de dicho delito. En la actualidad el Código Orgánico Integral Penal – 
COIP- recoge las principales preocupaciones y alternativas de mejora al sistema penal 
provenientes del Gobierno Central, la Función Judicial y de varios sectores sociales. 
El COIP contiene el catálogo de acciones u omisiones que conforme el acuerdo social se las 
califica como delitos, es decir, aquellas que la sociedad rechaza y por lo tanto establece un 
castigo frente a su cometimiento. En el sistema penal ecuatoriano, si bien los delitos contra la 
administración pública, contra el derecho a la vida, a la libertad sexual, así como los delitos de 
tráfico de drogas son severamente castigados con penas privativas de libertad extensas; en la 
cotidianidad de las y los habitantes del Ecuador los delitos más recurrentes son los que afectan 
la propiedad, dentro de los cuales uno que tiene mayor incidencia es el delito de robo simple que 
está tipificado en el artículo 189 inciso segundo del COIP (la acción de sustraer o apoderarse de 
cosa mueble ajena mediante fuerza en las cosas), tanto así que la percepción de inseguridad de 
la ciudadanía se basa principalmente en la experiencia propia o de terceros como víctimas de 
este tipo de delitos. 
El Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, a través del Observatorio Metropolitano de 
Seguridad Ciudadana investiga y publica informes estadísticos de criminalidad y violencia en el 
DMQ, es así que el informe estadístico y georeferenciación publicado en el mes de febrero de 
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2013, contiene las estadísticas de denuncias por muerte violenta, delitos contra el patrimonio y 
lesiones a personas en el periodo comprendido desde enero de 2011 a enero de 2013, de las 
cuales para efectos de esta investigación, se destaca que el delito que mayor incidencia tiene en 
la ciudad de Quito es el robo, de igual manera la mayor frecuencia de denuncias por delitos 
contra el patrimonio se presenta en la Administración Zonal Norte, seguida de la 
Administración Zonal Centro. (Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana, 2013, pág. 
35) 
El Ecuador según establece la Constitución de la República en su artículo primero “es un Estado 
constitucional de derechos y justicia”, por lo tanto debe proteger y garantizar los derechos de los 
ciudadanos, en el mismo sentido la norma constitucional establece como deber primordial del 
Estado el garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz, así como a la seguridad 
integral. Cabe recalcar que la actuación del Estado debe garantizar los derechos de todas las 
ciudadanas y ciudadanos por igual, sin embargo, las políticas, leyes y procedimientos 
desarrollos para el proceso penal se han preocupado de manera prioritaria por garantizar los 
derechos del procesado sin poner atención a las necesidades y derechos de las víctimas y 
perjudicados.        
Una persona que ha sido víctima del cometimiento de un delito tiene no sólo la opción, sino el 
derecho de acudir a denunciar el hecho y activar el sistema de justicia a su favor, con el fin de 
ser restituido o reparado el bien jurídico que le ha sido vulnerado. Desde el momento en el cual 
la persona afectada acude a denunciar ante la Policía Judicial o la Fiscalía, el Estado tiene la 
obligación de investigar y realizar todas las actuaciones procesales necesarias para otorgar 
justicia a la víctima del delito, lamentablemente, la capacidad judicial se vuelve insuficiente 
dado el alto índice de conflictos penales, en muchos casos la víctima se encuentra en la tarea de 
acudir en reiteradas ocasiones a solicitar, exigir e incluso implorar se atienda su caso, lo que 
produce una revictimización por parte de los propios operadores de justicia, afectando la 
estabilidad psicológica, familiar, económica y social de la víctima.  
La expectativa inicial de la persona que ha sido víctima de un delito es que el Estado actúe bajo 
el principio de celeridad, no se puede pedir a la víctima que comprenda que existen miles de 
casos más que atender, ése es un problema de la administración de justicia, mas no es asunto de 
la víctima, esta persona siente que está pidiendo dádivas cuando se trata de sus derechos, tales 
como: el acceso gratuito a la justicia, la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e 
intereses, la protección especial, la no revictimización y finalmente una reparación integral de 
su bien jurídico lesionado. 
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Un proceso penal implica un enorme desgaste de sus participantes, la víctima se encuentra en un 
estado de preocupación y con el transcurrir del tiempo se agudiza más el sentimiento de 
vulnerabilidad, es por esta razón que el Estado debe buscar los mecanismos necesarios para 
realizar los procedimientos judiciales con la mayor celeridad. Frente a la saturación del sistema 
ordinario de justicia surge la necesidad de promover los mecanismo alternativos de solución de 
conflictos, mediante la generación de una cultura de diálogo y paz, la utilización de estas salidas 
de manera prioritaria por parte de los operadores de justicia, en general, mediante el 
fortalecimiento de estos mecanismos de solución consensuada, que en el Código Orgánico 
Integral Penal toman el nombre de conciliación. 
Respecto a la mediación, que es otra forma de solución alternativa del proceso penal, existen 
varias investigaciones en el Ecuador de las cuales es pertinente el aporte de Walter Enríquez 
Ulloa, quien concluye que:  
La transacción, negociación y acuerdos entre las partes se viene dando en materia penal y en 
muchos casos sin la observancia o tutela del Estado e incluso sin el reconocimiento del derecho 
positivo para algunos de estos casos; por ende es necesario que el sistema responda frente a la 
conducta existente (Enriquez, 2007, Pág. 75) 
Una investigación más amplia sobre los métodos de solución de conflictos en general, analiza 
las causas de su falta de aplicación y concluye que “El fantasma que se oculta detrás de los 
inconvenientes de la aplicación, es la conducta litigante arraigada en los actores del sistema de justicia”  
(Moncayo, 2011, Pág. 19)  
2.1.1 Antecedentes de estudio 
 
2.1.1.1 Antecedentes históricos 
 
Como antecedentes históricos de la presente investigación se puede señalar hechos muy 
concretos, en primer lugar el cambio de sistema procesal penal ecuatoriano de un modelo 
inquisitivo al actual modelo acusatorio, mediante el cual se le otorga la competencia a la 
Fiscalía General del Estado para que realice tanto la fase investigativa o pre procesal como la 
primera etapa del proceso penal en la instrucción fiscal. Este cambio se logra con la entrada en 
vigencia del Código de Procedimiento Penal en el año 2000. 
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El siguiente antecedente histórico es la reforma que sufrió el mencionado cuerpo legal en el año 
2009, mediante el cual se implementó el acuerdo de reparación como procedimiento alternativo 
al juicio, con lo cual se brindó tanto a las víctimas como a los procesados por delitos menores la 
posibilidad de tener una mayor participación dentro del proceso penal y de poder llegar a un 
acuerdo que ponga fin al litigio. 
Además, en el año 2008 entró en vigencia la actual Constitución de la República, que cambió el 
paradigma constitucional trasformando al Ecuador en un Estado constitucional de derechos y 
justicia, lo que significa que todos los derechos consagrados en la Carta Magna y en los tratados 
internacionales de derechos humanos son de inmediata aplicación y son jerárquicamente 
superiores a las demás disposiciones legales, de esta manera los derechos de la víctima dentro 
del proceso penal consecuentemente toman un mayor protagonismo. 
Finalmente el 10 de febrero de 2014 fue publicado en el Registro Oficial el Código Orgánico 
Integral Penal, que entró en vigencia el 10 de agosto de 2014 y que cambia la denominación del 
acuerdo de reparación por la de conciliación, siendo el único mecanismo alternativo de solución 
de conflictos que se mantiene en la actual legislación penal. 
2.1.1.2 Fundamentación legal 
 
El presente trabajo de investigación tiene como fundamento legal las normas contenidas en el 
Código Orgánico Integral Penal referentes al procedimiento, plazos y requisitos para la 
aplicación de la conciliación, antes denominada acuerdo de reparación, por lo que se enmarca 
dentro del Derecho Procesal Penal. 
Complementariamente, ha sido necesario el estudio de los derechos consagrados en la 
Constitución de la República referentes a las víctimas de delitos y que garantiza el Estado 
ecuatoriano, así como las garantías del debido proceso y el principio constitucional de celeridad, 
los mismos que se encuentran enmarcados dentro de los instrumentos internacionales de 
derechos humanos a los que el Estado ecuatoriano se encuentra obligado. 
Igualmente son necesarias para la presente investigación las disposiciones del Código Orgánico 
de la Función Judicial, norma rectora en la administración de Justicia en nuestro país, en lo 
referente al principio de celeridad procesal y la actuación que deben tener las autoridades de 
Justicia en la aplicación del Derecho. 
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2.1.2 Definición de términos básicos  
 
 ACUSADO.- “Persona que es objeto de una o de varias acusaciones. Aquel contra el cual se 
dirige la acusación por parte del fiscal, o del acusador privado, una vez elevado el proceso al 
estado de plenario, con lo que se distingue del culpado, o sospechoso” (Cabanellas, 2008, Pág. 
21) 
 ACUSADOR.- “El que acusa o formula acusación. El acusador puede ser público, privado o 
particular”  (Cabanellas, 2008, Pág. 21) 
 DELITO.- “Etimológicamente, la palabra delito proviene del latín delictum, expresión 
también de un hecho antijurídico y doloso castigado con una pena. En general, culpa, crimen, 
quebrantamiento de una ley imperativa” (Cabanellas, 2008, Pág. 126) 
 DELITO DE ACCIÓN PÚBLICA. “Aquel que, por interesar al orden público, ha de ser 
perseguido de oficio” (Cabanellas, 2008, Pág. 127) 
 DELITO DE ACCIÓN PRIVADA. “El perseguible sólo a instancia de parte interesada; o 
sea, de la víctima, representantes legales, ciertos parientes o causahabientes, según los casos” 
(Cabanellas, 2008, Pág. 127) 
 FISCALÍA.- “Dirige la investigación preprocesal y procesal penal e interviene hasta la 
finalización del proceso” (Código Orgánico Integral Penal) 
 FISCAL.- “Concerniente al fiscal como oficio; y así se habla de acusación o informe Fiscal.”  
(Cabanellas, 2008, Pág. 186) 
 HURTO.- “Delito contra la propiedad, la posesión o el uso, consistente en el apoderamiento 
no autorizado de un bien mueble ajeno, con ánimo de lucro, sin fuerza en las cosas ni violencia 
en las personas. La sustracción aprovecha una oportunidad o un descuido, o explota una 
particular habilidad. | Hurto es asimismo la cosa hurtada” (Cabanellas, 2008, Pág. 208) 
 IGUALDAD PROCESAL.- “Principio esencial en la tramitación de los juicios, cualquiera 
que sea su índole, según el cual las partes que intervienen en el proceso, ya sea como 
demandante o demandada, ya sea como acusada o acusadora, tiene idéntica posición y las 
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mismas facultades para ejercer sus respectivos derechos. Un trato desigual impedirá una justa 
solución y llevaría a la nulidad de las actuaciones.” (Cabanellas, 2008, Pág. 209) 
 INFRACCIÓN PENAL.- “Es la conducta típica, antijurídica y culpable cuya sanción se 
encuentra prevista en este Código”.  (Código Orgánico Integral Penal) 
 JUEZ.- “El que posee autoridad para instruir, tramitar, juzgar, sentenciar y ejecutar el fallo 
en ti n pleito o causa. |Persona u organismo nombrado para resolver una duda o un conflicto.” 
(Cabanellas, 2008, Pág. 237) 
 MEDIOS DE PRUEBA.- “Los diversos elementos que, autorizados por ley, sirven para 
demostrar la veracidad o falsedad de los hechos controvertidos en juicio” (Cabanellas, 2008, 
Pág. 273). 
 REPARACIÓN.- “Arreglo de daño. | Compostura. | Satisfacción o desagravio por ofensa o 
ultraje. | Indemnización. |Resarcimiento”  (Cabanellas, 2008, Pág. 373) 
 ROBO.- “Acción o efecto de robar. | Objeto o cosa robada. | Rapto. | Impropiamente, hurto. | 
Precio abusivo. |Impuesto injusto. | Estrictamente, el delito contra la propiedad consistente en el 
apoderamiento de una cosa mueble ajena, con ánimo de lucro, y empleando fuerza en las cosas 
o violencia en las personas.”  (Cabanellas, 2008, Pág. 381) 
 SOLUCIÓN.- “Disolución. | Resolución de problema, dificultad o duda. | Pago. | Satisfacción 
de deuda. | Cumplimiento de obligación. | Desenlace de un proceso. | Fórmula para un arreglo” 
(Cabanellas, 2008, Pág. 397) 
2.1.2.1 Conceptos  
 
ACUERDO.- “Resolución tomada por unanimidad o por mayoría de votos sobre cualquier asunto por 
tribunales, corporaciones o juntas. Además de significar resolución, el acuerdo es el concierto de dos 
voluntades o inteligencia de personas que llevan a un mismo fin.” (Cabanellas, 2008, Pág. 20) 
CONCILIACIÓN.- “Avenencia de las partes en un acto judicial, previo a la iniciación de un pleito. 
El acto de conciliación, que también se denomina juicio de conciliación (v.), procura la transigencia de 
las partes, con objeto de evitar el pleito que una de ellas quiere entablar.” (Cabanellas, 2008, Pág. 89) 
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PRINCIPIO DE CELERIDAD.- “La administración de justicia será rápida y oportuna, tanto en la 
tramitación y resolución de la causa, como en la ejecución de lo decidido. Por lo tanto, en todas las 
materias, una vez iniciado un proceso, las juezas y jueces están obligados a proseguir el trámite dentro 
de los términos legales, sin esperar petición de parte, salvo los casos en que la ley disponga lo contrario. 
El retardo injustificado en la administración de justicia, imputable a las juezas, jueces y demás 
servidoras y servidores de la Función Judicial y auxiliares de la justicia, será sancionado de 
conformidad con la ley.” (Código Orgánico de la Función Judicial) 
VÍCTIMA.- “Persona o animal destinados a un sacrificio religioso, | Persona que sufre violencia 
injusta en su persona o ataque a sus derechos. | El sujeto pasivo del delito y de la persecución indebida. | 
Quien sufre un accidente casual, de que resulta su muerte u otro daño en su persona y perjuicio en sus 
intereses. | Quien se expone a un grave riesgo por otro.” (Cabanellas, 2008, Pág. 437) 
2.2 Hipótesis 
El acuerdo de reparación es una de las figuras que se mantiene en el Código Orgánico Integral 
Penal, tomando el nombre de conciliación, por lo tanto esta forma alternativa de solución al 
conflicto penal continuará vigente y por ende la investigación pretende ser un aporte para su 
consolidación en el sistema procesal penal. Pues como producto de la investigación se elaborará 
una propuesta normativa que regule todos los aspectos que en la actualidad impiden una 
ejecución prioritaria de los acuerdos de reparación o conciliación, contemple las medidas 
necesarias para garantizar celeridad y proteger los derechos de las víctimas, principalmente la 
reparación integral del bien jurídico lesionado, con lo cual, se está garantizando también que la 
infracción no quede en la impunidad, de esta manera se intenta lograr la realización de una 
verdadera justicia, lo que constituye un avance en la seguridad jurídica de la sociedad 
ecuatoriana. 
2.3 Variables 
El actual procedimiento contemplado por la legislación ecuatoriana en el delito de robo y la 
falta de aplicación del acuerdo de reparación hoy denominado conciliación viola el principio 
constitucional de celeridad y los derechos de la víctima, retrasando el proceso y llevándolo a la 
vía judicial que representa una mayor inversión de tiempo y dinero, que muchas veces no logra 
reparar el daño causado a la víctima. 
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2.3.1 Variable independiente 
 La falta de aplicación del acuerdo de reparación o conciliación en el delito de robo 
simple. 
2.3.2 Variable dependiente 
 Violación del principio constitucional de celeridad, los derechos de la víctima y el 
tratamiento desigual de las partes procesales. 
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CAPITULO III  
3. MARCO METODOLÓGICO 
3.1 Tipos de investigación 
 
La presente investigación es mixta, es decir de carácter bibliográfico y de campo. Investigación 
bibliográfica ya que está basada en fuentes de investigación secundarias, libros y estudios de 
otros autores especializados en la materia realizados con anterioridad, esto sin dejar de lado el 
análisis propio de estas fuentes con relación a los hechos investigados en el tema específico.  
Igualmente son fuentes principales los cuerpos jurídicos normativos de nuestro país, 
principalmente el Código Orgánico Integral Penal, la Constitución de la República, el Código 
Orgánico de la Función Judicial y demás leyes y reglamentos relacionados con el tema de 
investigación y que pudieran aportar algún beneficio en la presente investigación. Como quedó 
señalado se toma como base teórica  la doctrina nacional e internacional de los distintos 
catedráticos que han estudiado en sus diferentes obras temas relacionados a los objetivos de la 
investigación.  
También se toma en cuenta los numerosos tratados internacionales celebrados y ratificados por 
el Ecuador acerca del debido proceso, derechos humanos y otros relacionados con el tema de 
investigación.  
Por otra parte, se realizó una investigación de campo para contar con un registro estadístico y 
determinar la perspectiva de los administradores de justicia (jueces y fiscales), profesionales del 
derecho (abogados en libre ejercicio) y de los involucrados, denunciantes y presuntos 
infractores con respecto al tema; también se entrevistó a expertos (penalistas y 
constitucionalistas) para aclarar dudas y obtener el criterio de expertos. 
Esta investigación tienes dos aspectos informativos: cualitativos, cuando se realice la entrevista 
a expertos o catedráticos; y, cuantitativos en la investigación realizada mediante las encuestas. 
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3.1.1 Investigación bibliográfica 
 
Es la técnica de investigación que se utiliza para la recolección de información de tipo 
bibliográfica, esta consiste en la elaboración de fichas con la información más importante 
obtenida en los diversos medios, también incluye el análisis de los cuerpos legales.   
3.1.2 Investigación de campo 
 
Es una técnica que permite obtener datos primarios  por lo tanto más fidedignos, ya que se 
obtienen directamente de la fuente, es decir del problema de investigación. Esta técnica se 
realiza mediante la participación directa del investigador y la información es captada a través de 
sus propios sentidos. 
3.1.3 Investigación histórica 
 
Es un procedimiento de investigación y esclarecimiento de los fenómenos culturales que consiste en 
establecer la semejanza de dichos fenómenos, infiriendo una conclusión acerca de su parentesco 
genético, es decir su origen en común.  (Bernal, 2006). Mediante la comparación histórica entre los 
sistemas: inquisitivo y acusatorio penal, se establecen los beneficios del sistema actual así como 
los contemplados en el Código Orgánico Integral Penal. 
3.1.4 Investigación descriptiva 
 
“Es aquella que orienta hacia el presente y actúa en los niveles de investigación aplicada y 
activa, intenta una investigación sistemática, estudiando la realidad educativa tal y como se 
desarrolla. Describe y analiza, registra e interpreta las condiciones que se dan en una 
situación y momento determinado. Generalmente se suelen contrastar situaciones o hechos, 
pretendiendo encontrar relaciones causa-efecto entre variables existentes aunque no 
manipuladas”. (Best, 1978, Pág.58).  
Con este método se describe el origen, naturaleza y beneficios de los medios alternativos de 
solución de conflictos señalados en el Código de Procedimiento Penal, y en el actual Código 
Orgánico Integral Penal, especialmente su valor para el cumplimiento del principio 
constitucional de celeridad y los derechos de la víctima. 
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3.2 Población o muestra 
 
Como población de la presente investigación se tomó como dato principal 97.125 personas que 
han realizado denuncias por delitos contra la propiedad en el Ecuador en el año 2013.  
Para el cálculo de la muestra se aplicó la siguiente fórmula: 
Fórmula: 
  QPz+Ne
NQPz
=N


22
2
1
 
 
Datos: 
N= Tamaño de la población 97.125 (personas que han realizado denuncias por delitos contra la 
propiedad en el Ecuador en el año 2013)  
Z2= Nivel de confianza (95%)   1.95 
P= Proporción real estimada de éxito  50% 
Q= Proporción real estimada de fracaso  50% 
e = Error     5% 
 
Desarrollo:  
n=
(1.952)(0,5)(0,5)(97125)
(0,05)
2
(607037− 1)+(1.952)(0,5)(0,5)
 
 
n=
0,950625 (97125)
(0,0025)(606036)+(3,8025)(0,25)  
 
n=
92329,453125
(1515,09 )+(0,950625)  
 
n=
92329,453125
1516,040625  
n= 63encuestados  
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Cuadro 1 – Población de la investigación 
POBLACIÓN 
COMPOSICIÓN MUESTRA 
Catedráticos penalistas 3 
Profesionales del derecho 30 
Población en general 30 
TOTAL 63 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano - Investigadora 
3.2.1 Muestra 
 
En la investigación de campo se aplica una encuesta a un grupo reducido de denunciantes, 
procesados por el delito de robo, profesionales del derecho, fiscales, jueces y ciudadanía en 
general con el fin de obtener información cuantitativa. Se entrevista a un grupo de expertos y 
catedráticos con el fin de recolectar información cualitativa. 
3.3 Métodos 
3.3.1 Método Científico 
 
 Método Analítico.- “Este método es un proceso cognoscitivo, que consiste en descomponer 
un objeto de estudio separando cada una de las partes del todo para estudiarlas de forma 
individual”  (Bernal, 2006, Pág. 56). Con este método se analiza los elementos particulares 
del delito de robo, así como los beneficios de utilizar el acuerdo reparatorio o 
conciliación como una alternativa a la vía judicial ordinaria. 
 Método Deductivo.- “Es un método de razonamiento que consiste en tomar conclusiones 
generales para explicaciones particulares. El método se inicia con el análisis de postulados, 
teoremas, leyes, principios, etcétera de aplicación universal y de comprobada validez para 
aplicarlos a soluciones o hechos particulares.” (Bernal, 2006, Pág. 57). Con este método se 
pretende estudiar los conceptos universales del derecho y ver si son aplicables a la 
realidad ecuatoriana, se estudia la doctrina y los cuerpos legales ecuatorianos, 
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principalmente la normativa constitucional, entendida como la norma suprema del 
Estado. 
 Método Estadístico.- “El método estadístico consiste en una secuencia de procedimientos 
para el manejo de los datos cualitativos y cuantitativos de la investigación. Dicho manejo de 
datos tiene por propósito la comprobación, en una parte de la realidad, de una o varias 
consecuencias verificables deducidas de la hipótesis general de la investigación. Las 
características que adoptan los procedimientos propios del método estadístico dependen del 
diseño de investigación seleccionado para la comprobación de la consecuencia verificable en 
cuestión” (Reynaga, 2011, Pág. 1). Este método es utilizado complementariamente en la 
investigación de campo para medir los indicadores, en este caso se mide el nivel de 
conocimiento y aplicación del acuerdo de reparación en el delito de robo en un sector 
específico de población.  
 Método Inductivo.- “Es el método de la investigación científica que “utiliza el razonamiento 
para obtener conclusiones que parten de hechos particulares aceptados como válidos, para 
llegar a conclusiones, cuya aplicación sea de carácter general. El método se inicia con un 
estudio individual de los hechos y se formulan conclusiones universales que se postulan como 
leyes, principios o fundamentos de una teoría” (Bernal, 2006, Pág. 57). Con este método se 
realiza un estudio de cada una de las fases y etapas del actual  procedimiento penal 
ecuatoriano, determinando posibles problemas y el tiempo relativo en cada fase. 
Igualmente se estudia particularmente los medios alternativos de solución de conflictos 
y sus beneficios para la celeridad procesal. 
3.3.2 Técnicas 
 
“Son procedimientos metodológicos y sistemáticos que se encargan de operativizar e implementar 
los métodos de Investigación y que tienen la facilidad de recoger información de manera inmediata, 
las técnicas son también una invención del hombre y como tal existen tantas técnicas como 
problemas susceptibles de ser investigados (Centty, 2010, pág. 81) 
3.3.2.1 Observación 
 
Es una técnica que consiste en ver y oír los fenómenos a estudiarse directamente dentro del 
entorno en el que se desarrollan, sin intervención alguna del investigador. Esta técnica es 
utilizada dentro de la investigación para observar de manera directa la aplicación de los medios 
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alternativos de solución de conflictos en materia penal, específicamente el acuerdo de 
reparación o conciliación, en delitos de acción pública, como es el delito de robo simple.  
3.3.2.2 Entrevista 
 
Consiste en realizar un banco de preguntas elaborado con anterioridad por el investigador, el 
contenido de las preguntas tiene relación estricta con el tema de investigación. La entrevista es 
enfocada hacia especialistas y catedráticos en la materia de Derecho Procesal Penal y 
Constitucional para que aclaren dudas y establezcan su criterio en base al tema de investigación. 
3.3.2.3 Encuesta 
Es un cuestionario sistemático que se aplica a un porcentaje de la población (muestra) y 
pretende obtener información de opinión inmediata sobre temas diversos pero delimitados al 
tema de investigación, casi siempre de preguntas cerradas o mixtas. En este trabajo de 
investigación se lo utiliza para medir el nivel de aplicación del acuerdo de reparación o 
conciliación en los delitos de robo simple en un porcentaje de la población, para que la 
información sea más fiable se toma en cuenta a todas las partes procesales involucradas. 
3.3.3 Instrumentos 
 
 Fichas Bibliográficas.- Estos documentos sirven para la recolección e identificación de 
libros o documentos del objeto de estudio. 
 Fichas Electrónicas.- Sirven para recolectar información que se obtiene de una página 
web o algún otro medio digital como foros, blogs o páginas de interacción de usuarios. 
3.3.3.1 Diario de Campo 
 
El diario de campo es un instrumento de la investigación científica que utiliza el investigador 
con el fin de registrar hechos que son susceptibles de ser interpretados a través de sus sentidos y 
mediante su experiencia personal. En este sentido, es una herramienta que permite sistematizar 
dichas experiencias para luego analizar los resultados. 
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3.3.3.2 Formulario del Cuestionario 
 
Es un instrumento de la investigación científica que sirve para obtener información por medio 
de una serie de preguntas sobre un mismo tema, se utiliza para recabar, cuantificar y comparar 
la información recolectada de los participantes.  
3.4 Recolección de la Información 
 
Con el presente trabajo de investigación se busca identificar las causas de la falta de aplicación 
del acuerdo de reparación o conciliación en el delito de robo simple, a fin de lograr cumplir con 
el principio constitucional de celeridad y evitar violaciones a los derechos de las víctimas de 
este delito, respetando las normas del debido proceso y buscando que no se use la saturada vía 
judicial, utilizándo mecanismos alternativos contemplados en la propia ley de la materia. De 
esta manera se puede proponer algunas posibles soluciones para el problema planteado. 
3.5 Procesamiento y análisis de la información 
 
3.5.1 Procesamiento de la información 
 
Los tipos de procesamiento aplicables a la investigación científica actual y que son utilizados en 
la presente investigación son los siguientes: 
 Proceso Manual.- Es el método más tradicional y antiguo de la investigación; 
únicamente se emplean métodos y cálculos a través del talento humano. Mediante este 
proceso se logra analizar la información, ordenarla y clasificarla para que sea utilizada 
en la investigación. 
 Proceso Electromecánico.- En este proceso se combina los métodos realizados por los 
seres humanos con la tecnología, se utilizan métodos manuales acompañados de 
tecnología tales como el uso del ordenador en la trascripción del contenido 
investigativo. 
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 Proceso Electrónico.-Este procedimiento está caracterizado por el uso de 
computadoras y programas avanzados de cálculo; con lo cual se especializa el  
procesamiento de datos, se trata de minimizar el porcentaje de error y aumentar la 
precisión. 
3.5.2 Análisis de la información 
 
Consiste en la realización de operaciones del investigador a través de las cuales somete los datos 
de tal manera que pueda alcanzar los objetivos de la investigación. Este proceso no puede ser 
independiente y deberá guardar relación con la recolección de datos que permiten un análisis 
preliminar para revelar problemas y dificultades. Mediante el correcto análisis de la información 
se alcanza mayor éxito en responder las preguntas de investigación, se tiene en cuenta tres 
aspectos: 
 Análisis de los datos de la encuesta.- Para obtener los datos cuantitativos de la 
investigación, el problema desde la óptica de las personas afectadas directamente por el 
problema de investigación, la información que será eminentemente empírica. 
 Análisis de datos de entrevista.- Permite la obtención de datos cualitativos, observar el 
problema desde el punto crítico y conocedor de especialistas y catedráticos que conocen 
a fondo el tema. 
 Análisis de contenido de la doctrina y de las leyes.- A fin de analizar y comparar el 
diverso contenido de doctrina nacional e internacional y obras de autores sobre el tema 
con el propósito de complementar la investigación.  
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CAPITULO IV 
4. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
4.1 Formulario N° 1 
ENCUESTA 
Objetivo.- Obtener información sobre el índice de aplicación del Acuerdo de Reparación o 
Conciliación en el delito de robo simple en relación con el principio de celeridad y los derechos 
de la víctima. 
Marque con una X la respuesta que considere correcta: 
 
1. ¿Conoce qué es el acuerdo de reparación y su procedimiento? 
SI    (  ) 
NO  (  ) 
2. ¿Comprende los requisitos para poder aplicar este acuerdo? 
SI    (  ) 
NO  (  ) 
3. ¿Con qué frecuencia cree usted que en la administración de justicia se aplican los 
métodos alternativos a la solución de conflictos? 
MUY FRECUENTE         (   ) 
POCO FRECUENTE            (   ) 
NUNCA          (   ) 
4. ¿Considera que el acuerdo de reparación otorga beneficios relevantes a las partes? 
SI    (  ) 
NO  (  ) 
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5. ¿Cómo calificaría la aplicación de los acuerdos de reparación como medio para dar 
celeridad a la justicia en nuestro país? 
EXCELENTE  (   ) 
MUY BUENO  (   ) 
BUENO  (   ) 
REGULAR  (   ) 
MALO   (   ) 
6. ¿Cómo calificaría la aplicación de los acuerdos de reparación como medio para obtener 
una reparación oportuna para la victima? 
EXCELENTE  (   ) 
MUY BUENO  (   ) 
BUENO  (   ) 
REGULAR  (   ) 
MALO   (   ) 
7. ¿Cuáles cree usted son los factores por los que no se aplica el acuerdo de reparación en 
nuestro país 
DESCONOCIMIENTO     (   ) 
FALTA DE VOLUNTAD DE LAS PARTES   (   ) 
FALTA DE INCENTIVO POR PARTE DEL ESTADO (   ) 
FALTA DE ÉTICA PROFESIONALES DEL DERECHO (   ) 
8. ¿El Estado debe fomentar los métodos alternativos al procedimiento judicial tales como 
el acuerdo reparatorio hoy denominado conciliación? 
SI    (  ) 
NO  (  ) 
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9. ¿Debe ser una obligación de los fiscales y jueces informar e incentivar a las partes sobre 
estos métodos alternativos al procedimiento judicial? 
SIEMPRE        (   ) 
A VECES        (   ) 
NUNCA        (   ) 
10. ¿Considera que debe crearse un instrumento normativo que regule todos los aspectos 
necesarios para la aplicación de la conciliación dentro del sistema judicial? 
SI    (  ) 
NO  (  ) 
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4.1.1 Análisis e interpretación de resultados 
 
Pregunta 1 
1. ¿Conoce qué es el acuerdo de reparación y su procedimiento? 
Cuadro 2 – Pregunta 1 
SI NO TOTAL 
42 21 63 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano - Investigadora 
 
Gráfico 1 – Pregunta 1 
 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano - investigadora 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
De acuerdo a los resultados obtenidos el 67% de los encuestados afirma conocer tanto el 
concepto como el procedimiento del acuerdo de reparación, esto refleja un nivel de 
conocimiento alto entre los profesionales del derecho, sin embargo existe un 33% que 
desconoce este medio alternativo para la solución de conflictos, esto es motivo de análisis ya 
que. desde cualquier punto de vista, es necesario conocer este mecanismo para los profesionales 
del derecho que son quienes orientan a las personas durante el transcurso del procedimiento 
judicial, así como las vías para obtener una reparación adecuada, ágil y efectiva. 
67% 
33% 
PREGUNTA 1 
SI
NO
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Pregunta 2 
2. ¿Comprende los requisitos para poder aplicar este acuerdo? 
Cuadro 3 – Pregunta 2 
SI NO TOTAL 
35 28 63 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – Investigadora 
 
Gráfico 2 – Pregunta 2 
 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano - investigadora 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
De acuerdo a los resultados encontrados el 56% de los encuestados comprende los requisitos 
para aplicar el acuerdo de reparación, mientras que el 44% lo desconoce, esto determina que un 
porcentaje considerable de profesionales del derecho desconocen los beneficios de este acuerdo 
y por lo tanto su uso para la solución de conflictos resulta limitado en la práctica en el país. 
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Pregunta 3 
3. ¿Con qué frecuencia cree usted que en la administración de justicia se aplican los 
métodos alternativos a la solución de conflictos? 
Cuadro 4 – Pregunta 3 
MUY FRECUENTE POCO FRECUENTE NUNCA TOTAL 
17 43 3 63 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – Investigadora 
 
Gráfico 3 – Pregunta 3 
 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – investigadora 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
En esta pregunta se consultó a los encuestados acerca del nivel de aplicación de los métodos 
alternativos de solución de conflictos, arrojando como resultado un desconocimiento de los 
mismos, el 5% de los encuestados señala que estos acuerdos nunca se plantean, mientras que 
una amplia mayoría, el 68%, considera que estos métodos son aplicados con poca frecuencia, 
esto mientras que un porcentaje reducido cree que se aplica con mucha frecuencia. De estos 
resultados se puede comprender que es necesario incentivar una mayor implementación de la 
conciliación contemplada en el nuevo Código Orgánico Integral Penal. 
 
27% 
68% 
5% 
PREGUNTA 3 
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Pregunta 4 
4. ¿Considera que el acuerdo de reparación, hoy conciliación, otorga beneficios 
relevantes a las partes? 
Cuadro 5- Pregunta 4 
SI NO TOTAL 
51 12 63 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – Investigadora 
 
Gráfico 4- Pregunta 4 
 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – Investigadora 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
En este caso se preguntó a los participantes acerca de los beneficios de aplicar el acuerdo de 
reparación, hoy denominado conciliación, más del 80% de los encuestados cree que este otorga 
beneficios relevantes a las partes, es decir, desde la óptica de los profesionales del derecho es 
beneficioso tanto para la víctima como para la persona procesada llegar a un acuerdo de 
reparación fuera del proceso judicial, de allí que debe incentivarse su aplicación en mayor 
medida. 
 
81% 
19% 
PREGUNTA 4 
SI
NO
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Pregunta 5 
5. ¿Cómo calificaría la aplicación de los acuerdos de reparación, hoy conciliación, 
como medio para dar celeridad a la justicia en nuestro país? 
Cuadro 6- Pregunta 5 
EXCELENTE MUY 
BUENO 
BUENO REGULAR MALO TOTAL 
8 23 20 8 4 63 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – Investigadora 
 
Gráfico 5 – Pregunta 5 
 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – investigadora 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
En la quinta pregunta se consultó a los participantes respecto a cómo los acuerdos de reparación, 
hoy denominados conciliación influyen para dar celeridad a la justicia. Los resultados 
encontrados establecen que el 6% de los encuestados asegura que los acuerdos de reparación 
influyen de una manera negativa, un 13% afirma que de manera regular, el 32% señalan que 
influye de buena manera en el principio de celeridad, el 36% señala que los acuerdos de 
reparación son muy buenos para impulsar la celeridad y, finalmente, un 13% asegura que son 
métodos excelentes para este fin. Los resultados permiten establecer que la mayor parte de 
encuestados califica de manera positiva los acuerdos de reparación como mecanismos que 
agiliten el proceso y la justicia. 
13% 
36% 
32% 
13% 
6% 
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REGULAR
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Pregunta 6 
6. ¿Cómo calificaría la aplicación de los acuerdos de reparación, hoy conciliación, 
como medio para obtener una reparación oportuna para la victima? 
Cuadro 7 – Pregunta 6 
EXCELENTE MUY 
BUENO 
BUENO REGULAR MALO TOTAL 
6 22 26 8 1 63 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – Investigadora 
Gráfico 6 – Pregunta 6 
 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – investigadora 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
Es necesario establecer en qué porcentaje los acuerdos de reparación, hoy denominados 
conciliación favorecen a la víctima y brindan una reparación oportuna. Los resultados obtenidos 
son similares a los de la pregunta anterior ya que el 2% de los encuestados los califica como 
malos, seguido de un 13% que estima como regulares, mientras que el 41% los señala como 
buenos para la víctima, un porcentaje considerable del 35% los señala como muy buenos, 
mientras que un 9% los define como excelentes. De esta manera se establece que la mayor parte 
de encuestados califican positivamente a los acuerdos de reparación, hoy conciliación, ya que 
permiten una oportuna reparación para la víctima del proceso penal. 
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Pregunta 7 
7. ¿Cuáles cree usted son los factores por los que no se aplica el acuerdo de 
reparación, hoy conciliación, en nuestro país? 
Cuadro 8 – Pregunta 7 
DESCONOCIMIENTO FALTA DE 
VOLUNTAD DE 
LAS PARTES 
FALTA DE 
INCENTIVO POR 
PARTE DEL 
ESTADO 
FALTA DE ÉTICA 
DE LOS 
PROFESIONALES 
DEL DERECHO 
TOTAL 
32 17 16 6 71 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – Investigadora 
Gráfico 7 – Pregunta 7 
 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano - investigadora 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
Varios de los encuestados señalaron que la falta de aplicación del acuerdo de reparación hoy 
conciliación obedece a varios motivos, sin embargo la mayoría de los profesionales del derecho, 
es decir el 45% consideran que se debe al desconocimiento. La falta de voluntad de las partes es 
el segundo motivo por el cual el 24% de los encuestados señalan que no se aplica el acuerdo de 
reparación, mientras que el 23% considera que se trata de una falta de incentivo por parte del 
Estado, un porcentaje mínimo cree que es por falta de ética de algunos profesionales del 
derecho. Se puede señalar que el desconocimiento es la primera causa por la que no se aplica el 
acuerdo de reparación, hoy denominado conciliación, además del descuido del Estado para 
difundir esta herramienta del Derecho. 
45% 
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PROFESIONALES DEL DERECHO
104 
 
Pregunta 8 
8. ¿El Estado debe fomentar los métodos alternativos al procedimiento judicial tales 
como el acuerdo reparatorio o conciliación? 
Cuadro 9 – Pregunta 8 
SI NO TOTAL 
60 3 63 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – Investigadora 
 
Gráfico 8 – Pregunta 8 
 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – investigadora 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
En esta pregunta se consultó a los encuestados si debe ser el Estado el que fomente los métodos 
alternativos de solución de conflictos tales como el acuerdo de reparación o conciliación, a lo 
cual se obtuvo una respuesta positiva en un porcentaje mayoritario ya que el 95% de los 
encuestados manifestaron estar de acuerdo con que sea el Estado el encargado de fomentar estos 
métodos como se sugiere en la investigación, mientras que apenas un 5% manifestó estar en 
desacuerdo.  
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Pregunta 9 
9. ¿Debe ser una obligación de los fiscales y jueces informar e incentivar a las partes 
sobre estos métodos alternativos al procedimiento judicial? 
Cuadro 10 – Pregunta 9 
SIEMPRE A VECES NUNCA TOTAL 
42 20 1 63 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – investigadora 
Gráfico 9 – Pregunta 9 
 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano – investigadora 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
En esta pregunta la mayoría de encuestados, el 67%, manifiesta que siempre debe ser una 
obligación de los fiscales y jueces informar e incentivar a las partes sobre los métodos 
alternativos al procedimiento judicial, el 32% señala que esta acción se debe realizar a veces; 
esto debido a que no siempre cabe utilizarlos, ya que se debe tener en consideración los 
requisitos legales. Finalmente, el 1% de los encuestados menciona que no se debe incentivar en 
ningún caso. De esta manera si se suman el porcentaje del siempre y el a veces se obtendrá que 
al menos el 99% de los encuestados cree que se debe incentivar estos métodos alternativos a la 
vía judicial. 
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Pregunta 10 
10. ¿Considera que debe crearse un instrumento normativo que regule todos los aspectos 
necesarios para la aplicación de la conciliación dentro del sistema judicial? 
Cuadro 11 – Pregunta 10 
SI NO TOTAL 
54 9 63 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano - Investigadora 
 
Gráfico 10 – Pregunta 10 
 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano - investigadora 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
De acuerdo a la propuesta que se plantea se preguntó a los encuestados acerca de si se considera 
necesaria la reglamentación de la conciliación para los profesionales del derecho, en especial 
para las autoridades de justicia, el 86% se manifestó a favor y tan solo un 14% opina lo 
contrario, lo cual implica que la mayoría de los profesionales del derecho encuestados 
consideran que es necesaria una reglamentación que permita regular y aplicar de mejor manera 
la conciliación dentro del nuevo Código Orgánico Integral Penal.   
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4.2 Formulario n° 2 
 
Entrevista 
 
1. ¿Cuál es la naturaleza jurídica del acuerdo de reparación? 
 
2. ¿Considera usted que la falta de aplicación del acuerdo de reparación atenta contra el 
principio de celeridad procesal y constitucional? 
 
3. ¿Considera usted que el acuerdo de reparación y otras medidas alternativas deben ser de 
obligatoria aplicación por parte de los administradores de justicia? 
 
4. ¿Cree que existe un error estructural en nuestra actual legislación que impide una mayor 
aplicación del acuerdo de reparación? 
 
5. ¿Qué aspectos se debe considerar en una normativa para regular e incentivar la 
aplicación del acuerdo de reparación o conciliación? 
 
4.2.1 Análisis e interpretación de resultados 
 
4.2.1.1 Primer Entrevistado: Dr. Marco Terán Luque 
1. ¿Cuál es la naturaleza jurídica del acuerdo de reparación? 
Constituye una respuesta de menor contenido represivo y aunque se expresa dentro del derecho 
penal, con un fin autónomo, su importancia radica en que a través de la conciliación se alcanza 
la paz social. Por lo que la reparación no se circunscribe únicamente a una cuestión matemática 
otorgándole un valor a cada delito, sino que su finalidad es menguar el daño que ha sufrido la 
víctima; es decir que se trata de una institución orientada hacia una reparación concreta a la 
víctima y una simbólica a la sociedad, que abandona la solución de controversias únicamente a 
través de la pena y el encarcelamiento, sino que recurre a mecanismos alternativos de solución 
de conflictos, de ahí que la doctrina lo considera como un mecanismo de tercera vía que se 
ubica entre la pena y las medidas de seguridad. 
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2. ¿Considera usted que la falta de aplicación del acuerdo de reparación atenta 
contra el principio de celeridad procesal y constitucional? 
Las distintas legislaciones buscan crear mecanismos que tengan una respuesta a las demandas 
de los ciudadanos estableciendo procedimientos simplificados que permitan cesar la persecución 
penal, cuando la víctima considere que ha sido reparada en el mal que se le ha causado; y 
aunque la finalidad del proceso penal es castigar al autor del ilícito mediante la imposición de la 
pena, la particularidad de que se mire al derecho penal, orientado únicamente al autor del delito, 
y a la víctima como punto de referencia, esto es como sujeto pasivo de la infracción, contraviene 
el principio de celeridad procesal desarrollado constitucionalmente, por lo que se hace necesario 
propender a un derecho penal en el que se le permita a la víctima la reapropiación del conflicto, 
para que esta decida de manera conciliatoria la solución del mismo. 
3. ¿Considera usted que el acuerdo de reparación y otras medidas alternativas deben 
ser de obligatoria aplicación por parte de los administradores de justicia? 
Las salidas alternativas es una de las formas con la que el Estado responde de manera diferente 
al proceso penal y a la aplicación de una pena, sin embargo, esta se debe aplicar para los casos 
de mediana criminalidad, en cuyo supuesto la reparación se visualiza como una herramienta 
eficaz y de gran importancia, pues a través de ella se alcanza pacificar a la sociedad, que es el 
otro de los objetivos del derecho penal y sin recurrir al control social a través de la represión. 
4. ¿Cree que existe un error estructural en nuestra actual legislación que impide una 
mayor aplicación del acuerdo de reparación? 
Un sistema procesal que pretenda investigar todos los hechos presuntamente delictivos tendría 
baja efectividad en perjuicio de la sociedad, sin embrago opinamos que la reparación como 
salida alternativa al proceso penal común no debe estar disponible únicamente para hechos 
delictivos que afecten bienes jurídicos de carácter patrimonial o de lesiones menos graves o en 
el caso de delitos culposos, sino también para aquellos en los que no exista un interés público 
prevalente, excluyéndose eso si los casos que el imputado hubiere incurrido reiteradamente en 
hechos como los que se investiga. 
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5. ¿Qué aspectos se debe considerar en una normativa para regular e incentivar la 
aplicación del acuerdo de reparación o conciliación? 
Mecanismos en los que prime el interés de las partes sobre el interés abstracto de la sociedad. El 
catálogo de infracciones que refiere el Art. 663 del Código Orgánico Integral Penal, estimamos 
es muy restrictivo, por lo que es necesario incorporar un mayor número de bienes jurídicos 
disponibles que produzcan efecto extintivo de la acción penal por la reparación a la víctima, con 
la condición de que esta se aplique en caso de infractores primarios, y si bien es cierto que es 
necesario por política criminal realizar una evaluación de su conveniencia, separando aquellos 
que no son aptos para solucionarse a través de esta vía, la normativa legal únicamente debe 
entregar las bases a partir y dentro de los cuales se debe desarrollar esta institución con miras a 
la aplicación cada vez más amplia. 
4.2.1.2 Segundo Entrevistado: Dr. Jorge Andrade Lara 
1. ¿Cuál es la naturaleza jurídica del acuerdo de reparación? 
La naturaleza jurídica del acuerdo de reparación no es otra que  la de reparar, pagar los daños y 
perjuicios y, de manera general, la resarción del daño causado a la víctima por parte del 
infractor de manera más inmediata. 
2. ¿Considera usted que la falta de aplicación del acuerdo de reparación atenta 
contra el principio de celeridad procesal y constitucional? 
No atenta contra el principio, porque es la misma ley la que faculta a las partes a restituir los 
daños causados a la víctima voluntariamente, siempre y cuando las autoridades judiciales estén 
de acuerdo. La ley permite estos acuerdos en delitos económicos siempre y cuando no atente 
contra derechos que no se pueden renunciar, este acuerdo es de enorme beneficio de las partes 
porque el derecho penal no siempre es sancionador. 
3. ¿Considera usted que el acuerdo de reparación y otras medidas alternativas deben 
ser de obligatoria aplicación por parte de los administradores de justicia? 
Por supuesto, si no tiene obligatoriedad es una burla, porque es el juez quien debe velar para que 
se cumpla con celeridad, es el magistrado quien debe ordenarlo  y estipular el acuerdo de 
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reparación; de no cumplir debe continuar con el proceso penal en el plazo de un año. Debe ser  
obligatorio porque evita la sanción y la continuación del juicio penal  e indemniza el daño 
causado principalmente en los delitos económicos, pero bajo la estricta vigilancia de la 
autoridad. 
4. ¿Cree que existe un error estructural en nuestra actual legislación que impide una 
mayor aplicación del acuerdo de reparación? 
No existe un error estructural mientras se aplique en delitos que no vulneren bienes jurídicos 
importantes, es solamente para los delitos menores; ya que en los delitos graves no hay acuerdo 
de ninguna clase. 
5. ¿Qué aspectos se debe considerar en una normativa para regular e incentivar la 
aplicación del acuerdo de reparación o conciliación? 
La normativa debería regirse de manera general como se aplica en el derecho civil, por las 
normas de la institución de la conciliación de esta materia. Para la reparación además deben 
considerarse principalmente tanto las posibilidades económicas del deudor, es decir los ingresos 
del procesado, como la gravedad del daño, ya que la reparación debe ser proporcional al daño 
causado. 
4.2.1.3 Tercer Entrevistado: Dr. Álvaro Román Márquez 
1. ¿Cuál es la naturaleza jurídica del acuerdo de reparación? 
Buscar que la víctima quede satisfecha en su perjuicio, con esta herramienta judicial lo que se 
busca es ayudarle a la víctima a que este tranquila y se recupere. El acuerdo no debería estar en 
manos de la víctima sino debería haber un control del juez. 
2. ¿Considera usted que la falta de aplicación del acuerdo de reparación atenta 
contra el principio de celeridad procesal y constitucional? 
Si afecta el principio de celeridad porque la víctima no ve resarcido el daño ocasionado por el 
delito, siendo el fin del derecho penal la remediación del daño causado hacia la víctima, debe 
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priorizarse la reparación integral de la misma, es por ello que afecta el principio de celeridad 
constitucional. 
3. ¿Considera usted que el acuerdo de reparación y otras medidas alternativas deben 
ser de obligatoria aplicación por parte de los administradores de justicia? 
Si debe ser de obligatoria aplicación para los administradores de Justicia, inclusive para todos  
los delitos debe establecerse la reparación, esto ayudaría a que se eliminen barreras;  incluso 
estos mecanismos deberían aplicarse en la reincidencia, de acuerdo a los derechos establecidos 
en la Constitución. Un ejemplo de esto es en la Justicia indígena, donde se permite la 
conciliación en delitos más graves y se evita la represión social a través de la coerción que 
genera más violencia lejos de lograr la paz social, es por ello que debería buscarse una 
ampliación de la conciliación y establecerse como obligatorio. 
4. ¿Cree que existe un error estructural en nuestra actual legislación que impide una 
mayor aplicación del acuerdo de reparación? 
Si existe un error estructural en nuestra legislación, primero hay un error por no ser obligatorio, 
tanto el acuerdo de reparación como otros mecanismos alternos a la solución de conflictos 
debería ser de obligatoria aplicación para los administradores de justicia en razón de brindar una 
mayor celeridad al proceso penal. Luego existe otro error en cuanto a los delitos en los que se 
permite aplicar el acuerdo de reparación, ya que el catálogo es limitado, cuando se debería 
ampliar el mismo y permitir que se logre la conciliación en un mayor número de delitos, incluso 
en los más graves. 
5. ¿Qué aspectos se debe considerar en una normativa para regular e incentivar la 
aplicación del acuerdo de reparación o conciliación? 
El acuerdo de reparación debería ser revisado por un superior  a fin de que se cumpla, para que 
efectivamente  tenga el cumplimiento integral del mismo, por ello es necesario que la víctima 
quede satisfecha dentro del plazo; también debe tratarse de crear una cultura de remediar los 
conflicto mediante estas vías alternativas. Además de obligatorio, debe haber un departamento 
especializado en la función judicial para regular el acuerdo reparatorio, su tramitación y para 
velar por el cumplimiento de los mismos. 
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CONCLUSIONES 
 El acuerdo de reparación, denominado conciliación en el Código Orgánico Integral 
Penal, es un mecanismo alternativo a la solución de conflictos cuya naturaleza jurídica 
es la de alcanzar la reparación de la víctima en un menor tiempo y sin recurrir a la 
coerción social, por lo que agilita el proceso penal siendo beneficioso para las partes 
procesales. 
 La falta de aplicación del acuerdo de reparación o conciliación atenta contra el principio 
constitucional y legal de celeridad, puesto que actuar con celeridad procesal no solo 
significa realizar las acciones dentro de los plazos establecidos por la ley sino realizar 
cualquier acto necesario, facultado por la ley, en favor de resolver el conflicto penal 
llegando a una reparación de la víctima; consecuentemente, dejar de actuar en favor de 
que esto se cumpla, constituye una omisión que vulnera el principio de celeridad 
consagrado en la Constitución y en el Código Orgánico de la Función Judicial. 
 En la actualidad la aplicación del acuerdo de reparación o conciliación resulta mínima 
en los procesos penales de acuerdo con los datos recogidos en la investigación. Según 
los encuestados los principales factores de este hecho son la falta de conocimiento y la 
falta de voluntad de las partes, así como también el que no existe suficiente incentivo 
por parte del Estado. 
 La aplicación de la conciliación en el nuevo Código Orgánico Integral Penal debe ser de 
carácter obligatorio para las autoridades judiciales, tanto para jueces como fiscales, 
siempre que cumpla los requisitos establecidos en la misma ley, en razón de que la 
finalidad del Derecho Penal no es la coerción social sino la reparación integral de la 
víctima y el restablecimiento del equilibrio social vulnerado por el delito. La 
obligatoriedad además de ser beneficiosa para las partes procesales, es de gran 
importancia para el mejoramiento del Sistema de Justicia, el Estado y de manera general 
para toda la sociedad. 
 El catálogo de delitos en los cuales se permite el acuerdo de reparación es bastante 
limitado, por lo que se debería ampliar hacia otros delitos patrimoniales y de 
infracciones menores, así se permitiría una mayor participación de la víctima dentro del 
proceso penal y se podrá favorecer a la reparación inmediata de la víctima en un mayor 
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número de casos, con lo que se le brindará una mayor celeridad al sistema judicial 
ecuatoriano. 
 Debe crearse un instrumento normativo que regule todos los aspectos necesarios de la 
conciliación dentro del sistema judicial, de esta manera, además de lograr una mayor 
aplicación se podrá establecer términos justos de aplicación y el cumplimiento efectivo 
de los acuerdos alcanzados dentro del plazo que determina la ley cumpliendo con el 
objetivo de reparar integralmente a la víctima y lograr la paz social. 
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RECOMENDACIONES 
 A la Asamblea Nacional a fin de que realice las acciones necesarias para que se logre la 
obligatoriedad de la aplicación de la conciliación por parte de las autoridades de 
justicia, logrando que se brinde una mayor celeridad al proceso, se repare los derechos 
vulnerados de la víctima y se logre la paz social.  
 A las autoridades de justicia principalmente jueces de garantías penales y fiscales, para 
que apliquen de manera prioritaria la conciliación en los casos que la ley lo permita, 
orientando a las partes del proceso penal a que tomen este mecanismo alternativo al 
proceso judicial, consiguiendo una reparación integral de la víctima más pronto y una 
mayor celeridad en los proceso penales. 
 A la Función Judicial para que instaure una unidad especializada que regule todos los 
aspectos necesarios para una utilización adecuada y prioritaria de la conciliación. 
También para que realice campañas informativas acerca de los mecanismos alternativos 
al proceso judicial como la conciliación, para que se informe a los profesionales del 
derecho y a la ciudadanía en general de estos métodos que son de gran ayuda en la 
solución de conflictos y restauración de la paz social. 
 A los profesionales del derecho que recordando su verdadera labor dentro de la 
sociedad, orienten a las personas bajo su asesoría, a la solución de los conflictos penales 
mediante la conciliación, con lo cual ayudan a las víctimas del proceso penal, al sistema 
de Justicia y a la sociedad en general. 
 A las facultades de jurisprudencia a nivel nacional a fin de que enfaticen el 
conocimiento de los mecanismos alternativos para la solución de conflictos, como la 
conciliación, en los futuros profesionales del Derecho, creando una cultura procesal de 
ayuda hacia las víctimas, de agilidad en el proceso penal y de la solución de conflictos 
mediante la negociación y reparación hacia las víctimas y evitando la coerción social. 
 A los estudiantes de Derecho del país a fin de que se capaciten e investiguen acerca de 
los métodos alternativos de solución de conflictos como la conciliación y comprendan 
la importancia de estos mecanismos para la reparación integral de las víctimas y del 
sistema penal en su futura vida profesional.  
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CAPITULO V 
5. PROPUESTA 
Anteproyecto de ley reformatoria al Código Orgánico Integral Penal sobre 
la conciliación 
 
5.1  Justificación 
 
De acuerdo a los antecedentes presentados en esta investigación se puede señalar que la 
aplicación del acuerdo de reparación, ahora denominado conciliación en el Código Orgánico 
Integral Penal, tiene mucha importancia y a través de los resultados obtenidos se debe señalar 
que es necesario su carácter de obligatoriedad para los operadores de Justicia, específicamente 
para los fiscales, jueces y juezas de garantías penales, que son quienes se encuentran en el 
momento procesal idóneo para la aplicación de la conciliación, según lo señala el mismo cuerpo 
legal. 
La aplicación de la conciliación se vuelve estrictamente necesaria en consideración de que la 
finalidad u objetivo del derecho penal, lejos de ser la sanción al infractor, busca la reparación 
integral de la víctima y la restauración del equilibrio social que ha vulnerado el delito. Esto ya 
que la misma Constitución de la República señala que  la reparación hacia la víctima constituye 
un derecho que el Estado debe garantizar de manera prioritaria, puesto que su más alto deber es 
garantizar el goce efectivo de todos los derechos consagrados en la Constitución. 
La Carta Magna también establece como principio fundamental regulador del proceso penal la 
celeridad, en este sentido el Código Orgánico de la Función Judicial señala que la 
administración de justicia debe darse de manera “rápida y oportuna, tanto en la tramitación y 
resolución de la causa, como en la ejecución de lo decidido” y “sin retardo injustificado en la 
administración de justicia”. De esta manera, toda medida, proceso o recurso que este facultado 
por la ley, debe ser de estricta aplicación para cumplir con el mandato constitucional. 
La aplicación de la conciliación dentro del proceso penal, en los casos en los cuales la ley lo 
permite, se vuelve indispensable tanto para lograr la reparación integral de la víctima como para 
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optimizar el tiempo en el cual se logra dicha reparación mediante la vía judicial ordinaria. Al 
mismo tiempo, se le brinda mayor celeridad a todo el sistema judicial que puede encargarse de 
los casos más graves y que necesiten obligatoriamente agotar la vía judicial ordinaria. 
5.2  Objetivo 
 
5.2.1 Objetivo general 
 
 Proponer un anteproyecto de ley reformatoria al Código Orgánico Integral Penal sobre 
la aplicación de la conciliación, en los delitos que faculte la ley, desde la investigación 
previa hasta la audiencia de juicio y la obligatoriedad del cumplimiento del acuerdo de 
conciliación, para garantizar el principio de celeridad, en beneficio de las partes. 
5.2.2 Objetivos específicos 
 
 Brindar una mayor celeridad en la reparación integral de la víctima del delito mediante 
la obligatoriedad del cumplimiento del acuerdo aprobado por la o el juez. 
 Cumplir con el principio constitucional de celeridad en los procesos judiciales, a través 
de la aplicación de la conciliación, que optimiza el tiempo de la reparación y le da 
mayor agilidad a la administración de justicia. 
 Contribuir con la agilización del sistema judicial en la resolución de causas graves y que 
necesariamente necesiten seguir la vía judicial ordinaria conforme a lo establecido en el 
Código Orgánico Integral Penal. 
 Ayudar en el cumplimiento de los derechos garantizados en la Constitución de la 
República y derechos humanos respecto a la víctima del proceso penal y a la reparación 
integral del daño causado. 
5.3  Ubicación sectorial y física 
 
Ecuador y su ubicación geográfica. 
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5.4  Mapa 
 
 
5.5  Características 
 
Ubicación:   Región noroccidental de América del Sur. 
Límites:   Norte: Colombia 
Sur: Perú 
Este: Perú 
Oeste: Océano Pacífico 
Superficie total:  283 561 km² 
Población:     16 013 143 hab. (Censo 2014) 
Densidad habitacional:  54,49 hab. /km² 
Moneda:    Dólar estadounidense 
Idioma oficial:   Castellano 
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Capital:   Quito 
Forma de Gobierno:  República Democrática 
Regiones naturales:  Región Costa, 25% 
Región Sierra (Los Andes), 24% 
Región Amazónica (El Oriente) 47% 
Región insular (Islas Galápagos) 3% 
Clima:    Tropical y húmedo 
Características Población: 71.9% mestizas 
7.4% montubias, 
7.2% afro ecuatorianas   
7% indígenas 
6.1% blancas 
 0.4% en otras 
Religión:   80,40% Catolicismo 
11,30% Evangelismo 
1,29% Testigos de Jehová   
0,37% Mormonismo 
0,29% Budismo 
0,12% Espiritismo 
 
   5.5.1 Beneficiarios 
 
Población del territorio ecuatoriano 
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   5.5.1.1 Beneficiarios directos 
 
Víctimas y personas procesadas penalmente por delitos sancionados con pena máxima privativa 
de  libertad de hasta cinco años; por delitos de tránsito que no tengan resultado de muerte; por 
delitos contra la propiedad cuyo monto no exceda treinta salarios básicos unificados del 
trabajador en general y que no sean delitos contra la eficiente administración pública o que 
afecten a los intereses del Estado; delitos contra la inviolabilidad de la vida, integridad y libertad 
personal con resultado de muerte; delitos contra la integridad sexual y reproductiva y de 
violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar. 
 
5.5.1.2 Beneficiarios indirectos 
 
 Sistema de Justicia ecuatoriano 
 Población en general del Ecuador. 
5.6  Factibilidad 
 
5.6.1 Factibilidad interna 
 
Mediante el desarrollo del proyecto de investigación se ha justificado plenamente la factibilidad 
interna de la aplicación de la propuesta, ya que se ha demostrado la necesidad de implementar 
cambios para que la aplicación de la conciliación sea obligatoria para los operadores de justicia. 
Así mismo se ha demostrado que es necesario para las víctimas y procesados, contar con un 
medio alternativo para la solución de conflictos que permitan una mayor celeridad en la 
reparación integral de los derechos vulnerados de la víctima. 
 
De igual manera, la propuesta es aplicable para los órganos de justicia, ya que cuentan con los 
medios materiales, humanos y técnicos necesarios para que se aplique la conciliación 
obligatoriamente, una vez que la ley lo establezca de esta manera, logrando con ello mayor 
celeridad al proceso penal y a los organismos de la Justica ecuatoriana. 
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5.6.2 Factibilidad externa 
 
En el uso de las facultades que concede la Constitución en el artículo 61 numeral tercero que 
señala: “Las ecuatorianas y ecuatorianos gozan de los siguientes derechos: (…)” 3. Presentar proyectos 
de iniciativa popular normativa”; en concordancia con el artículo 134 numeral 6 de la misma Carta 
Magna que señala: 
“La iniciativa para presentar proyectos de ley corresponde: (…) 5. A las ciudadanas y los 
ciudadanos que estén en goce de los derechos políticos y a las organizaciones sociales que 
cuenten con el respaldo de por lo menos el cero punto veinticinco por ciento de las ciudadanas y 
ciudadanos inscritos en el padrón electoral nacional”. (Constitución de la República) 
Es preciso presentar la siguiente propuesta de reforma normativa con el fin de brindar mayor 
celeridad a la justicia, descongestionar los juzgados y tribunales del país y de cumplir con el 
principio constitucional de celeridad, mediante la utilización de los medios que confiere la  ley 
para el arreglo de conflictos extrajudicialmente y respetando las normas del debido proceso. 
5.7 Descripción de la propuesta 
 
REPÚBLICA DEL ECUADOR 
LA ASAMBLEA NACIONAL 
EL PLENO 
CONSIDERANDO: 
 
Que en el año 2008 entró en vigencia la actual Constitución de la República del Ecuador, en la 
que se introducen cambios sustanciales en el reconocimiento de los derechos, su sistema de 
protección y en la estructura del Estado Ecuatoriano, estableciendo entre los deberes del mismo, 
garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz y a la seguridad integral; 
 
Que en la Constitución de la República del Ecuador dentro del Título Segundo: Derechos, 
Capítulo Octavo: Derechos de protección, el artículo 75 señala: “Toda persona tiene derecho al 
acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con 
sujeción a los principios de inmediación y celeridad”; 
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Que el artículo 169 de la Constitución de la República del Ecuador establece que “EI sistema 
procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los 
principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y harán 
efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia por la sola omisión de 
formalidades”; 
 
Que, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Principios Fundamentales de Justicia para 
las Víctimas de Delitos y del Abuso del Poder señala que: “5. Se establecerá y reforzarán, cuando 
sea necesario, mecanismos judiciales y administrativos que permitan a las víctimas obtener reparación 
mediante procedimientos oficiales u oficiosos que sean expeditos, justos, poco costosos y accesibles. Se 
informará a las víctimas de sus derechos para obtener reparación mediante esos mecanismos.” 
 
Que el Código Orgánico de la Función Judicial en su artículo 18, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 169 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: El sistema 
procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los 
principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, oralidad, dispositivo, celeridad 
y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la 
justicia por la sola omisión de formalidades; 
 
Que el artículo 20 del Código Orgánico de la Función Judicial respecto al principio de celeridad 
señala que: La administración de justicia será rápida y oportuna, tanto en la tramitación y 
resolución de la causa, como en la ejecución de lo decidido. Por lo tanto, en todas las materias, 
una vez iniciado un proceso, las juezas y jueces están obligados a proseguir el trámite dentro de 
los términos legales, sin esperar petición de parte, salvo los casos en que la ley disponga lo 
contrario; 
 
Que es un deber de las autoridades de justicia ejecutar personalmente las funciones de su puesto 
con celeridad y procurar la celeridad procesal, sancionando las maniobras dilatorias en que 
incurran las partes procesales, conforme lo establecido en los artículos 100 y 130 del Código 
Orgánico de la Función Judicial; 
 
Que es un deber y prioridad del Estado impulsar los mecanismos jurídicos que permitan cumplir 
con la celeridad procesal, ayuden al descongestionamiento de causas de los juzgados y 
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tribunales del país, siempre que estén facultados por la ley y respeten las normas del debido 
proceso; 
 
Que todos aquellos actos que ayuden a la resolución de las causas, como los medios alternativos 
de solución de conflictos, en los casos que sean aplicables, deben ser priorizados por encima de 
la vía judicial, para beneficio de las partes procesales, en especial de la víctima; en beneficio del 
Estado y de la sociedad en general; 
 
Que la conciliación constituye una forma de terminar un proceso judicial de manera ágil, eficaz, 
económica, pacífica y justa, solucionando los conflictos entre la víctima y el procesado como 
protagonistas del delito, mediante acuerdos que por su naturaleza facilitan la celeridad, 
economía procesal y reparación oportuna a la víctima; por lo que es necesario fortalecer y 
priorizar su uso en la administración de justicia ecuatoriana; y, 
 
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, expide el siguiente: 
 
Anteproyecto de ley reformatoria al Código Orgánico Integral Penal sobre la conciliación 
 
Artículo 1.- Sustitúyase el primer inciso del artículo 663 por el siguiente: “La conciliación 
podrá realizarse hasta antes de iniciada la audiencia de juicio en los siguientes casos:” 
 
Artículo 2.- Sustitúyase el artículo 665 por el siguiente: “Reglas.- En la aplicación de la 
conciliación se observará las siguientes reglas:   
 
1. Es obligación de la o el fiscal, la o el juez y las o los defensores públicos y particulares, en 
cualquier momento de la investigación o iniciada la instrucción fiscal, informar, asesorar y 
promover la conciliación entre víctima y denunciado o procesado, en los casos que proceda 
conforme el artículo 663 de este Código. 
 
2. Los acuerdos deben constituir la reparación integral a la víctima y pueden contener, sin que se 
entienda como limitante, los siguientes compromisos establecidos de consenso entre víctima e 
investigado o procesado: restitución de bienes, prestación de servicios, pago de daños y gastos 
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incurridos a causa del hecho, pago de tratamiento médico o psicológico, disculpas públicas, 
servicios a la comunidad, sometimiento a tratamiento de desintoxicación o ayuda psicológica. 
 
3. Los acuerdos deben ser específicos en el plazo de cumplimiento, el mismo que no podrá ser 
mayor de ciento veinte días. 
 
4. Si las partes acuerdan que el cumplimiento de los compromisos no sea inmediato, deberá 
presentarse una garantía de su cumplimiento, si el compromiso es el pago de dinero, la garantía 
será una póliza de seguros de pago incondicional e inmediato vencido su plazo. 
 
5. Son efectos de la conciliación: la extinción de la acción penal, de la acción civil de daños y 
perjuicios y en general de cualquier acción judicial sobre los hechos conciliados. 
 
6. Cuando existan varios imputados o víctimas, el proceso penal continuará respecto de aquellos 
que no han aceptado la conciliación. 
 
Artículo 3.- A continuación del artículo 665 agréguese el siguiente: “Trámite.- La conciliación 
se realizará de acuerdo al siguiente procedimiento: 
 
1. La víctima y la persona investigada o procesada presentarán ante la o el fiscal la petición 
escrita de conciliación que contendrá los acuerdos y las garantías que preste la persona 
investigada o procesada para el cumplimiento de los acuerdos. 
 
2. La o el fiscal solicitará a la o el juzgador la convocatoria a una audiencia oral, pública y 
contradictoria en la cual, informará a las partes los efectos de la conciliación, escuchará a las 
partes sobre su voluntad de llegar al acuerdo, revisará el cumplimiento de las reglas y requisitos 
contemplados en este Título y las garantías para el cumplimiento del acuerdo, aprobará la 
conciliación y resolverá el archivo definitivo del caso si se presenta en investigación previa; o 
declarará la extinción del ejercicio de la acción penal si se presenta iniciado el proceso penal. 
 
3. El Consejo Nacional de la Judicatura regulará el funcionamiento de la unidad especializada 
en seguimiento y control del cumplimiento de la conciliación, la misma que brindará soporte 
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administrativo a las judicaturas en el control del cumplimiento cabal de los acuerdos, debiendo 
informar a las y los juzgadores de manera oportuna las circunstancias, formas y plazos del 
cumplimiento de los acuerdos.     
 
4. Si la persona investigada o procesada incumple cualquiera de las condiciones del acuerdo o 
transgrede los plazos pactados, de oficio o a petición de parte, contando con el informe de la 
unidad especializada en seguimiento y control del cumplimiento de la conciliación, la o el 
juzgador convocará a las partes a una audiencia oral, pública y contradictoria cuyo único objeto 
será verificar el cumplimiento del acuerdo, caso contrario  dispondrá la inmediata ejecución del 
mismo, mediante las garantías otorgadas para el efecto.   
  
5.7.1 Fases del proyecto 
 
a) Planteamiento del proyecto 
b) Diseño de la investigación 
c) Investigación 
d) Análisis e interpretación de datos 
e) Informe final 
f) Ejecución del proyecto 
g) Recolección de firmas de respaldo para la presentación de la propuesta ante la 
Asamblea Nacional 
h) Presentación del proyecto a un Asambleísta. 
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5.8 Cronograma de Actividades 
 
Cuadro 12 – Cronograma de Actividades 
ACTIVIDAD / MES Mes 1 Mes 2 Mes 3 Mes 4 Mes5 
SEMANAS 1  2   3   4 1  2   3   4 1  2   3   4 1  2   3   4 1  2   3   4 
Planteamiento del 
proyecto  
X                    
Diseño de la 
Investigación 
 X                   
Investigación   X X X X X X X X X X         
Análisis e interpretación 
de datos 
            X        
Informe Final              X       
Ejecución del Proyecto               X              
Recolección de firmas 
de respaldo para la 
presentación de la 
propuesta ante la 
Asamblea Nacional 
               X X X X  
Presentación del 
proyecto ante la 
Asamblea Nacional. 
                   X 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano - Investigadora 
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5.9 Presupuesto 
 
Cuadro 13 - Presupuesto 
No. RECURSOS MATERIALES COSTO 
APROXIMADO 
1 
2 
 
3 
4 
Investigación 
Recolección de firmas de respaldo para la presentación de 
la propuesta 
Presentación del proyecto ante la Asamblea Nacional. 
Evaluación de la Propuesta 
$ 1200 
$ 2000 
 
 
$   200 
 Total $3400 
Fuente: Elaborado por Andrea Guano - Investigadora 
 
Impactos 
 
Impacto jurídico 
De ser aprobada la propuesta de Ley reformatoria al Código Orgánico Integral Penal, y una vez 
que entre en vigencia, se espera resultados positivos principalmente en la agilización de 
procesos judiciales en materia penal. De esta manera se espera cumplir con el principio de 
celeridad consagrado en la Constitución de la República y en el Código Orgánico de la Función 
Judicial, obteniendo el verdadero fin del derecho penal, que implica la obtención de la 
reparación de la víctima y el restablecimiento del equilibrio social, mediante un método 
alternativo que optimiza los recursos temporales y económicos, dejando satisfechas a todas las 
partes involucradas. 
Impacto social 
De igual manera se espera que la propuesta tenga un impacto positivo dentro de la sociedad, de 
tal manera que agilite la reparación de las víctimas cuyos derechos fueron violentados a causa 
del delito, de esta manera se evitaría un mayor daño psicológico y moral producto de la demora 
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en los procesos judiciales, se evitaría también mayores gastos económicos que muchas veces 
son imposibles de solventar, evitando revictimizar a las afectados por la infracción penal. 
También el impacto sería beneficioso para los infractores de delitos menores, que mediante la 
conciliación podrían remediar a las víctimas de la infracción y evitarían ser sancionados 
mediante la coerción social, lo que muchas veces agrava la violencia y aumenta el sentido de 
venganza. Igualmente se evita la pérdida de la libertad de los infractores, evitando la ruptura 
familiar y disminuyendo la calamidad dentro del núcleo familiar del infractor. 
Evaluación 
La evaluación debe ser realizada de manera objetiva, por lo cual, en caso de entrar en vigencia 
la propuesta planteada ante la Asamblea Nacional, se realizará un estudio estadístico 
comparativo de la aplicación de la conciliación, un año antes y un año después en una muestra 
de los juzgados de garantías penales del país, para determinar si ha aumentado el porcentaje de 
aplicación de la conciliación. De igual manera, se determinará de manera prioritaria el tiempo 
de solución de las causas penales en las que se ha aplicado la conciliación y en las causas en las 
que se volvió a la vía ordinaria. Así se evaluará el impacto positivo y negativo que ha tenido la 
propuesta en la sociedad ecuatoriana. 
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ANEXOS 
Anexo 1.- Caso práctico de conciliación conforme el Código Orgánico Integral Penal 
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Anexo 2: Caso práctico de conciliación con suspensión del proceso conforme el Código 
Orgánico Integral Penal 
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